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ADVERTENCIA 



La bibliografía del Derecho de Gentes es copio- 
sísima ; los doctores que lo cultivan se han seña- 
lado siempre por su fecundidad, y los repertorios 
de su literatura son un testimonio voluminoso de 
esa feliz abundancia. 

La neutralidad, especialmente, es un asunto 
que ha tenido la virtud de incitar con eficacia la 
potencia creadora de los internacionalistas. Es 
pues necesario justificar la publicación tle un nue- 
vo libro sobre materia tantas veces estudiada. En 
realidad, no hay en el Derecho Internacional nin- 
gún tema sobre el cual se haya dicho la última pa- 
labra ; todos son susceptibles de nuevas investiga- 
ciones, ó de ser iluminados por nuevos criterios. La 
misma evolución nunca interrumpida de los prin- 
cipios jurídicos, ó de los usos internacionales, im- 
pone al estudioso la obligación d&adaptar los siste- 
mas generales doctrinarios á cada una de las si- 
tuaciones recientes, producidas por una guerra, 
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por un cambio de notas diplomáticas, ó por un 
problema de política exterior. 

Al intentar una exposición completa de la neu- 
tralidad, he creído cumplir con esa misión, yaque 
no es posible prescindir, en el examen de la ma- 
teria, de una circunstancia novísima y de ca- 
pital importancia : las convenciones sancionadas 
por la Conferencia de La Haya. He sido testigo 
presencial de los debates de la Conferencia, en mi 
calidad de secretario de la Delegación argentina á 
esa asamblea. Al seguir de cerca sus deliberacio- 
nes, pude convencerme de que la aprobación de 
un código de la neutralidad traía aparejada una 
transformación substancial, sino en la doctrina ge- 
neral del asunto, por lo menos en el método y en el 
criterio aplicables á su estudio. Los reglamentos 
de La Haya son una manifestación de derecho po- 
sitivo, y su sola existencia convierte lo que hasta 
ahora fué un mero conjunto de disertaciones teó- 
ricas, en una ley clara é imperativa. 

Es conveniente, pues, tomando como base di- 
chas convenciones, rehacer la ordenación consue- 
tudinaria de las teorías relativas á la neutralidad. 
^Tenemos por delante un código, dentro de cuyas 
disposiciones debemos buscar los elementos cons- 
tituyentes del tema legislado ; ceñir á su texto el 
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comentario, interpretarlo con sana lógica y cri- 
terio exacto, desentrañar generalizaciones suscep- 
tibles de ser convertidas en principios ó axiomas : 
tal es nuestro propósito. 

La dificultad para llevarlo á cabo consiste, acaso, 
en su misma novedad. Sancionadas hace un año, 
las convenciones de La Haya no han sido todavía 
objeto de exposiciones académicas. Sánchez de 
Bustamante y E. Lémonon han publicado simples 
crónicas de las deliberaciones, sin intentar su 
estudio completo, hecho de acuerdo con la ciencia 
jurídica. Se espera de M. de Lapradelle una obra 
análoga á su excelente comentario sobre la primera 
Conferencia de la Paz ; algunos escritores han ex- 
puesto en diarios ó revistas sus primeras impresio- 
nes, que no revisten por cierto el carácter de un 
examen sistemático y completo de la obra realizada 
en La Haya (i). Tomo pues á mi cargo una tarea 



(i) Scott, Lapradelle, Fromageot, Stowell, Stead y al- 
gunos otros. Holland ha editado el texto del Reglamento 
de la guerra terrestre, con algunas pocas notas sin impor- 
tancia. Lawrence ha publicado un comentario conciso so- 
bre los problemas internacionales relacionados con la Con- 
ferencia. 

Las indicaciones bibliográficas irán en forma de apéndice 
al final de este libro, evitándose en lo posible las citas al 
pie de las páginas. 
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cuya sola enunciación me obliga á no confiar sino 
en mis propias aunque escasas fuerzas. Este es, 
seguramente, el primordial atractivo que en em- 
prenderla he encontrado. 

No significa lo dicho que la neutralidad, objeto 
de las meditaciones de los estudiosos desde tres si- 
glos á la fecha, habrá de ser objeto en el presente 
libro de modificaciones en sus principios consa- 
grados. Limito mi trabajo á dilucidar é interpretar 
los reglamentos que la rigen actualmente, á señalar 
sus lagunas, y á darles la debida colocación dentro 
de un sistema general de doctrinas jurídicas. Me 
propongo, ai hacerlo, confirmar la teoría con 
ejemplos extraídos de nuestra propia historia di- 
plomática, ó de los más recientes acontecimientos 
históricos. Aprovecharé para ese propósito mi 
familiaridad con un tema que he enseñado en 
cuatro oportunidades desde la cátedra de la Facul- 
tad de Derecho de Buenos Aires. 

C>. A. o. 

Octubre de 1908. 
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CONCEPTO SOCIOLÓGICO DE LA NEUTRALIDAD 



Sumario : i . Método para construir la definición de la 
neutralidad. — 2. El criterio positivo. —3. Evolución 
de la neutralidad. — 4. Su imposición por la fuer- 
za. — 5. La neutralidad en el siglo xix.— 6. Concepto 
sociológico de la neutralidad. 

I. ¿Es necesario definir la neutralidad? Una sa- 
na lógica nos autorizaría, en rigor, á prescindir de 
exponer anticipadamente la definición de una si- 
tuación jurídica cuyas modalidades y aplicaciones 
prácticas habremos de investigar y determinar en 
el transcurso de la presente obra. Si la definición 
equivale, en realidad, á una descripción sucinta 
de la cosa definida, su verdadero sitio se encon- 
trará, á modo de compendio, al final de los estu- 
dios que habrán de fijar sus caracteres. De este 
modo, reducida la substancia del libro, su tesis y 
demostraciones, á la concisa enunciación de una 
frase, hallaríamos en ésta última, considerada 
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como concepto definitivo, la doble ventaja de ha- 
ber simultáneamente contemplado su formación y 
comprobado su exactitud. 

Pero los usos literarios y las necesidades del mé- 
todo expositivo nos obligan á ensayar una defini- 
ción puramente doctrinaria, ó aprioristica, de la 
neutralidad, fenómeno de derecho tantas veces 
definido. La misma abundancia de sus definicio- 
nes es una razón imperiosa para intentar el esta- 
blecimiento de una fórmula nueva ; ó mejor dicho, 
renovada, ya que según veremos, se remonta en 
sus orígenes á uno de los primeros maestros del 
Derecho de Gentes. Fórmula completa, cada uno 
de cuyos elementos componentes, expuesto por 
separado, formará una de las partes ó capítulos 
del tratado general sobre la materia. 

Calvo, en su obra magna, cita veinticinco defi- 
niciones de la neutralidad ; fácil sería mencionar 
otras tantas y añadirlas á la lista : las de Nys, Mé- 
rignhac, Martens, Bonfils, Fauchille, Godchot, 
Verraes, Lomonaco, Holland, Rougier, Moore, 
Holtzendorf, Chauveau-Hélie, Morin, Kleen y mu- 
chos otros. Hacer la critica de cada una de ellas 
sería tarea inútil, puesto que las divergencias 
entre unas y otras son poco sensibles, y la crítica 
consistiría, en la máxima parte de los casos, en 
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rechazarlas por ser incompletas, ó demasiado ex- 
tensas. Parece que la neutralidad, materia vasta 
y compleja, se resistiera á dejarse encerrar ínte- 
gramente dentro de una sentencia concisa, sufi- 
cientemente compresiva á la vez que explicativa. 

Al buscar la definición de la neutralidad, se ha 
discutido si debe hallarse comprendida dentro de 
los conceptos generales de la paz ó de la guerra. 
Es esta una discusión puramente académica, y por 
consiguiente de mediocre interés. Algunos auto- 
res, como Bluntschli y Rolin -Jaecquemyns, afirman 
que la neutralidad es, en síntesis, una continua- 
ción de las relaciones normales de la paz, en medio 
de un conflicto internacional ; la nación neutra, 
dicen, mantiene viva su situación independiente 
del conflicto, y en tal virtud prosigue sus relacio- 
nes normales y el ejercicio pacífico de sus dere- 
chos, frente á ambos beligerantes. 

Es fácil convencerse, sin embargo, de que la 
neutralidad es una consecuencia natural de la 
guerra. De ésta última se derivan, no solamente 
su noción fundamental, sino cada una de las nor- 
mas jurídicas que rigen su aplicación. Es evidente 
que la neutralidad es una mera generalización 
doctrinaria, hasta que llega el momento de po- 
nerla en práctica, precisamente con motivo del 
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estallido de un conflicto; la guerra es el prin- 
cipio formador de la neutralidad, y ésta última ha 
sido creada paulatinamente con motivo de las ne- 
cesidades de la guerra misma, como puede fácil- 
mente comprobarse estudiando su evolución his- 
tórica. 

De modo, pues, que en vez de buscar una defini- 
ción teórica, es preferible examinar en la realidad 
en qué consiste, cómo se practica, y especialmente 
cómo se ha practicado antiguamente la neutrali- 
dad. Tomando como base la idea general antes 
apuntada, trataremos de extraer de las nociones 
generales de la guerra, con ayuda de la historia, 
cuáles son sus principios jurídicos fundamentales: 
con este método obtendremos la mejor de las en- 
señanzas, la de conocer desde su origen el naci- 
miento, desarrollo y perfeccionamiento de un fe- 
nómeno legal que ha adquirido en nuestros días 
una forma final y definitiva. 

La neutralidad, como todas las instituciones ju- 
rídicas, debe ser estudiada é interpretada con un 
criterio amplio, susceptible de darle la colocación 
necesaria dentro del conjunto de los hechos socia- 
les ; de lo contrario obtendríamos una idea gene- 
ral doctrinaria que aunque perfecta, estaría alejada 
tanto de la realidad de los» acontecimientos histó- 
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ricos, como del criterio positivo que debe predo- 
minar en su estudio. 

La materia que examinamos nos ofrece felizmen- 
te la oportunidad más propicia para encarar el aná- 
lisis de un fenómeno jurídico con un espíritu que 
sí bien no puede llamarse estrictamente filosófico, 
está inspirado en el más sano de los métodos in- 
telectuales. La evolución de las normas jurídicas 
presenta al estudioso no solamente un amplio cam- 
po de investigaciones, sino la mejor y más clara 
confirmación de las generalizaciones doctrinarias : 
y en el mundo del derecho, la evolución de la neu- 
tralidad es, seguramente, el caso más favorable 
para esa disciplina intelectual. 

No estamos por cierto frente á códigos inmuta- 
bles ni á leyes grabadas en bronce ; por el contra- 
rio, la presente, como las demás instituciones 
jurídicas, se caracteriza por su instabilidad ; el pro- 
cedimiento de su formación obedece á causas que 
se mantienen siempre activas, y es lógico conside- 
rar que todo el derecho, y especialmente el De- 
recho de Gentes, está sometido á un proceso no 
interrumpido de formación y perfeccionamiento. 

En esta evolución perpetua, la neutralidad se par- 
ticulariza precisamente por las frecuentes varia- 
ciones que la historia y la política internacional le 
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han hecho sufrir. Cada dia que pasa, cada conflicto 
internacional, cada nuevo estudio doctrinario de 
la materia, trae modificaciones que van agregán- 
dose al conjunto de nociones propiamente científicas 
que la constituyen. Para no citar más que ejemplos 
recientes, la guerra ruso-japonesa y la segunda 
Conferencia de la Paz han producido en el régimen 
de las naciones neutras ciertos cambios substan- 
ciales que lo diferencian claramente del conjunto 
de reglas adoptadas hasta ahora. 

2. Es necesario generalizar la idea que acaba- 
mos de apuntar, y buscar una explicación no sola- 
mente jurídica, sino también sociológica, al fenó- 
meno legal. La neutralidad es susceptible de ser 
analizada mediante ciertos procedimientos de 
estudio que han sido aplicados al derecho penal y 
á otras ramas de las ciencias jurídicas desde algu- 
nos años á esta parte. Consideramos necesario 
decir que no se ha hecho todavía ningún ensayo 
sistemático de la aplicación de un criterio positivo 
estricto al estudio del Derecho de Gentes. 

Una tentativa de éste género sería, pues, además 
de atrevida, prematura. Sin embargo, la neutrali- 
dad es el campo más fecundo para iniciar un aná- 
lisis de esta clase, y sin pretender señalar rumbos 
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ni intentar descubrimientos, creemos que podría 
iluminarse esta materia sometiendo su exposición 
á dos ó tres principios ó bases cuya exactitud ha 
sido previamente demostrada por otras ciencias 
sociales. 

Es evidente que la neutralidad es una necesidad 
social universal : la historia demuestra su fre- 
cuente aplicación, y á esta última están vincula- 
dos algunos de los intereses más importantes 
de la humanidad. Si partimos de un principio 
filosófico general, como es el de considerar que la 
formación del derecho está subordinada á la in- 
fluencia de la fuerza, llegaremos por un camino 
de lógica rigurosa á concluir que la neutrali- 
dad, conjunto de normas puramente jurídicas, 
ha derivado de la fuerza no solamente sus 
orígenes, sino también sus diversas transfor- 
maciones y su actual perfeccionamiento. 

No es éste el caso de debatir la exactitud del axio- 
ma que atribuye á la fuerza una función creadora 
del derecho. Es posible que un simple examen, 
aunque somero, de todo el Derecho Internacional, 
llegue á convencernos de que cada una de sus re- 
glas está subordinada á la fuerza, ha sido creada 
por una imposición ó coacción militar, ó es la 
consecuencia de un convenio destinado precisa- 
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mente á evitar la solución belicosa de algún con- 
flicto entre las naciones. Aun aquellas institucio- 
nes del Derecho de Gentes que más frecuentemente 
se enumeran entre las conquistas de la paz, como 
el arbitraje, han nacido y son el resultado ulterior 
de conflagraciones guerreras. 

Podemos, pues, considerar que todo el conjunto 
del Derecho Internacional está presidido por la 
idea fundamental de la guerra, forma práctica de 
aplicación de este concepto, que tenemos acaso 
derecho para considerar como puramente ñlosó- 
fico : la fuerza. Ahora bien, la guerra, ha sido 
analizada con ayuda de métodos positivos, obte- 
niéndose como resultado la conclusión de que ese 
fenómeno social es originado por causas princi- 
palmente económicas ; y estas últimas, que son 
susceptibles de ser contadas, medidas y compara- 
das, forman parte ya de los elementos estudiados 
por ciencias casi exactas. 

La lógica nos autoriza para obtener de las no- 
ciones generales que anteceden una conclusión 
aplicable á la neutralidad. Haremos más adelante 
una concisa enunciación de la evolución de esta 
materia ; pero es quizás necesario, para su más 
fácil interpretación, anticipar cuáles serán las con- 
secuencias que obtendremos de ese estudio. En 
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esta forma, no es inexacto afirmar que la neutra- 
lidad, institución hoy puramente jurídica, ha sido 
creada por la necesidad de defender el derecho al 
comercio y á la libre navegación ; que su desarrollo 
ha estado subordinado á numerosas alternativas 
en las cuales la fuerza militar, unas veces en favor 
y otras en contra, ha inspirado el nacimiento de 
principios jurídicos contradictorios ; y por fin, que 
en el momento en que las naciones interesadas en 
la defensa de sus intereses económicos lograron 
imponer sus derechos por la fuerza, concluyó la 
evolución de la neutralidad, y adquirió ésta su 
actual aspecto de norma jurídica imperiosa é indis- 
cutida. 

3. En el estudio histórico de la neutralidad tiene 
capitalísima importancia la influencia del poder 
naval; este último ha sido apreciado científica- 
mente, y acreditada su participación preponde- 
rante en los acontecimiento históricos (r). Sinos 
referimos especialmente á la materia que estudia- 
mos, nos apercibiremos de que cada una de las 
conquistas de la neutralidad ha sido la consecuen- 
cia directa de una guerra marítima. Fenómeno 

( i) Mahan. 
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ciertamente explicable, ya que las hostilidades 
sobre el océano han sido tradicionalmente practi- 
cadas durante siglos con un propósito de despojo 
de la riqueza transportada por la vía de agua. De 
este modo, los enemigos de toda potencia belige- 
rante han sido siempre, además del estado adver- 
sario, los intereses económicos de sus subditos. 

La guerra sobre los mares no se ha diferenciado 
de la piratería sino desde épocas relativamente 
cercanas. El corso ha sido abolido en el año 1856, 
y el derecho de captura de la propiedad privada 
sobre los mares se mantiene aun hoy día, como el 
último recuerdo de la guerras de botin y destruc- 
ción de la riqueza. En esta situación, las naciones 
que en épocas antiguas no se hallaban directamen- 
te vinculadas á una situación de guerra, se encon- 
traban sin embargo sometidas á la mayoría de los 
inconvenientes propios de las hostilidades; los 
beligerantes, que mezclaban su propia codicia de 
personal á la defensa de su patria, encontraban 
lucro en las naves y mercaderías de las naciones 
neutras una presa fácil y legítima. 

Todo el desarrollo de la neutralidad consiste 
pues en el conflicto perpetuo entre las naciones 
luertes sobre el mar, por una parte, y las naciones 
transportadoras de mercaderías, por otra. Unas, 
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interesadas en mantener sin restricciones sus de- 
rechos de beligerantes ; las otras, empeñadas, por 
el contrario, en obtener la adopción de principios 
legales que pusieran á salvo sus más importantes 
recursos económicos. Las alternativas de la neu- 
tralidad están subordinadas al predominio tem- 
porario, producido por actos de fuerza, de una ú 
otra de las naciones que pugnaban por consagrar 
derechos tan antagónicos. 

Esta circunstancia explica perfectamente la falta 
de unidad en la conducta adoptada por la mayoría 
de las naciones europeas, durante las guerras na- 
vales casi continuas que tuvieron por teatro los 
mares europeos durante los siglos xvi, xvii y xviii. 
Es posible personificar en Inglaterra y Holanda 
las dos tendencias históricas cuyo antagonismo 
ha ido formando paulatinamente cada uno de los 
principios que rigen hoy á las naciones neutras. 

El concepto mismo de la neutralidad, y algunas 
de sus reglas aplicables á la guerra marítima, se 
hallaban desde fines de la Edad Medía establecidos 
en el Consulado del Mar^ compilación de preceptos 
comerciales y jurídicos adoptados por los nave- 
gantes del Mediterráneo. No es necesario puntuali- 
zar cuáles eran sus disposiciones al respecto, ni lo 
es tampoco recordar los diversos reglamentos 
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llamar deí desarropo niarítinio de Inglaterra. 

Durante dos si^rl^s, rué Inglaterra ediñcando oro- 
gresi vamente el poderío naval que aun hoy dia con- 
serva : una larea sucesión de camoañas felices ñié 
dándole sucesivamente la victoria sobre España. 
Francia v Holanda, conauistando.comoconsecuen- 
cia, su enorme imperio colonial. Inglaterra usó de 
su poderío naval en forma claramente adversa á 
toda adopción de principios protectores del comer- 
cio no beligerante : su verdadero interés consistía 
precisamente en atentar contra la propiedad de los 
neutros, y así lo hizo, asimilando al contrabando 
de guerra y haciendo susceptibles de captura á casi 
todos los artículos que eran objeto de intercambio 
en aquellas épocas, confiscando ia mercadería ene- 
miga transportada en buques neutros, y llegando 
en ciertos momentos á pretender prohibir toda ini- 
ciativa de empresas comerciales entre las naciones 
neutras y las potencias con las cuales se hallaba en 
guerra. Otro de los principios adoptados por la 
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cancillería inglesa consistió en imponer bloqueos 
ficticios, no apoyados por fuerzas navales suficien- 
tes, cuya consecuencia directa era ocasionar gra- 
vísimos perjuicios al comercio neutral. 

Holanda, en cambio, se veía obligada por la pro- 
pia naturaleza de sus intereses económicos, á favo- 
recer el desarrollo de la neutralidad. La vida entera 
de los Países Bajos estaba subordinada á la indus- 
tria del transporte por mar : su pequeño territorio, 
relativamente pobre, imponía á los holandeses la 
necesidad de buscar fuera de sus límites aplicacio- 
nes para su actividad, y así lo hicieron, creando 
una importantísima marina mercante que llegó en 
ciertas épocas á monopolizar el tráfico marítimo 
por ciertos derroteros. Las naves holandesas, 
transportadoras de mercaderías extranjeras, eran 
fácil presa de las naves de guerra ó de los corsa- 
rios, cada vez que un conflicto internacional afec- 
taba á la potencia cuyas mercaderías transportaba. 

Como consecuencia de sus intereses económi- 
cos, empeñóse Holanda, á veces con las armas en 
la mano, para obtener la sanción de lo que es hoy 
el principio fundamental de la neutralidad : el 
pabellón neutro cubre la mercadería enemiga. En 
ciertos momentos, después de una campaña feliz, 
ó apoyada por alianzas poderosas, conseguía ver 
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adoptado ese principio, que era para ella no sólo 
jurídicamente exacto, sino económicamente im- 
prescindible. 

En cambio, cada vez que triunfaba sobre los 
mares, volvía Inglaterra á establecer, con el de- 
recho que da la fuerza, sus tradicionales normas 
de conducta relativas á la neutralidad. Holan- 
da, ayudada en ciertos momentos por Francia, lo 
fué también por Dinamarca, Suecia, Prusia y las 
ciudades hanseáticas, cuyos intereses las obligaban 
á contribuir al establecimiento de principios que 
salvaguardasen los derechos de los neutros. 

4. La indecisión sobre los principios de la neu- 
tralidad se mantuvo hasta que las potencias neu- 
tras fueron suficientemente fuertes para imponer 
con eficacia sus derechos. Esto viene á confirmar 
la noción fundamental antes apuntada, enseñando 
con un ejemplo indudable el secreto de la forma- 
ción de los principios jurídicos. En 1780, las poten- 
cias del norte de Europa, á iniciativa de la empe- 
ratriz Catalina de Rusia, manifestaron que no 
soportarían por mayor tiempo los inconvenientes 
que la beligerancia acarreaba al comercio de los 
neutros. 

Rusia hizo con este motivo una proclamación 
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de principios que pueden condensarse en esta 
forma : libre tráfico para las naves neutras en aguas 
beligerantes, y libre entrada y salida en los puer- 
tos pertenecientes á las potencias que se hallaban 
en guerra; definición, hecha en pactos consensúa- 
les, de la extensión que debe darse al concepto del 
contrabando de guerra : y por fin, imposición del 
bloqueo efectivo, caracterizado por la presencia 
del peligro real que habría en forzarlo. Esta decla- 
ración fué inmediatamente adoptada por Dinamar- 
ca, Suecia, Holanda, Prusia y posteriormente por 
Austria, Portugal y las Dos Sicilias ; Francia y 
España, aliadas de los Estados Unidos contra 
Inglaterra, se hicieron también solidarias de esta 
actitud. 

En 1780 nace pues la neutralidad en su ca- 
rácter de regla internacional imperativa, sancio- 
nada por el mejor de los argumentos, la fuerza, 
que vino á transformarla, después de muchas inde- 
cisiones, en un concepto no ya puramente doctri- 
nario, sino suficientemente eficaz para formar 
parte del derecho internacional universal. 

Las guerras de la Revolución francesa ocasiona- 
ron un retroceso en la conquista paulatina de los 
derechos neutros. Estas guerras se caracterizaron 
por su irregularidad, y los beligerantes hicieron 
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gala de olvidar no solamente los principios relati- 
vos al derecho de los neutros, sino también las 
reglas hasta entonces adoptadas para la beligeran- 
cia. Inglaterra encontró en la conflagración con- 
tinental el pretexto para hacer revivir sus antiguas 
pretensiones contrarias á la neutralidad. Su con- 
ducta provocó una nueva liga de naciones intere- 
sadas en el libre comercio en tiempo de guerra ; en 
1800 volvió Rusia á proclamar las normas político- 
jurídicas establecidas en 1780, completándolas con 
otras dos declaraciones que mantienen hasta hoy 
día su eficacia práctica : i* una nave neutra no se 
considerará culpable de violación del bloqueo, sino 
en el caso en que después de haber sido debida- 
mente notificada, tratase de forzarlo, y 2* el con- 
voy de naves mercantes, custodiadas por naves de 
guerra, está exento de soportar el ejercicio del 
derecho de visita. 

5. La nueva coalición armada de los neutros se 
vio obligada á discutir sus principios por la fuerza. 
Es evidente que una lucha con las armas en la 
mano debia ser más eficaz que una discusión aca- 
démica ó diplomática. No era posible desear para 
la neutralidad, por consiguiente, un mejor esclare- 
cimiento, y una sanción más poderosa de los 
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principios que la informan. Inglaterra declaró la 
guerra á Dinamarca, que formaba parte de la liga 
de la neutralidad armada ; y el bombardeo de 
Copenhague fué, puede decirse, la última tenta- 
tiva para imponer al mundo una doctrina de Dere- 
cho de Gentes contraria á la que hoy día rige los 
destinos de los neutros. No es necesario recordar 
las incidencias históricas producidas á consecuen- 
cia de esta guerra ; basta mencionar el tratado 
anglo-ruso de 1801, que marca un nuevo progreso 
en la formación de la neutralidad. 

Las guerras de Napoleón se caracterizaron, sin 
embargo, por un evidente desconocimiento de los 
derechos neutrales, y el bloqueo continental es 
acaso el mayor y mejor ejemplo del poco respeto á 
los principios sobre la efectividad del bloqueo, pro- 
clamados por la neutralidad armada. Inglaterra 
por una parte, y PYancia por otra, rivalizaron en 
la adopción de medidas prohibitivas del libre trá- 
fico y del comercio neutral. Pero el restableci- 
miento de la paz en el continente europeo vino 
aparejado á un renacimiento del respeto al co- 
mercio no beligerante, manifestado en diversos 
tratados y en leyes puramente internas, entre 
las cuales es justo recordar las relativas al enro- 
lamiento de sus ciudadanos en ejércitos extran- 
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jeros. dictadas por ¡os Estados Unidos é Inglaterra. 

La guerra de Crímea señala, puede decirse, el 
término de la conquista no sólo doctrinaría, sino 
práctica, de los derechos de la neutralidad. Las 
potencias aliadas, al comenzar las hostilidades, 
proclamaron las normas que se proponían adoptar 
para el régimen de sus operaciones militares : y el 
Congreso de París de 1856, ratificó esas declara- 
ciones, dándoles fuerza imperativa universal, ya 
que todas las potencias civilizadas se han adherido 
en diversas épocas á esa declaración. 

El Congreso de París de 1836 ha servido de fun- 
damento á todo el desarrollo ulterior del derecho 
de los neutros : cada uno de sus cuatro artículos ha 
sido prestigiado por la doctrina, corroborado por 
la práctica, y convertido hoy día en una ley de 
aplicación unánime. El Congreso de París declaró : 
la abolición del corso: que el pabellón neutro cubre 
la mercadería enemiga, con excepción del contra- 
bando de guerra: que la mercadería neutra, tam- 
bién á excepción del contrabando de guerra, no 
era susceptible de captura bajo pabellón enemigo : 
y por fin, que el carácter obligatorio de un blo- 
queo se derivaba de la fuerza militar suficiente 
para imponerlo. 

La abolición del corso, que era una de las formas 
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legítimas de hacer la guerra, produjo una modifi- 
cación substancial en el aspecto de las guerras 
marítimas. Estas, como hemos visto, eran en rea- 
lidad expediciones destinadas principalmente á 
conseguir la captura de naves y mercaderías sus- 
ceptibles de enriquecer individualmente á los que 
participaban en la guerra. Desde 1856 las operacio- 
nes militares navales no tienen por único objeto la 
destrucción del comercio enemigo, confirmando 
de este modo, aunque con limitaciones, el deside- 
rátum de toda guerra : substraer, en cuanto es 
posible, las personas y los bienes privados á las 
consecuencias del conflicto. No se ha llegado aun á 
obtener que la guerra marítima renuncie al dere- 
cho de captura de las mercaderías enemigas ; este 
derecho se conserva, aunque con limitaciones; 
pero se ha conseguido que su ejercicio no pueda 
afectar, como antes, los intereses de los neutros. 
Es esta misma circunstancia la que impidió la 
adhesión inmediata de Estados Unidos á los prin- 
cipios proclamados en París en 1856. Es lícito 
suponer que la cancillería de la república Norte- 
americana no ha fijndado su actitud únicamente 
en el deseo de declarar el absoluto respeto á la 
propiedad privada sobre los mares ; podemos creer 
que en ciertas épocas los Estados Unidos, que no 
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poseían fuerzas navales suficientes, hubieran con- 
siderado necesario mantener su derecho á hacer la 
guerra de corso. Pero hoy día la abolición del 
corso ha sido sancionada por la historia, y en la 
última Conferencia de La Haya han podido ios 
Estados Unidos declarar con perfecto desinterés lo 
que constituye la norma fundamental de su políti- 
ca, en cuanto á los derechos de la beligerancia se 
refiere. 

La abolición del derecho de captura está actual- 
mente en la misma situación que los principios 
fundamentales de la neutralidad hace un siglo; 
estas normas legales, en proceso de formación, han 
adquirido unas y adquirirán las otras la eficacia 
práctica que les dará la fuerza, elemento creador y 
perfeccionador de los principios jurídicos. 

Desde la época que mencionamos hasta hoy, la 
neutralidad no ha sufrido retrocesos en su evolu- 
ción. El tratado de Washington de 1871 y la apli- 
cación de los principios de París en las guerras 
posteriores, han logrado confirmarla cada vez 
más. Sólo faltaba, para declarar definitivamente 
terminada en la práctica la formación de la neutra- 
lidad, la adopción universal de un código inspira- 
do, por una parte, en la ciencia jurídica y por 
otra, en los usos de las naciones beligerantes. Así 
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se ha hecho en la segunda Conferencia de la Paz, 
reunida en La Haya en 1907. Las Convenciones 
relativas á la neutralidad, sancionadas por esta 
asaniblea, son pues hoy un pacto imperativo uni- 
versalmente obligatorio que, si bien ofrece algunos 
inconvenientes de carácter científico, es suficiente 
para salvaguardar los intereses económicos de los 
neutros en las guerras futuras . 

6. Hemos contemplado la evolución larga y tra- 
bajosa de la neutralidad. No ha sido necesario re- 
cargar esa narración con citas de fechas y de acon- 
tecimientos históricos. En cambio, hemos tra- 
tado de interpretarla con ayuda de un criterio 
exacto, susceptible de iluminar el nacimiento, 
las transformaciones y el verdadero significado 
de un conjunto de normas que hoy día son pu- 
ramente científicas. La verdadera misión del 
jurista consiste en encontrar conceptos generales 
en cada una de las relaciones sometidas á su es- 
tudio. 

La historia de la neutralidad, estrechamente 
vinculada á la historia de la humanidad, debe 
tener para nosotros mayor interés que el de una 
simple crónica ó cronología ; su estudio, por otra 
parte, ha sido hecho en forma definitiva por algu- 
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nos juristas (i), y es ocioso repetir lo que ellos 
nos dicen. En cambio, no es frecuente encontrar, 
á falta de una filosofía de la neutralidad, una in- 
terpretación sociológica de sus principios. Hemos 
intentado hacerla, reduciendo á dos conceptos 
generales positivos todo lo que á esta materia se 
refiere. 

No hay razón alguna que impida ensayar para 
e¡ Derecho de Gentes la aplicación de un método 
equivalente á los que utilizan contemporáneamente 
los estudios del derecho penal y civil, de la econo- 
mía política y de otras ramas de las ciencias socia- 
les. Parece evidente que una ciencia destinada á 
interpretar la práctica de las relaciones entre las 
naciones no puede prescindir de la guerra, fenó- 
meno frecuente y licito, estudiado por el derecho 
y narrado por la historia, y cuya importancia en la 
vida internacional es siempre enorme, á pesar de 
las bien intencionadas tentativas del pacifismo. La 
guerra, pues, tiene su sitio indicado en el estudio 
de cada uno de los conceptos jurídicos que forman 
el Derecho de Gentes. 

El jurista, el diplomático y el estadista, no 



(i) Wheaton, Calvo, Descamps, Hautefeuille, Nys, Fau- 
chille, etc., etc. 
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pueden prescindir de la idea de la guerra, que 
es parte integrante de la misión pública que res- 
pectivamente desempeñan. Y refiriéndonos úni- 
camente á la ciencia del Derecho Internacional, 
no es exagerado afirmar que la guerra se hace 
presente en cada uno de sus capítulos, impo- 
niendo al estudioso la necesidad de tomarla en 
consideración, no sólo para el examen é interpreta- 
ción de cada uno de los principios jurídicos, sino 
especialmente para el descubrimiento de su forma- 
ción y desarrollo. 

Ahora bien, la guerra es en la vida de las nacio- 
nes un fenómeno que, analizado filosóficamente, 
se reduce en último término á la idea de fuerza. 
Si recordamos que la historia nos enseña que la po- 
lítica internacional se funda en los intereses econó 
micos por una parte, y por otra en la potencia mi- 
litar, tendremos razón para aplicar estas dos mis- 
mas ideas al estudio del Derecho Internacional, que 
es en rigor un equivalente perfecto, dentro del 
mundo de la ciencia, de lo que en el mundo de los 
hechos es la política internacional. 

La neutralidad es pues susceptible de ser estu- 
diada en la forma que indicamos. Hemos anticipa- 
do las conclusiones de este estudio ; y reiterando 
lo dicho, podemos afirmar que la neutralidad, con- 
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siderada como fenómeno social, consiste en sínte- 
sis en un conjunto de principios jurídicos destina- 
dos á defender los intereses económicos de las 
potencias que no participan en una guerra. La 
defensa de estos intereses, confiada en muchos 
casos á la suerte de las armas, ha ido convirtién- 
dose paulatinamente en un conjunto de normas de 
política, que presentan hoy día el aspecto de una 
ley imperativa. 

No significa lo dicho, que la ciencia del dere- 
cho no hubiera organizado doctrinalmente desde 
hace mucho tiempo la materia que estudia- 
mos : pero aun en las disertaciones puramen- 
te jurídicas es fácil advertir la influencia de los 
acontecimientos históricos, unas veces favorables 
V otras contrarios á los intereses de los neu- 
tros. Pero para lo que nos interesa, es decir, para 
!a misión fundamental del jurista, que no puede 
permanecer ajeno á la realidad y eficacia práctica 
de las situaciones internacionales, no es posible 
olvidar que el criterio positivo, debidamente apli- 
cado, asigna á la neutralidad un origen que no es 
ciertamente académico. Formada por la fuerza, en 
defensa de necesidades imperiosas, la neutralidad 
ha recibido de la misma luerza su actual aspecto 
de ley universal é imperiosa. 



CAPÍTULO II 



CONCEPTO jurídico DE LA NEUTRALIDAD 



Sumario : 7. Definición. — 8. Acto de soberanía. — 9. 
Concepto absoluto. — 10. Divisiones. — 11. Neutrali- 
zación convencional. — 12. Neutralidad perpetua; la 
Suiza. — 13. Bélgica y otros países. — 14. Zonas neu- 
tras. — 15. Tentativa de neutralización uruguaya. — 16. 
Neutralización temporaria. — 17. Neutralización de 
aguas. El Mar Negro. — 18. El canal de Suez. — 19. 
Panamá. — 20. Magallanes. — 21. Situación de Martín 
García. — 22. Caracteres de la neutralidad perpetua. 

7. La función social de la neutralidad, somera- 
mente expuesta en el capítulo anterior, debe ser- 
virnos de fundamento para explicar su concepto 
jurídico y las relaciones activas y pasivas que im- 
pone á los Estados. Con esto, entramos de lleno al 
terreno de la ciencia del derecho, derivando nor- 
mas de conducta obligatorias de lo que, como he- 
mos visto, es un fenómeno frecuente de la vida 
internacional. Es evidente que si, en el trancurso 
de la historia, algunas naciones han asumido y de- 
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valente, la de la cocticuacióa del estado de paz, 
v>n susceptibles de críticas más ó menos severas. 
Veremos más adelante cómo cada una de las reglas 
propias de la neutralidad puede ser reducida en de- 
finitiva al principio general de la no participación. 
Es ocioso, pues, hablar de imparcialidad, puesto 
que ésta es una palabra que no tiene significado 
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exacto dentro del idioma técnico de la ley ; del mis- 
mo modo, la continuación del estado de paz no ca- 
racteriza suficientemente á la neutralidad, puesto 
que el ejercicio de esta última puede y debe en cier- 
tos casos ser impuesto con las armas en la mano. 

Es necesario, al dar una definición, eliminar su- 
cesivamente cada una de las ideas que, aunque re- 
lacionadas con el objeto definido, no sirven para 
fijarle limites inconfundibles ; en efecto, definir, eti- 
mológicamente hablando, consiste en encerrar den- 
tro de límites. La neutralidad, pues, dentro del 
mundo del derecho, está limitada y por consiguien- 
te definida por lo que, como hemos visto, constituye 
su propia función social, la no participación en las 
hostilidades. 

No es ésta, por cierto, una idea nueva ; su propia 
evidencia la ha sugerido á los juristas ; desde los 
primeros tiempos, Bynkerskoek, uno de los padres 
del Derecho de Gentes, llama non hosies á los neu- 
tros, definiéndolos precisamente por su abstención 
del conflicto armado : qui neutrarum partium sunt. 
Opino que es ésta la mejor de la definiciones ensa- 
yadas sobre la materia. Dentro de su concisión, se 
encuentran encerrados en potencia todos los des- 
arrollos posibles del concepto jurídico. Tiene la de- 
finición citada la inmejorable cualidad de persona- 
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lizar de tal modo la idea definida, que es imposible 
confundirla con ninguna otra. Es evidente que la 
definición de Bynkerskoek no abarca todos y cada 
uno de los detalles doctrinarios y prácticos que 
constituyen hoy día el código de los neutros. Pero 
no es éste, por cierto, dentro de la lógica, el pro- 
pósito de ninguna definición. Adoptáúdoia, pues, y 
reconociendo el clarísimo criterio de su autor, ve- 
remos posteriormente cómo en esas palabras cita- 
das se encuentra la raíz y el fundamento de todas 
las nociones actuales sobre la neutralidad. 

Sin embargo, esto no nos exime de la obligación 
de rejuvenecer la viejafórmula recordaday reprodu- 
cirla de un modo utilizable para la neutralidad, di> 
ciendo que : es el conjunto de los deberes de los beli- 
gerantes respecto de las potencias que no participan en 

m 

las hostilidades, y de losderechos correlativos, necesarios 
para hacer respetar por los beligerantes esa no parti- 
cipación. Puede esta definición aclararse reducién- 
dola á estas ideas fundamentales : abstención y pre- 
vención. 

8. Por su misma naturaleza, la neutralidad es un 
acto inherente á la soberanía ; es necesario el goce 
completo de las prerrogativas propias de un estado 
independiente para que éste pueda asumir una si- 
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tuación creadora de derechos y deberes frente á 
otras potencias. Por consiguiente, el Estado so- 
metido á una subordinación de carácter histórico 
y legal frente á otro, no puede por si solo ejerci- 
tar las funciones de la neutralidad, ó substraerse á 
ellas. Es innecesario diluir esta idea ; su propia evi- 
dencia está confirmada por las conocidas nociones 
sobre los estados semisoberanos. 

Es justo añadir que no tiene importante prác- 
tica, en cuanto á la neutralidad se refiere, la 
situación aludida; no existen en el mapa del 
mundo estados semisoberanos cuya neutrali- 
dad ó participación en una guerra pueda afec- 
tar seriamente los intereses colectivos de las 
naciones civilizadas. Simples prolongaciones del 
poderlo de otros países, las naciones semiso- 
beranas son arrastradas á la guerra, ó perma- 
necen neutrales, siguiendo la suerte de los estados 
á los cuales están vinculadas. 

Q. La neutralidad, por su propia esencia, es en 
el derecho y en el orden de las ideas, un concepto 
absoluto. Entiéndese, pues, que no admite restric- 
ciones ni alteraciones ; como todas las nociones 
absolutas, es una, inconfundible y categórica. Una 
nación es, ó no es neutral ; guarda ó no su carácter, 
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das á la f:>rma de una jey-coctrato universal todas 
las obligaciones pr:pias de ¡a neutralidad, no es 
posible- con::o antes, prevalerse de la poca fijeza 
de esas reglas jurídicas [>ara violarlas con mayor 
ó menor disimulo. 

No faltan por cierto en nuestros días ejemplos 
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de atentados á los deberes de la neutralidad^ co- 
metidos por algunas potencias en favor de otras 
á las cuales se hallaban vinculadas por razones de 
carácter político. Durante el conflicto ruso-japonés, 
Inglaterra y Francia no tuvieron escrúpulos en fa- 
vorecer, cuando les fué posible, la causa de cada 
uno de sus aliados, Rusia y Japón, ya ofreciendo 
asilo excesivo en sus puertos á las naves de guerra 
beligerantes, ya permitiendo exportaciones ocultas 
de carbón ó de pertrechos de guerra. 

La diplomacia tiene los medios de disfrazar estas 
violaciones á los derechos de la neutralidad ; sin 
embargo, cada uno de los casos ocurridos, cuyo 
estudio haremos más adelante, ha provocado pro- 
testas documentadas en notas de cancillería, que 
nos servirán para corroborar la fuerza imperativa 
de los mismos principios violados. 

Podemos, pues, con toda libertad, prescindir de 
las divisiones de la neutralidad hechas por los au- 
tores antiguos Hubner, Martens, Kluber, GejQFcken, 
Hautefeuille, el mismo Calvo, y muchos otros, 
que la clasifican en completa ó limitada, general ó 
parcial, perfecta ó imperfecta, ó que admiten cali- 
ficaciones que disminuyen el aspecto absoluto de 
su concepto jurídico. Hoy día la neutralidad, si 
bien es un conjunto de normas de derecho, es al 
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nos juristas (i), y es ocioso repetir lo que ellos 
nos dicen. En cambio, no es frecuente encontrar, 
á falta de una filosofía de la neutralidad, una in- 
terpretación sociológica de sus principios. Hemos 
intentado hacerla, reduciendo á dos conceptos 
generales positivos todo lo que á esta materia se 
refiere. 

No hay razón alguna que impida ensayar para 
el Derecho de Gentes la aplicación de un método 
equivalente á los que utilizan contemporáneamente 
los estudios del derecho penal y civil, de la econo- 
mía política y de otras ramas de las ciencias socia- 
les. Parece evidente que una ciencia destinada á 
interpretar la práctica de las relaciones entre las 
naciones no puede prescindir de la guerra, fenó- 
meno frecuente y lícito, estudiado por el derecho 
y narrado por la historia, y cuya importancia en la 
vida internacional es siempre enorme, á pesar de 
las bien intencionadas tentativas del pacifismo. La 
guerra, pues, tiene su sitio indicado en el estudio 
de cada uno de los conceptos jurídicos que forman 
el Derecho de Gentes. 

El jurista, el diplomático y el estadista, no 
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chille, etc., etc. 
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pueden prescindir de la idea de la guerra, que 
es parte integrante de la misión pública que res- 
pectivamente desempeñan. Y refiriéndonos úni- 
camente á la ciencia del Derecho Internacional, 
no es exagerado afirmar que la guerra se hace 
presente en cada uno de sus capítulos, impo- 
niendo al estudioso la necesidad de tomarla en 
consideración, no sólo para el examen é interpreta- 
ción de cada uno de los principios jurídicos, sino 
especialmente para el descubrimiento de su forma- 
ción y desarrollo. 

Ahora bien, la guerra es en la vida de las nacio- 
nes un fenómeno que, analizado filosóficamente, 
se reduce en último término á la idea de fuerza. 
Si recordamos que la historia nos enseña que la po- 
lítica internacional se funda en los intereses econó- 
micos por una parte, y por otra en la potencia mi- 
litar, tendremos razón para aplicar estas dos mis- 
mas ideas al estudio del Derecho Internacional, que 
es en rigor un equivalente perfecto, dentro del 
mundo de la ciencia, de lo que en el mundo de los 
hechos es la política internacional. 

La neutralidad es pues susceptible de ser estu- 
diada en la forma que indicamos. Hemos anticipa- 
do las conclusiones de este estudio ; y reiterando 
lo dicho, podemos afirmar que la neutralidad, con- 
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13. El Congreso deViena de 181 5 encontró natu- 
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raímente colocado al Reino de los Países Bajos en 
una situación que lo hacia susceptible de desem- 
peñar las mismas funciones de zona neutra, entre 
Francia y Alemania. No se preocupó pues de neu- 
tralizarlo, como á la Suiza ; pero cuando en 183 1 
los Países Bajos se subdívidieron violentamente en 
dos naciones, naciendo á la vida internacional el 
Reino de Bélgica, las grandes potencias considera- 
ron necesario imponer al nuevo Estado la obliga- 
ción, colectivamente pactada, de conservarse per- 
petuamente neutro. 

En 1870, estallada la guerra entre Francia y 
Prusia, las cancillerías europeas abrigaron se- 
rios temores de ver violada esa independencia, 
dada la situación geográñca de Bélgica, que ha 
servido en todo tiempo de campo de batalla en 
las guerras entre sus vecinos. Con el propó- 
sito de evitarlo, convinieron Inglaterra, Francia y 
Prusia en respetar mutuamente esa neutralidad, 
y afianzar por la fuerza, en caso necesario, su con- 
servación si otra potencia pretendiera desconocer- 
la. Es justo añadir que Bélgica confia actualmente 
más en sus propias fuerzas, que en la garantía in- 
ternacional, para defender su propia neutralidad, 
habiendo colocado su pequeño territorio en condi- 
ciones militares suficientes para ese objeto. 
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El Gran Ducado de Luxemburgo se encuentra en 
una posición análoga. En 1867, en una Conferen- 
cia reunida en Londres, ese pequeño Estado fué 
declarado perpetuamente neutro bajo la garantía 
de Austria, Francia, Gran Bretaña, Prusia y Rusia. 
Sin embargo, la neutralidad del Luxemburgo di- 
fiere de la de Bélgica en que la principal de las obli- 
gaciones que esta situación le impone, consiste 
en permanecer desarmado, sin tener derecho para 
mantener ejércitos ó para fortificar en modo algu- 
no su territorio. En 1870, ambos beligerantes se 
acusaron mutuamente de haber violado la neutra- 
lidad del Gran Ducado : con este motivo, nuevas 
negociaciones volvieron á abrirse en Londres, con- 
viniendo las potencias que habían intervenido en 
los pactos anteriores relativos al Luxemburgo, en 
dar una garantía colectiva para la conservación de 
su neutralidad. 

Otras regiones del globo se encuentran someti- 
das á un régimen más ó menos análogo ; las Islas 
Jónicas fueron neutralizadas por dos tratados fir- 
mados en 1863 y 1864, estableciéndose como con- 
dición de esa neutralidad la obligación de mante- 
nerlas en perpetuo desarme. En la misma situación 
se encuentran las Islas de Aland en el Golfo de Fin- 
landia. El Congreso de París de 1856 estableció que 
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ese archipiélago permanecería en poder de Rusia, 
con la condición de no ser fortificado ni de poderse 
mantener en él establecimientos militares ó nava- 
les. Sin embargo, varias veces, y especialmente en 
1906, ha tomado Rusia medidas que afectan en 
mayor ó menor escala esta situación. Debe decirse 
que las islas de Aland están sometidas á una sim- 
ple servidumbre, puesto que tal cosa y no otra es 
la obligación de desarme. 

Otra región sometida á un régimen análogo es la 
cuenca del Congo. La conferencia de Berlín de 1885 
estableció la libertad de esta comarca para el co- 
mercio universal, obligándose las potencias signa • 
tarias de la Convención á respetarla. Es sabido 
que el Estado del Congo fué colocado bajo la sobe- 
rania del Rey de Bélgica, estando por consiguiente 
vinculado en forma tal á esta última potencia, que 
una situación de guerra en la cual fuera parte Bél- 
gica no podría menos que envolver al Estado libre 
afncano. Sabemos que Bélgica es un Estado per- 
petuamente neutro ; esto aleja la posibilidad de 
conflictos en los cuales pudiera arrastrar al Congo. 
Sin embargo, las potencias reunidas en Ber- 
lín no han tenido intención de crear para el 
Congo una neutralización análoga á la de Suiza y 
Bélgica ; por el contrario, varias de las cláusulas 
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del acta general de Berlín afirman que esa neutra- 
lización es puramente facultativa, pudiendo tanto 
el Estado soberano del Congo como los países que 
ejercen dominio ó protectorado en las comarcas 
vecinas, conservar ó destruir esa neutralidad en 
caso de guerra. En realidad, para su misma exis- 
tencia, la neutralidad debe ser pactada especial > 
mente, cada vez que un conflicto internacional vi- 
niera á estallar entre algunas de las potencias 
interesadas en las regiones occidentales del Conti- 
nente Africano. 

14. Una de las formas de neutralización de terri- 
torios consiste en establecer á ambos lados de las 
fronteras, una zona de mayor ó menor extensión, 
que los estados limítrofes convienen en considerar 
como neutra, comprometiéndose á no mantener 
tropas ó construir fortificaciones, caminos y otras 
obras públicas en ellas. En ciertos casos, estas zo- 
nas paragolpes^ tampons como dicen los franceses, ó 
buffer según los ingleses (i), son despobladas con- 
vencional mente, prohibiendo en su perímetro has- 
ta el pastoreo de los rebaños. 

Algunas naciones europeas han recurrido á este 

.' I ] Barclay y otros. 
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medio para asegurar la tranquilidad de sus fronte- 
ras coloniales. Citanse las zonas neutras existentes 
entre la Cochinchina francesa y el Cambodge, en- 
tre la posesión española de Melilla y Marruecos, y 
en ciertas regiones de la India inglesa. El ejemplo 
más evidente es el de la zona de treinta kilómetros 
establecida de común acuerdo entre Suecia y No- 
ruega en 1905, cuando estas naciones decidieron 
romper los vínculos que las unían. En esta faja in- 
termedia han sido desmanteladas las fortalezas, 
prohibida la construcción de otras nuevas, y reti- 
radas las tropas de uno y otro país. 

Puede adoptarse un régimen análogo para las 
aguas limítrofes entre los Estados. En 1817 convi- 
nieron Inglaterra y Estados Unidos de Norte Amé- 
rica en desarmar las fortalezas construidas en las 
costas de los lagos y ríos que sirven de límite entre 
esta última nación y el Canadá, reduciendo ade- 
más las fuerzas navales que podrán mantener en 
sus aguas, hasta el punto de hacer prácticamente 
imposible un conflicto. Esta última circunstancia 
equivale en realidad á una verdadera neutrali- 
zación. 

1$. No hay mejor ejemplo, para el estudio de la 
neutralidad perpetua, que la situación á la cual se 



- 50 - 

intentó someter á la República Oriental del Uru- 
guay en cierto momento de la historia de los paí- 
ses ribereños del Plata y sus afluentes. No es 
necesario recordar aquí los antecedentes ni las 
alternativas de nuestros conflictos, acaso hereda- 
dos de España y Portugal, que tantas veces lucha- 
ron por sus colonias en la margen oriental del 
Uruguay. La emancipación de las colonias espa- 
ñolas y la proclamación de la independencia bra- 
silera no disminuyeron, puede decirse, ni las 
causas ni los sentimientos colectivos de esos anti- 
guos antagonismos. 

La ocupación del territorio uruguayo por el 
Brasil, á principios del siglo pasado, provocó, 
como era natural, una guerra entre las poten- 
cias que habian recibido de sus mayores los 
mismos intereses políticos y económicos sobre 
estas regiones. Involucrada la actual República 
del Uruguay dentro del Imperio Brasilero, con el 
nombre de Provincia Cisplatina, las Provincias 
Unidas del Río de la Plata vieron realizado por fin 
el peligro previsto y evitado durante un siglo por 
la monarquía española. 

La batalla de Ituizangó, aunque cubriendo 
de gloria á nuestras armas, no resolvió el pro- 
blema. Las condiciones de política interna im- 
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perantes en 1828 hicieron malograr las ven- 
tajas que hubiéramos conseguido como conse- 
cuencia del triunfo. Fué necesario transportar 
desde el campo de batalla á las negociaciones 
diplomáticas la discusión de esos graves intereses. 
Nadie ignora las incidencias de los convenios que 
en dos oportunidades fueron pactados entre los 
beligerantes. Como no es ésta la oportunidad de 
hacer la historia de estos acontecimientos, basta 
recordar que en la Convención preliminar de paz, 
firmada en 1828 por los enviados argentinos Bal- 
caree y Guido con la cancillería brasilera, se esta- 
bleció la independencia del Uruguay, obligándose 
las partes contratantes á defender su integridad 
territorial. 

En esta forma, la República del Uruguay 
adquiría una situación internacional nueva, cons- 
tituyéndose, á modo de una Bélgica ó de una 
Suiza, en límite insalvable entre las fronteras de 
sus dos vecinos. El nacimiento de la independen- 
cia uruguaya estaba afectado por algunas limita- 
ciones ; los firmantes del tratado se reservaron el 
derecho de intervenir no solamente en la forma- 
ción de la Carta Constitucional del nuevo Estado, 
sino también en sus contiendas internas, asu- 
miendo un carácter de protectores del orden, que 
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guayos. Soa conocidos los diversos coavenios so- 
bre subsidios ó sobre protección militar, celebra- 
dos entre los diversos gobiernos uru^uavos v los 
diplomáticos brasileros. Xo seria justo olvidar 
tampoco que las estrechas afinidades entre los 
partidos políticos argentinos y uruguayos, vincu- 
laron repetidas Teces á una y otra nación en los 
conflictos sangrientos que las desgarraban. Du- 
rante buena parte del gobierno del General Rosas, 
no existió diferencia alguna entre las causas poli- 
ticas de una y otra margen del Plata, y unitarios 
y federales, blancos y colorados, luchaban in- 
distintamente en uno y otro país en defensa de 
intereses que les eran comunes. 

No permaneció ajeno por cierto el Imperio del 
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Brasil á esta larga serie de guerra civiles. Antes 
bien, su influencia progresivamente aumentada 
llegó en cierto momento á provocar la formación 
de la alianza que habría de echar por tierra en Ca- 
seros al gobernante argentino. La presencia del 
Brasil en este último acontecimiento vino á asegu- 
rar el derecho del Imperio para participar, no 
solamente en la pacificación de las regiones del 
Plata, sino también en la reorganización constitu- 
cional de las dos repúblicas ; y es notorio el interés 
efectivo que tomó el Brasil en la división del terri- 
torio argentino, producida al recuperar en cierto 
momento la provincia de Buenos Aires toda la 
extensión de su soberanía, delegada hasta enton- 
ces en la Confederación. 

El gobierno del Paraná, inmediatamente de 
constituido, asumió la representación exterior de 
nuestra patria, iniciando precipitadamente una 
política internacional categóricamente antagónica 
con la mantenida hasta entonces por el general 
Rosas. Una desús primeras manifestaciones di- 
plomáticas fué la de complacer en todas formas al 
Imperio, con cuyo concurso contaba para el de- 
senvolvimiento ulterior del conflicto con la pro- 
vincia disidente : al reconocimiento de la indepen- 
dencia del Paraguay, y á los pactos de libre 
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navegación de los ríos argentinos, siguió en 1856 
un Tratado de paz, amistad y comercio con el Bra- 
sil, en el cual, entre otras estipulaciones que en su 
oportunidad estudiaremos, se establecía la confir- 
mación y ratificación de la Convención preliminar 
de 1828, en cuanto se refería á la independencia é 
integridad de la República del Uruguay. 

Esta Convención preliminar, como su propio 
nombre lo indica, debía ser completada ulterior- 
mente por un tratado destinado á regularizar defi- 
nitivamente los problemas que dieron origen ala 
guerra, y que no habían desaparecido por cierto 
después de la caída de Rosas. Con este objeto, fir» 
móse en 1859 un Tratado conjunto entre la Repúbli- 
ca Argentina, la del Uruguay y el Imperio del Brasil, 
pacto que aunque no tiene importancia política 
por no haber sido ratificado, es para nosotros un 
precioso documento, utilizable en el estudio doc- 
trinario de la neutralidad, ya que en él se aplica 
esta situación jurídica en una forma completa y 
perfecta. No hay en los anales del Derecho de 
Gentes un caso de neutralidad mejor planteado y 
reglamentado que el presente, y en él encontrare- 
mos todas y cada una de las características de la 
situación internacional que estudiamos. 

El propósito de los contratantes fué la creación 
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de un Estado limítrofe neutro, á semejanza de 
Suiza y Bélgica, destinado á evitar conflictos ulte- 
riores entre la República Argentina y el Brasil. Lx)s 
propios términos del Tratado reconocen que sería 
éste el único modo de remover las causas de la 
guerra sobre la posesión del territorio uruguayo, 
y de dotar á la Confederación y al Brasil de una 
frontera pacifica y amiga. Con este objeto, se ra- 
tificó solemnemente la independencia é inviolabi- 
lidad del Uruguay, previéndose especialmente el 
caso de su incorporación al Brasil, á la República 
Argentina ó á cualquiera otra potencia, y esta- 
bleciéndose al mismo tiempo la obligación para la 
República Oriental de no disminuir en forma 
alguna ni bajo ningún pretexto su propio te- 
rritorio. En esta forma, quedó perpetuamente 
neutralizada la República del Uruguay, y reglamen- 
tada su situación al imponérsele el deber de no con- 
traer alianza política ni contrato alguno, del que 
pudiera resultar la obligación de suministrar auxi- 
lios de guerra en favor ó en contra de cualquiera 
de las otras dos potencias contratantes. Conjun- 
tamente, se comprometían la Argentina y el Bra- 
sil, en caso de guerra entre ellas, á considerar 
inviolablemente cerrado el territorio de la Repú- 
blica neutra para sus fuerzas beligerantes. 
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La falta de ratiñcación de este tratado ha impe- 
dido la realización de los propósitos que se tuvie- 
ron al pactarlo, y hoy día es la República del Uru- 
guay un Estado absolutamente soberano, apto 
para ejercer sin restricciones todas las prerroga- 
tivas propias de la más completa autonomía, y 
especialmente, aquellas que se intentó evitar en 
el tratado de 1859. Puede pues el Uruguay vin- 
cularse á cualquier conflicto de guerra entre sus 
vecinos, y participar en la lucha aliada á cualquiera 
de ellos, en caso de no desear mantener su propia 
neutralidad. Pero para iluminar con un ejemplo 
práctico las doctrinas jurídicas de la neutralidad 
perpetua, ninguno es tan claro y completo como 
la tentativa hecha en el Tratado mencionado. 

16. No son escasos los ejemplos de neutralización 
parcial y temporaria de territorios ó aguas, situa- 
ción jurídica semejante á la de neutralidad perpe- 
tua que acabamos de examinar. La neutralización se 
caracteriza por ser una neutralidad estrictamente 
limitada á partes relativamente pequeñas de un te- 
rritorio, ó á regiones acuáticas sometidas general- 
mente á la soberanía de varias potencias, ó sujetas 
al ejercicio del derecho de libre navegación por 
todas las banderas. 
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La neutralización parcial de territorios en un 
recurso del cual se han valido en algunas oportu- 
nidades las potencias interesadas directamente en 
una guerra, con el propósito de reconcentrar los 
actos de beligerancia en un territorio pequeño, y 
de substraer en esta forma la mayor parte de cada 
país beligerante á las devastaciones inherentes á 
la guerra. Esta neutralización es por su propia 
naturaleza temporaria, y dura solamente el tiempo 
en que se mantiene vivo el conflicto. Consiste sen- 
cillamente en fijar limites al teatro de la guerra ; 
concluida esta, recuperan los territorios neutrali- 
zados toda la integridad de su situación natural. 

Dos ejemplos de neutralización parcial han ocu- 
rrido durante el siglo xix. La guerra de 1859, 9^^ 
tuvo por campo de batalla una parte de lapenisula 
italiana, dio oportunidad á los beligerantes para 
alejar convencionalmente las operaciones militares 
de los territorios que formaban el dominio tempo- 
ral del Papa, quedando en esta forma neutraliza- 
dos, á los efectos del conflicto. Idéntica cosa acon- 
teció durante la guerra de 1863 entre Prusia y 
Dinamarca, cuyos actos de beligerancia fueron, 
por común acuerdo de ambas potencias, limitados 
á un campo reducido y geográficamente deter- 
minado. 
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17. El caso más frecuente de neutralización es la 
que se aplica á ciertas regiones marítimas, some- 
tidas á este régimen por las necesidades de carác- 
ter político derivadas de su propia posición geográ- 
fica. El ejemplo más conocido es el del Mar Negro, 
cuya situación ha dado origen, desde tiempos an- 
tiguos, á importantes negociaciones políticas y á 
abundantes disertaciones doctrinarias. 

El Mar Negro, á pesar de su amplitud, no ha 
estado siempre sometido á la libertad propia de 
las grandes extensiones acuáticas. El Imperio Oto- 
mano, que en cierto momento histórico fué so- 
berano de todas sus costas, dominando al mismo 
tiempo el único canal de entrada desde el Medi- 
terráneo, se ha manifestado en toda época deci- 
dido á conservar los derechos exclusivos que 
esta situación le confería . Cuando el Mar Negro 
era un simple lago interior de la Turquía, las 
pretensiones de ésta potencia estaban perfecta- 
mente justificadas ; pero en el siglo xvii los avan- 
ces sucesivos de Rusia hacia el mediodía vinie- 
ron á modificar el derecho en que se apoyaba la 
situación política de estos mares interiores. Desde 
el momento en que Pedro el Grande se apoderó 
de Azof, la soberanía sobre las costas de ese 
conjunto de aguas dejó de ser única, y diver- 
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sas negociaciones y tratados efectuados durante 
más de un siglo enseñan la larga serie de esfuer- 
zos hechos por Rusia para adquirir la parte que 
naturalmente le correspondía, no sólo en las mis- 
mas aguas del Mar Negro, sino en el derecho de 
tránsito por los canales que permiten su acceso. 

En 1833, obtuvo Rusia el libre paso por el Bos- 
foro y los Dardanelos para sus naves de guerra. 
Pero como esta concesión modificaba substan- 
cialmente el principio político unánimemente acep- 
tado, de que el tránsito por esos canales era vedado 
para todas las naves de guerra, excepto las propias 
de la potencia ribereña, las naciones europeas, es- 
pecialmente Austria, Francia, Gran Bretaña y Pru- 
sia, intervinieron en los convenios celebrados entre 
Rusia y Turquía, con el propósito ya de obtener 
para todas el privilegio concedido solo á una, ya 
de fortalecer nuevamente la clausura antigua. Esta 
última equivalía, en realidad, á afianzar la existen- 
cia misma del Imperio Otomano, alejando la po- 
sibilidad de que las escuadras europeas pudie- 
ran influenciar sus destinos con su presencia cer- 
cana. 

Con éste propósito, firmóse en Londres en 184 1 la 
Convención llamada de los Estrechos, en la cual se 
reconocía el derecho de Turquía para cerrar el paso 
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del Bosforo v de los Dardanelos á toda naTe de 
guerra^ y se comprometían las potencias europeas 
á respetarlo. Una consecuencia natural de la neu- 
tralización de e^tos canales debía ser, necesaria- 
mente, la neutralización del mar al cual conducen. 
En efecto, en 1856, después de \a guerra que tuvo 
por teatro precisamente las regiones de que habla- 
mos, el tratado de París, que vinoá restablecer la 
paz alterada, estableció para el Mar Negro la pro- 
hibición de ser navegado por naves de guerra^ ni 
aun por las pertenecientes á las potencias ribere- 
ñas Esta neutralización categórica fué corroborada 
imponiendo á Rusia la obligación de no mantener 
en sus costas arsenales militares, con lo cual se 
privaba al Imperio Moscovita del ejercicio de un 
derecho natural, y se establecía por consiguiente, 
junto con la neutralización de las aguas, el desar- 
me del territorio que bañan. 

Esta situación, que conátituye en realidad una 
verdadera servidumbre, no podía ser aceptada in- 
definidamente por Rusia. Aprovechando la cir- 
cunstancia de que en 1870 las potencias europeas 
se hallaban interesadas directa ó indirectamente 
en la guerra entre Francia y Prusia, dirigió Rusia 
á los Estados signatarios de la Convención de los 
Estrechos una nota en la cual, invocando argu- 
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mentos políticos y jurídicos, anunciaba su intención 
de considerarla caduca. 

Fuera ésta la oportunidad para un estudio so- 
mero de la luerza compulsoria de los pactos in- 
ternacionales, y del derecho de su abrogación 
unilateral ó denuncia (i). A pesar de que el prin- 
cipio fundamental de la nota rusa fué discutido 
por las otras potencias, proclamándose en forma 
diplomática el principio de la fuerza obligatoria 
de todo pacto internacional, la política, más po- 
derosa en ciertos casos que los principios del de- 
recho, impuso la sanción de una nueva Conven- 
ción relativa al régimen del Mar Negro. El tratado 
firmado en Londres en 187 1 vino á abrogar lo con- 
venido en 1856, devolviendo al Mar Negro parte de 
su régimen natural, y á Rusia el derecho de man- 
tener escuadras en sus aguas y establecimientos 
de defensa en sus costas. Sin embargo, se mantuvo 
íntegra la clausura de los estrechos que lo ligan 
con el Mediterráneo, aunque reservando á la Puerta 
la facultad de conceder en casos especiales, el per- 
miso de tránsito pacífico á las naves de guerra de 



[i] Hemos examinado el caso detenidamente en una Me- 
moria presentada á la Academia de la Facultad de Derecho : 
Denuncia de Tratados, 1 vol. in-8*, 1905. 
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otras potencias. Esta situación internacional expli- 
ca por qué se mantuvo encerrada en el Mar Negro 
una parte de las fuerzas navales de Rusia, que se 
vio impedida de hacerlas cooperar á las operacio- 
nes de la guerra reciente con el Japón. 

i8. Los otros casos de neutralización de aguas se 
refieren todos á canales ó estrechos, destinados á 
comunicar mares libres, y señalados por su propia 
posición para servir de derrotero habitual al co- 
mercio de todas las naciones. Las necesidades eco- 
nómicas han obligado á las potencias á substraer las 
vías de agua, frecuentadas por el tráfico universal, 
á las contingencias de un conflicto guerrero, que 
vendría por el solo hecho de estallar, á cerrar el 
camino del intercambio. Con éste propósito, el 
Canal de Suez y el futuro canal de Panamá es- 
tán regidos por disposiciones internacionales que 
los colocan en un estado de perfecta neutrali- 
zación. 

El cana! de Suez ha sido cortado en territorio per- 
teneciente á una sola potencia, el Egipto. Desde el 
momento en que fué entregado al uso del comercio, 
consideróse tácitamente la necesidad de evitar toda 
operación militar en sus aguas y en sus puertos de 
entrada y salida. Aun cuando no existían tratados 
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que lo establecieran, manifestó Rusia en 1877 su 
intención de no hacer uso de sus derechos de beli- 
gerantes en el canal de Suez, durante el transcurso 
de la guerra que en esa época mantenía con el Im- 
perio Otomano. 

La sola posibilidad de que en casos análogos otras 
potencias no siguieran la misma conducta, obligó 
á las naciones interesadas en el tráfico libre por el 
canal á ñrmar en 1886 el Tratado de Constantino- 
pla, en el cual quedaron fijadas á perpetuidad las 
condiciones de su neutralización. El principio fun- 
damental de su libre navegación, en todo tiempo y 
por toda clase de barcos, fué corroborado por el es- 
tablecimiento de una situación jurídica perfecta- 
mente análoga á la de la neutralidad perpetua, 
que anteriormente hemos estudiado. En esta forma, 
es imposible ejercitar acto alguno de beligerancia, 
no sólo dentro de las aguas mismas del canal, sino 
hasta dentro de un radio de tres millas marítimas 
de los puertos de entrada y salida. Concédese á las 
naves de guerra la facultad de aprovisionarse den- 
tro del canal, siempre que lo hagan hasta el limite 
estricto fijado para este caso por los principios gene- 
rales del Derecho de Gentes. Fué declarado lícito, 
por consiguiente, el tránsito y estacionamiento de 
las naves de guerra, aunque reduciendo este últi- 
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mo al lapso máximo de 24 horas, salvo casos de 
fuerza mayor. 

Otras disposiciones del Tratado de Constantino- 
pla impusieron para todas las potencias la obliga- 
ción de no servirse del canal ni de sus costas para 
efectuar actos que pudieran en forma alguna bene- 
ficiar su situación de beligerantes, tales como em- 
barcar tropas ó material de guerra; y por fin, con 
el propósito de evitar la influencia militar de algu- 
nas naciones, se prohibió, aun en tiempo de paz, el 
establecimiento de naves de guerra en las aguas 
neutrales (i). 

19. El futuro canal de Panamá estará sometido 
á una neutralización idéntica á la que se acaba de 
explicar. La construcción del canal de Panamá, 
cuya apresurada realización será un hecho dentro 
de poco tiempo, fué siempre considerada no sola- 
mente como un enorme beneficio para la navega- 
ción universal, sino como una obra de efectivo in- 
terés político para los Estados Unidos de Norte 
América, puesto que la mera existencia del canal 



í I ) Veremos, en el capitulo IV, que las Convenciones de 
1 .a Haya sobre neutralidad han repetido muchas de las dis- 
posiciones del Tratado de Constantinopla. 
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vendrá á multiplicar la fuerza naval de esta nación. 
Es pues muy explicable el deseo siempre manifes- 
tado por los estadistas norteamericanos, de que 
esta magna obra fuese sometida á la influencia di- 
recta, ó si fuera posible, al dominio indiscutido de 
su soberanía. 

La república norteamericana, desde mediados 
del siglo pasado, trató de asegurarse mediante 
pactos internacionales este privilegio. En 1850, 
el tratado Clayton-Bulwer, celebrado con la Gran 
Bretaña, establecía una perfecta equivalencia en 
los derechos ó intereses que las dos potencias 
pudieran tener en el futuro canal y regiones circun- 
vencinas. Al mismo tiempo, las naciones contra- 
tantes convinieron en mantener el canal en estado 
de desarme, prohibiéndose reciprocamente la cons- 
trucción de fortificaciones ó defensas en sus costas, 
y conviniendo para el caso de guerra entre ellas, 
que el tránsito de sus buques no se vería coartado 
por bloqueos ú otros actos de beligerancia. En ese 
mismo documento, Gran Bretaña y Estados Unidos 
anunciaban conjuntamente su intención deproteger 
el canal contra la ocupación de otras potencias, ga- 
rantiendo simultáneamente su neutralidad y la se- 
guridad de su navegación. 

Este tratado no satisfacía sino en parte las pre- 
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tensiones de los Estados Unidos, que en esa forma 
compartían con una potencia europea sus derecbos 
sobre el canal, tan directamente relacionado con 
su vida política y militar. La denuncia del tratado 
fué contemplada por los hombres de estado norte- 
americanos durante medio siglo: y cuando pudo 
vislumbrársela posibilidad de llevar acabo la obra 
proyectada, se apresuraron á exigir de la Gran Bre- 
taña la adopción de un nuevo convenio que viniera 
á modificar substancialmente la situación creada» 
Así se hizo, en efecto, en 190 1, firmándose el trata- 
do Hay-Pauncefote, que atribuyó á los Estados 
Unidos el derecho de reglamentar y administrar ex- 
clusivamente el canal, cuya construcción había sido 
confiada en esa época á sus auspicios, autorizando 
al mismo tiempo á la república norteamericana 
para mantener cerca de la obra las fuerzas milita- 
res suficientes para ese propósito. Corroboraron las 
potencias contratantes su intención de mantener 
el futuro canal bajo un régimen de neutralidad, que 
lo hiciera apto para el libre comercio de todas las 
banderas, y con este objeto, adoptaron y aplicaron 
á Panamá las mismas reglas de neutralización san- 
cionadas para Suez por el tratado de Constantino- 
pía. 
La neutralidad del canal de Panamá está pues 
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hoy regida por un convenio puramente bilateral, 
lo cual permite suponer la posibilidad de que ese 
régimen sea destruido por un acto jurídico análo- 
go al que lo creó. Las potencias que no han inter- 
venido en los tratados relativos á Panamá no tienen 
mayor seguridad para el libre tráfico de sus naves, 
que el que quieran asegurarles los Estados Unidos 
y la Gran Bretaña; esta circunstancia califica la neu- 
tralización del canal centroamericano de un modo 
diverso á la del canal de Suez, y permite á quien 
estudia las normas juridicas que rigen estas situa- 
ciones, considerar la poca eficacia de un régimen 
cuya conservación depende únicamente de la vo- 
luntad de dos potencias. 

Es necesario, además, tener presente que la situa- 
ción preponderante asegurada para los Estados 
Unidos en el tratado mencionado ha sido conside- 
rablemente aumentada por otros pactos celebra- 
dos entre esa nación y la joven República de Pana- 
má. Es lícito decir hoy que el futuro canal recorrerá 
territorios sometidos á la soberanía de los Estados 
Unidos; en efecto, la República de Panamá ha con- 
cedido á esta nación una zona de tierra de diez 
kilómetros de ancho, extendida á lo largo de cada 
una de las riberas del canal ; y aun cuando no se 
dice expresamente que esta cesión haya transfe- 
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rido la soberanía del territorio á los Estados Uni- 
dos, es evidente que las prerrogativas que ésta 
última potencia obtiene equivalen en realidad á este 
resultado. Ha quedado facultada la república nor- 
teamericana para ejercitar en esas regiones todos 
los actos de gobierno, administración, justicia y 
policía, adquiriendo autoridad é imperio para prac- 
ticarlos, y el derecho de usar la fuerza para im- 
ponerlos. Como esta concesión es perpetua, esta- 
mos en presencia, sin duda alguna, de una cesión 
de territorio, disfrazada bajo la apariencia de una 
concesión de carácter industrial. 

20. Nos interesa de cerca examinar el régimen 
jurídico del estrecho de Magallanes, considerado 
por algunos autores como sometido á una neutra- 
lidad parecida á las anteriormente mencionadas. 
La diferencia con esos casos es sin embargo eviden- 
te, ya que el Estrecho no ha sido reglamentado si- 
no por un pacto internacional puramente bilateral. 
Aunque todas las potencias del mundo están inte- 
resadas en su navegación libre, sólo dos de ellas, la 
República Argentina y Chile, tienen derecho sobre 
sus costas y aguas, y por consiguiente son las 
únicas calificadas para reglamentarlo. 

Si bien el derecho de las dos naciones es equi- 
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valente, sus intereses en esas regiones no lo son, 
puesto que la extensión de las costas chilenas 
sobre el canal es considerablemente mayor que 
la de las argentinas. En efecto, de acuerdo con 
el Tratado de límites de 1881, solamente nueve 
kilómetros de la costa septentrional están someti- 
dos á nuestra soberanía. Este mismo Tratado, al 
definir las fronteras entre ambos países, estableció 
para el estrecho la siguiente disposición : " El estre- 
cho de Magallanes queda neutralizado á perpetui- 
dad y asegurada su libre navegación para las ban- 
deras de todas las naciones. En el interés de 
asegurar esta libertad y neutralidad, no se cons- 
truirán en las costas fortificaciones ni defensas mi- 
litares que puedan contrariar este propósito. " 

Esta disposición es susceptible de diversas 
observaciones, que pueden condensarse somera- 
mente como sigue : i^ era ocioso proclamar la li- 
bre navegación de un estrecho que por su propio 
carácter es libre; 2^ la neutralidad establecida 
carece de un elemento esencial de esta institución 
jurídica, que es el consenso de otras naciones; 
30 por consiguiente, esta neutralidad se refiere 
solamente al caso de una guerra entre las poten- 
cias contratantes ; 4*» el desarme establecido es 
una simple servidumbre pasiva impuesta por igual 
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á ambas potencias, y tiene el gran inconveniente 
de no referirse sino á las costas mismas del estre- 
cho, manteniendo integro el derecho de cada 
una para establecer defensas dentro de sus aguas, 
6 en las costas de ios numerosos golfos, ba- 
hías, ó senos que si bien desembocan en el es- 
trecho, no forman parte integrante de su definición 
geográfica. Aunque sometido á una situación in- 
ternacional especialísima, podemos afirmar que el 
estrecho de Magallanes no constituye un ejemplo 
del régimen jurídico de la neutralidad que estamos 
estudiando. 

21. Es frecuente oir hablar de la neutralización 
de la isla de Martín García. Colocada en el punto 
de confluencia de los ríos Uruguay y Paraná con el 
de la Plata, esa isla tiene para nosotros una impor- 
tancia capital, puesto que su misma situación la 
convierte en la llave de la navegación del gran sis- 
tema hidrográfico sudamericano. Es necesario pues 
detenernos á investigar cuál es su situación jurídi- 
ca, ya que su pretendida neutralización puede 
afectar, en ciertas circunstancias, algunos de nues- 
tros intereses políticos más graves. 

No es oportuno recordar que la soberanía de Mar- 
tín García ha sido discutida por algunos publicis- 
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tas ; cien años de posesión, á falta de otros títulos, 
bastarían para hacer que Jos derechos argentinos 
hayan adquirido la solidez y la sanción que les dan 
el tiempo transcurrido y la consagración délos he- 
chos históricos. Teatro de algunos episodios glorio- 
sos, en la crónica de nuestras guerras, Martín Gar- 
cía ha visto flotar nuestra bandera desde la eman- 
cipación ; y las ocupaciones temporarias que de ese 
territorio han hecho Inglaterra, Francia y la Repú- 
blica del Uruguay no pueden invocarse como ante- 
cedentes creadores de derechos, ya que cada vez ha 
sido restituida la Isla, en virtud de pactos solemnes, 
á su soberanía orginaria. Dejando, pues, de lado una 
discusión que es ociosa, dado que aun cuando por 
hipótesis pudieran existir dudas sobre los derechos 
argentinos, son éstos en realidad de tal importan- 
cia, que no podremos en caso alguno abdicarlos ni 
someterlos á transacciones, veamos si en realidad 
esos derechos están aminorados por un pacto de 
neutralización. 

Cada vez que un conflicto armado, interno ó in- 
ternacional, ha dado la oportunidad para hacerlo, 
han intentado algunas naciones vecinas adquirir 
derechos, ó impedir el libre ejercicio de los nues- 
tros sobre la isla ; durante las desgraciadas nego- 
ciaciones de don Manuel José García en la Corte de 



r-:»^ ^^^ pr-^>ó^:f:* réitúrz^s ¿ este ¿aso, y auo 
C'.jÁZC':. no Icf^r^trc^n arrEnzar á su á_n:in:? natural 
2¿ cociú<id¿ irla- estab>rS:>5e en la Convenjíón fir- 
mada en :*27 una cláusula :;ue oblirjaba á la Re- 
pública Argentina á n^antenerla en estado de des- 
arme. Soa not*>rias las manifestaciones de saoo 
patriotismo provocadas por este pacto, j su indig- 
nado rechazo por parte no só.o de las autoridades 
constituidas, sino de la nación en masa. Al reno- 
varse en 1828 las negociaciones para terminar la 
guerra con el Brasil, corroboróse diplomáticamen- 
te el triunfo militar de nuestras armas, mediante 
la Convención de paz que llamó á la vida indepen- 
diente á la República del Uruguay, en cuyo con- 
texto se omitió mención alguna relativa á Martin 
García . 

Durante la larga serie de nuestras luchas civiles 
permaneció la isla sometida á la ocupación sucesi- 
va de las diversas fracciones militantes, sirviendo 
frecuentemente de centro de organización para 
expediciones guerreras. Los estrechos vínculos 
mantenidos por algunos de nuestros partidos po- 
líticos ya con los partidos uruguayos, ya con las 
potencias europeas cuyos intereses las habían 
inducido á intervenir en el Río de la Plata, provo- 
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carón la presencia frecuente de fuerzas extranjeras 
en las aguas y en el suelo mismo de Martín García. 
En cuanto á Inglaterra y Francia se refiere, recor- 
daremos que la diplomacia de Rosas, celosa defen- 
sora de principios políticos que no hemos debido 
acaso abandonar, consiguió en los años de 1849 y 
1850 restituir á nuestra patria toda la integridad de 
su soberanía sobre la isla. Vemos, en efecto, que 
las Convenciones de paz firmadas con esas dos 
potencias les imponen la obligación, ejecutada pun- 
tualmente, de evacuarla y de saludar el pabellón 
déla Confederación Argentina con 21 tiros de ca- 
ñón. 

Al formarse en 185 1 la coalición entre las pro- 
vincias de Entre Rios y Corrientes, la República 
del Uruguay y el Imperio del Brasil, que derrotó 
en Caseros á las fuerzas del general Rosas, los esta- 
distas que intervinieron en sus negociaciones 
introdujeron en los pactos de alianza ciertas cláu- 
sulas que volvían á abrir la posibilidad de discu- 
siones sobre Martín García. Establecióse en efecto 
el derecho, para cualquiera de los aliados, de ocu- 
par la isla, asegurando á la escuadra brasilera el 
deber principal de protegerla, así como á sus puer- 
tos y á las aguas que la bañan. 

Este es el punto de partida, puede decirse, de 
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las ulteriores convenciones celebradas por el Go- 
bierno del Paraná en favor de intereses que no 
fueron siempre claramente nuestros. El principio 
de la libre navegación de los ríos, resistido en toda 
época por el Gobierno de Rosas, fué el pretexto 
invocado para intentar una capitis diminutio de la 
soberanía argentina sobre la isla ; y no es necesa- 
rio recordar que el Gobierno del Paraná no vaciló 
en servirse de su diplomacia para hostilizar al 
Estado de Buenos Aires, segregado en esas épo- 
cas de la comunidad nacional. En cada uno de los 
tratados celebrados por el Gobierno de la Confede- 
ración encontramos alguna cláusula que sacrifica 
impremeditadamente los intereses conjuntos de 
nuestra patria, con el solo propósito de amenguar 
á la Provincia disidente. En esta forma, eran desco- 
nocidos los intereses permanentes de la República, 
y se bacía servir esta abdicación á ciertos fines 
transitorios de política interna. 

Los tratados de libre navegación de nuestros ríos 
celebrados en 1853, contienen todos una cláusula 
por la cual las partes contratantes convienen en 
emplear su influjo para evitar que la posesión de 
dicha isla sea retenida y conservada por algún es- 
tado del Río de la Plata ó de sus confluentes, que 
no hubiera dado su adhesión al principio de la libre 
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navegación. Esta cláusula tenía un propósito direc- 
tamente hostil á Buenos Aires, yaque éste era el 
único que en aquellas épocas no hubiera prestado su 
asentimiento á la libre navegación de los ríos ; era, 
al mismo tiempo, en esa circunstancia histórica, el 
dueño de la isla, expresamente comprendida den- 
tro de los limites del Estado por su carta constitu- 
cional. Por otra parte, al insinuar la posibilidad de 
que la isla pudiera pertenecer indistintamente á 
cualquiera de los estados ribereños del Plata y su^ 
afluentes, se prestaba una adhesión tácita á la am- 
bición posible del Uruguay y del Brasil y hasta de 
la República del Paraguay, que se encuentran com- 
prendidas dentro de la enunciación conjunta hecha 
en la cláusula mencionada. 

En 1856 firmóse entre el Imperio del Brasil y el 
Gobierno del Paraná un Tratado de Amistad, cuyo 
artículo 18 dice asi : " Reconociendo las altas par- 
tes contratantes que la isla de Martín García puede 
por su posición embarazar é impedir la libre nave- 
gación de los afluentes del Río de la Plata, en que 
están interesados sus ribereños y los signatarios 
de los Tratados de julio de 1853, reconocen igual- 
mente la conveniencia de la neutralidad de la refe- 
rida isla en tiempo de guerra, ya entre los Estados 
del Plata, ya entre uno de éstos y cualquiera otra 
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potencia, en utilidad común y como garantía de la 
navegación de los referidos ríos; y por lo tanto 
acuerdan : i® oponerse por todos los medios á que 
la posesión de la isla de Martín García deje de perte- 
necer á uno de los Estados del Plata interesados en 
su libre navegación; 2® tratar de obtener de aquel 
á quien pertenezca la posesión de la mencionada 
isla, que se obligue á no servirse de ella para impe- 
dir la libre navegación de los otros ribereños y 
signatarios de los Tratados del lo de julio de 1853, 
y que consienta en la neutralización en tiempo de 
guerra, así como en que se formen en ella los esta- 
blecimientos necesarios para la seguridad de la 
navegación interior de todos los estados ribereños 
y de las naciones comprendidas en los Tratados 
de 1853'*. Esta es la cláusula en la cual se fundan 
los que aseguran que la isla de Martín García se 
encuentra neutralizada; así resulta á primera vista 
de sus términos literales. Más adelante veremos 
cómo debe interpretarse este pacto, de acuerdo con 
los principios de la ciencia jurídica. 

Ante todo, es necesario insistir en que la histo- 
ria y los acontecimientos ulteriores han venido á 
borrar esa especie de abdicación de los derechos 
argentinos, manifestada en una cláusula contrac- 
tual, que no debió en caso alguno aludir á la posi- 
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bilidad de que la isla fuera poseída por otra nación 
que aquella á la cual histórica y naturalnnente per- 
tenece. 

Los derechos argentinos fueron corroborados 
por un protocolo firmado en 1864 entre el Mi- 
nistro de Relaciones Exteriores Elizalde y el Ple- 
nipotenciario brasilero Pereira Leal ; este último 
manifestó que el Gobierno brasilero no se juz- 
gaba autorizado, en virtud de los pactos que vie- 
nen de mencionarse, para exigir del Gobierno 
argentino el desarme de la isla de Martín García, 
insistiendo sin embargo, en que los armamentos 
entonces existentes no deberían en caso alguno 
servir para obstaculizar la independencia urugua- 
ya, ni la libre navegación de los neutros, en caso 
de una guerra entre las potencias del Río de la 
Plata. 

Examinando la situación de Martín García con 
ayuda de un criterio puramente legal, resulta á 
primera vista imposible clasificar entre los casos 
de neutralización al régimen establecido por el Tra- 
tado de 1856. Por de pronto, la neutralización no 
ha sido formalmente convenida ; las potencias re- 
conocen la conveniencia de su neutralidad en tiem- 
po de guerra ; y con este propósito se comprome- 
ten á obtener del Estado al cual pertenezca, que con- 
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sienta en su neutralización, una vez estallado el 
conflicto. Para que exista, pues, dos circunstan- 
cias son necesarias : i* el nacimiento de una situa- 
ción de guerra, y 3' el consentimiento expreso de 
la República Argentina, dueña de la isla. 

El Tratado de 1856 se limita por consiguiente á 
declarar la conveniencia de llegará este resultado» 
sin establecer para Martin García un régimen de 
neutralización, que no será posible sancionar sin la 
voluntad soberana de la nación más directamente 
interesada en ese problema. En esta íorma, puede 
decirse que no existe vinculo internacional alguno 
que obligue á la República Argentina á neutralizar 
la isla; por el contrario, queda enteramente librada 
á su arbitrio la resolución que, en caso necesario, 
creará para la isla un régimen internacional como 
el que venimos estudiando. Es de notar además, 
que aun cuando asi no fuera, aun cuando se hubie- 
ra efectivamente pactado la neutralidad, esta últi- 
ma no tendría más que dos objetos claramente 
especificados, que son la libertad del tráfico 
neutral y la integridad de la República del Uru- 
guay; por consiguiente, la neutralidad en caso 
alguno habría de referirse á la imposibilidad de 
ejecutar actos de beligerancia en la isla y en las 
aguas que la bañan, siempre que estos actos no 
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violentaran uno de esos dos propósitos mencio- 
nados. 

No debemos omitir esta otra consideración : la 
isla de Martin García, considerada en todo tiempo 
como una fortaleza, es actualmente un centro mili- 
tar de relativa importancia para nuestra defensa 
nacional. Esta circunstancia significa, de acuerdo 
con el protocolo de 1864, que la neutralidad pacta- 
da para el futuro, no ha aminorado en modo algu- 
no los derechos argentinos para considerar la isla 
como un centro de actos legitimos de beligerancia^ 
siempre que fuera necesario ejecutarlos. 

Con este motivo, debe recordarse la tramitación 
de algunas negociaciones iniciadas en dos oportuni- 
dades por el Brasil, para obtener de ciertas poten- 
cias europeas una acción conjunta destinada á im- 
poner á la República Argentina el desarme de la 
isla. El fracaso de estas gestiones, aunque no trae 
consigo ningún elemento nuevo de carácter jurídico 
para el estudio de la cuestión, viene á corroborar 
con la fuerza de los hechos cuál es la verdadera 
interpretación del tratado de 1856. 

Repetimos pues que éste convenio, de efectos 
puramente problemáticos y condicionales, subor- 
dinados á la sola voluntad de la República Argen- 
tina, no puede constituir un caso de neutralización 
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análoga á los que aDteriormente hemos estudiado. 
Y por fin, para no dejar sin mención ninguna de 
las circunstancias relativas á este caso, podemos 
afirmar que el estallido de una guerra dejaría sin 
efecto cualquiera neutralidad que hipotéticamente 
se hubiera convenido, ya que el solo nacimiento 
de la guerra produciría como efecto inmediato la 
abrogación del Tratado de 1856. 

22. El análisis que hemos hecho de los diversos 
casos de neutralidad perpetua y neutralización, 
nos ha suministrado los elementos necesarios para 
establecer una generalización doctrinaria, puntua- 
lizando cada uno de los príncipios jurídicos funda- 
mentales de estas situaciones del Derecho de Gen- 
tes. Trátase, en síntesis, de una aplicación de la 
neutralidad á ciertos casos determinados, caracteri- 
zados por la existencia de pactos convencionales 
destinados á establecerla y reglamentarla. 

La neutralización de aguas y territorios consiste 
en evitar la ejecución de actos de beligerancia den- 
tro del perímetro convenido: y hemos visto en 
ciertos casos que esa neutralización se atenúa hasta 
el punto de consistir en una mera servidumbre pa- 
siva de desarme. La neutralidad perpetua, en cam- 
bio, tiene mayor importancia, y afecta fundamen- 
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talmente á las más importantes instituciones del 
Derecho Internacional. En efecto, el Estado some- 
tido á este régimen sufre una considerable dimi- 
nución en los derechos inherentes á su sobera- 
nía (i), puesto que le están vedados por una parte, 
la ejecución de actos de beligerancia, excepto los 
puramente defensivos ; y por otra, el derecho de 
negociar tratados que tengan propósitos relacio- 
nados con la guerra, tales como los de la alianza, 
subsidios ó ayuda militar. 

No son éstas las únicas restriciones impuestas 
á la soberanía de los Estados perpetuamente neu- 
tros ; hemos visto que algunos de ellos están obli- 
gados á conformar su propia legislación interna 
á las exigencias de su situación internacional. 
Así, por ejemplo, tienen algunos el deber de man- 
tener su organización militar en un grado de 
eficacia suficiente para la protección de su neu- 
tralidad ; otros, en cambio, como el Luxemburgo, 
están sometidos á un desarme completo, no pu- 
diendo mantener ni organizar fuerzas militares. 
En ciertos casos, la neutralidad perpetua impone 
verdaderas servidumbres activas ó pasivas, tales 



( 1 1 Adoptamos, modificándola parcialmente, la enumera- 
ción de esas restricciones, establecida por Hagerup. 
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como las de establecer obras de defensa en de- 
terminados puntos, ó por el contrario, las de des- 
truir las existentes en épocas anteriores, y no 
poderlas reconstruir. 

Fuera de los casos citados, la neutralidad es un 
sistema de derechos y deberes recíprocos y corre- 
lativos, que permanecen latentes durante la paz, y 
adquieren fuerza imperativa al estallar la guerra. 



CAPÍTULO III 



LAS CONVENCIONES DE LA HAYA 



Sumario : ¿3. Objeto de su estudio. — 24. Anteceden- 
tes. — 35. Método de estudio. — a 6. Dos criterios fun- 
damentales. — 37. Cinco principios generales. — 28. 
Abstención. — 29. Inviolabilidad del territorio. — 30. 
Situación del individuo. — 31. Definición del hombre 
neutral. — 32. Igualdad de los beligerantes ante las leyes 
neutras. — 33. La igual oportunidad. — 34. Imposición 
déla neutralidad. — 35. Su sanción. Nuevas doctrinas. 

23. Las nociones generales expuestas en los ca- 
pítulos anteriores nos habilitan para iniciar el exa- 
men de las Convenciones relativas á la neutralidad, 
sancionadas por la segunda Conferencia de la Paz 
reunida en La Haya en 1907. Nuestro propósito, co- 
mo ya se ha dicho, consiste en reducir á fórmulas 
estrictamente legales el conjunto de reglas prácti- 
cas establecidas en esas Convenciones. Será, pues, 
un estudio de interpretación y de generalización, 
ya que en efecto estamos en presencia de una ley 
positiva, cuyo texto, como el de todas las leyes, no 
encuadra perfectamente dentro de los sistemas doc- 
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trinarios. Las Convenciones, por ]a naturaleza de 
los propósitos que se tuvieron al debatirlas y apro- 
barlas, están colocadas al margen de la ciencia ju- 
rídica, y la misión del estudioso debe consistir 
precisamente en completar en el campo de la doc- 
trina la obra político-diplomática realizada por la 
conferencia de la Paz. 

24. La codificación de la neutralidad no es un fe- 
nómeno nuevo en el Derecho de Gentes. Existen 
estimables ensayos intentados por algunos notables 
jurisconsultos, como Bluntschli, Fiore, Kleen y 
otros. Todas estas tentativas, que representan un 
positivo mérito científico, son susceptibles de crí- 
ticas más ó menos severas, aunque es justo decir 
que es en el capítulo relativo al régimen de las na- 
ciones neutras, donde con mayor claridad y unifor- 
midad han conseguido los autores mencionados 
establecer reglas prácticas, derivadas del uso de las 
naciones, 5' abundantemente corroboradas con de- 
mostraciones de carácter doctrinario. En 1877, el 
Instituto de Derecho Internacional adoptó un pro- 
yecto de reglamentación de los deberes de los Esta- 
dos neutros, reducido únicamente á ampliar los 
principios adoptados en el Congreso de Washing- 
ton de 187 I. 
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No sería posible olvidar, entre los anteceden- 
tes de las Convenciones de la Haya, á diversas 
leyes que, aunque puramente internas, se refie- 
ren en su aplicación al sistema internacional de 
la neutralidad. En 1818 fué sancionada en los 
Estados Unidos de Norte América una ley general 
en la cual se encuentra condensada la mayoria de 
los principios relativos á los actos violatorios de la 
neutralidad, que pueden ser cometidos por los ciu- 
dadanos. Del mismo modo, en 1819 y 1870, dictá- 
ronse en Inglaterra dos leyes referentes al enrola- 
miento de sus subditos en ejércitos beligerantes, á 
la construcción, equipo y venta de barcos de gue- 
rra, y al suministro de víveres, municiones y car- 
bón á las naciones empeñadas en un conflicto. 

Forman también parte de los antecedentes que ve- 
nimos enumerando algunos tratados, celebrados 
entrediversas potencias, que mencionan, con mayor 
órnenos extensión, normas de conducta relativas á 
la neutralidad (i). El examen de cada uno de estos 
casos nos conduciría á relatar toda la historia de 
la institución jurídica que estudiamos ; seria reha- 
cer un trabajo que ha sido ya inmejorablemente 



( 1 ) Y entre estos particularmente el Tratado de Constan- 
tinopla, citado en el párrafo 18. 
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llevado á cabo Tanas veces. Nos limitaremos, pues, 
á cerrar estas someras referencias, mencionando el 
proyecto de reglamentación del r^men délas na- 
ciones neutras, redactado por lOeen, y sometido á 
la deliberación del instituto de Derecho Internacio- 
nal (i). Esta obra^ la más completa y perfeccionada 
de todas las proyectadas sobre la materia, es un 
antecedente cercano ▼ estrechamente vinculado á 
las Convenciones de La Haya, algunos de cuyos ar- 
tículos han sido posiblemente inspirados en el pro- 
yecto de Kleen. 

La misma Conferencia de la Paz, en su sesión de 
1899, inició la obra completada en 1907, agregando 
á su reglamentación de la guerra algunas cláusulas 
relativas á la internación de beligerantes y heridos 
en territorio neutro, y emitiendo el voto, realizado 
hoy, de conseguir la inclusión del tema en el pro- 
grama de una futura conferencia. 

25. Las Convenciones relativas á la neutralidad 
son dos : una aplicable á la guerra terrestre y otra 
á la marítima. 



(i) Annuaire^ tomo XXL Véase también el Reglamento 
sobre el régimen de naves de guerra en puertos neutros, 
adoptado por el Instituto, en AnnuatVe, tomo XVII. 
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No son, por cierto, una obra perfecta, ni el exa- 
men científico puede pasar por alto sus frecuentes 
lagunas. Como no ha sido la mente de los miem- 
bros de la Conferencia redactar una exposición doc- 
trinaria de los derechos y deberes de la neutralidad, 
es natural que no se hayan preocupado de organi- 
zar y ordenar el texto de las Convenciones en una 
forma impecable. Estamos en presencia de un con- 
junto de fórmulas aplicables á casos individualiza- 
dos, distribuidas con método poco riguroso, y pri- 
vadas, en muchos casos, de vínculos comunes. La 
misión del estudioso debe consistir, ante todo, en 
ordenar el conjunto de las disposiciones sanciona- 
das, y agruparlas en rededor de los principios ge- 
nerales de los cuales se derivan, supliendo al mis- 
mo tiempo sus abundantes omisiones. 

Estas lagunas provienen del propio carácter de 
la Conferencia de la Paz, y de la índole de sus tra- 
bajos. A pesar de la notoria importancia adquirida 
en el mundo de la ciencia por muchos de los dele- 
gados á esta asamblea, sus deliberaciones han es- 
tado inspiradas en motivos que no fueron siempre 
estrictamente jurídicos. El interés nacional, la con- 
ducta tradicional de algunas cancillerías, ciertos 
principios puramente políticos, han influido más 
de una vez en los debates, y obstaculizado el acuer- 
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do sobre puntos especiales, cuya reglamentación 
hubiera contribuido considerablemente al progre- 
so práctico del Derecho Internacional. Entre otros 
ejemplos, recordaremos que los legisladores de La 
Haya no han conseguido uniformar pareceres so- 
bre el bloqueo y el contrabando de guerra, mate- 
rias que permanecen todavía fuera de las leyes po- 
sitivas del Derecho de Gentes. 

Las mismas Convenciones de La Haya habrán de 
ofrecernos, al mismo tiempo, el fin y el medio de 
nuestros estudios. Al interpretarlas y glosarlas, 
encontraremos en su propio texto los elementos 
necesarios para hacerlo. Con este propósito, some- 
teremos á un examen conjunto las disposiciones de 
ambos reglamentos, y ensayaremos mediante un 
sistema de concordancias, encontrar en ellos mis- 
mos cuáles son los principios generales que han 
servido para su redacción. En esta forma obten- 
dremos el mejor instrumento para el análisis de 
toda ley : el criterio del legislador. Y de este último 
deduciremos progresivamente cada una de sus 
aplicaciones prácticas. 

Este procedimiento nos autoriza para prescindir 
de las divisiones consuetudinarias de la materia. 
La clasificación habitual de los derechos y deberes 
propios de las naciones neutras, no corresponde 
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con exactitud al régimen establecido en La Haya. 
Por otra parte, los acontecimientos históricos han 
producido casos que no encuadran siempre dentro 
de los teoremas doctrinarios. Es preferible agrupar 
todas las situaciones legales de la neutralidad en 
torno de dos ó tres axiomas fundamentales, y esta- 
blecer la dependencia que entre unos y otros existe. 
Todo ello, sin apartarnos de las Convenciones ; 
éstas, forma novísima de doctrinas antiguas, de- 
ben ser estudiadas según una ordenación también 
nueva. 

26. Si examinamos detenidamente los artículos 
délas Convenciones, hallaremos que la mayor parte 
se refiere directamente á obligaciones y deberes 
impuestos á las potencias beligerantes. Esto tiene 
para nosotros una importancia capital, ya que in- 
dica claramente cuál ha sido el criterio general que 
ha dirigido la elaboración de estos reglamentos. Al 
referirse casi sin excepción al deber de los belige- 
rantes, han entendido los codificadores de La Haya 
tomar como fundamento la noción de que la neutra- 
lidad, es, en si, un derecho inviolable y preexisten- 
te. En esta forma, las potencias neutras, al ceñirse 
á las reglamentaciones sancionadas, no harán más 
que proseguir lo que para ellas es el ejercicio de un 
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derecho adquirido previamente. Encontrándose 
frente á frente dos derechos, el de los neutros y el 
de los beligerantes, que en ciertos casos pueden ser 
antagónicos, ha sido necesario distinguir al uno 
del otro, y conceder pre valencia á aquel cuya inte- 
gridad parece más necesaria para la vida interna- 
cional. 

Tenemos, pues, con lo dicho, si no un principio 
doctrinario, por lo menos un criterio general que 
puede servirnos para iluminar todo el conjunto de 
la materia que estudiamos. La neutralidad, según 
la propia redacción de las Convenciones, ha sido 
dotada nuevamente de una eficacia, que en más de 
una ocasión histórica le fué desconocida por las 
naciones beligerantes. Hoy día el ejercicio de la neu- 
tralidad es un derecho y no un deber; sin que esto 
importe que el derecho no traiga aparejado el cum- 
plimiento de ciertos deberes correlativos. 

En síntesis, puedeafirmarse que la Conferencia de 
la Paz ha establecido, como fundamento de todas las 
relaciones entre las potencias beligerantesy las neu- 
tras, el axioma de que estas últimas son, en todo 
caso, titulares de ciertos derechos y prerrogativas, 
á cuyo respeto están obligadas las primeras. Las 
violaciones de la neutralidad, después de la procla- 
mación de un principio tan categórico, habrán de 



— 91 - 

ser menos numerosas, puesto que en efecto, cada 
una de las cláusulas que estudiaremos está desti- 
nada precisamente á corroborar en la práctica la 
fuerza imperativa de un derecho definitivamente 
consagrado. 

Otra particularidad caracteriza el espíritu de 
los legisladores de La Haya. Las deficiencias evi- 
dentes que en las Convenciones se advierten, han 
sido reconocidas por la misma asamblea, al estable- 
cer en el preámbulo del reglamento sobre neutrali- 
dad marítima, que no ha sido posible incluir en él 
un conjunto de estipulaciones que comprendan 
todas las circunstancias prácticas imaginables. En 
esta forma, las Convenciones permanecen abiertas, 
no solamente para que el uso de las naciones las 
complete en aquellos casos en que guardan silen- 
cio, sino también para que los estudiosos del Dere- 
cho Internacional efectúen esa labor en el terreno 
de la doctrina. 

27. Una lectura atenta de los preámbulos y de 
cada uno de los artículos nos permitirá, por un 
procedimiento de unificación, establecer cinco nor- 
mas generales, aceptadas por la doctrina unánime, 
ratificadas por los usos invariables, y susceptibles 
de ser generalizadas para servir de fundamento y 
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justificación á cada uno de los artículos del código 
imperativo de la neutralidad. No encontraremos, 
por cierto, una definición de la materia : pero rela- 
cionando una con otra todas las disposiciones gene* 
rales aludidas, hallaremos un concepto suficiente- 
mente completo y claro. Podemos enumerar esos 
principios en la forma siguiente : i* abstención de 
favorecer á los beligerantes ; 20 inviolabilidad del 
territorio neutro ; 3<> distinción entre los deberes y 
derechos del Estado neutro, y los de sus nacionales ; 
4'' aplicación imparcial de los derechos del Estado 
neutro, y 5® imposición de la neutralidad y san- 
ción de sus violaciones. Todas las aplicaciones de 
estos principios pueden reunirse en tres capítulos 
relativos : i® al territorio, 2° al Estado, y 3" á los 
individuos neutros. 

28. Si bien no ha sido definida la neutralidad. la 
reglamentación relativa á la guerra marítima, ar- 
tículo 6», establece una disposición práctica en la 
cual está involucrado el principio fundamental de 
la no participación^ que como hemos visto en el ca- 
pítulo r, constituye la base de toda la materia. El 
artículo mencionado dice : La entrega directa ó 
indirecta por cualquier título, hecha por una poten- 
cia neutral á una potencia beligerante, de buques 
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de guerra, municiones ó material de guerra de 
cualquier clase, queda prohibida. 

No es necesario justificar con argumentos jurídi- 
cos el principio enunciado. Su violación constitui- 
ría una ingerencia directa en las operaciones de la 
guerra, y sería clasificada entre los actos que pri- 
van á una potencia neutra del carácter de tal. Po- 
dría acaso decirse que era innecesario establecer 
una norma, tan evidente de por sí, que nunca ha 
sido desconocida en el transcurso de las guerras 
modernas ; sin embargo, no es nunca superfluo 
corroborar esos principios, que constituyen la base 
de todo un complicado sistema jurídico. Al ver 
declarado definitivamente por la Conferencia de La 
Haya el principio de la no intervención, corrobo- 
ramos la definición doctrinaria dada, y encontra- 
mos una nueva prueba de que el conjunto de las 
reglas que hoy se aplican á las guerras tienen sus 
raíces no sólo en la teoría enunciada, sino en la 
práctica consuetudinaria de las naciones. 

El articulo citado no equivale, en absoluto, á la 
interpretación que de él hacemos. Su texto se refie- 
re únicamente á uno de los varios casos de ayuda 
ó apoyo prestado por una nación neutra á un beli- 
gerante. Sin embargo, estamos autorizados para ge- 
neralizar su espíritu, deduciendo un principio am- 
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plio de lo que es, en realidad, una de sus varías 
aplicaciones. Por otra parte, el conjuntodelos regla- 
mentos de La Haya conñrma plenamente el axioma 
aludido, prohibiendo todo acto que pueda signifi- 
car una violación de esa norma, como se verá en 
su lugar. 

29. Otro principio general, el de la inviolabilidad 
del territorio neutro, ha sido establecido conjunta- 
mente por ambas Convenciones. La que se refiere 
á la neutralidad terrestre dice en su artículo i® : *' El 
territorio de las naciones neutras es inviolable"; 
y la relativa á la guerra marítima : ''los beligeran- 
tes quedan obligados á respetar los derechos sobe- 
ranos de las potencias neutras, 3^ á abstenerse, en 
territorio ó las aguas neutras, de todo acto que 
constituya una violación de la neutralidad por 
parte de la potencia que lo tolere " (art. r, confir- 
mado por el 2®, 4**, 17, 18 y otros). 

Como por el momento no hacemos sino bus- 
car en el texto de las convenciones ciertos prin- 
cipios susceptibles de ser aplicados al análisis 
de cada uno de sus artículos, nos limitaremos 
á decir que la inviolabilidad del territorio es 
parte constituyente é importante del concepto 
de la neutralidad. En efecto, la neutralidad, acto 
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de soberanía, se apoya precisamente en el ejer- 
cicio completo y sin restricciones de los derechos 
inherentes á ésta última. Uno de estos es el de 
mantener sobre todo su territorio la autoridad 
derivada de la propia definición de la nación sobe- 
rana. Desde el momento en que un beligerante 
atentase contra la soberanía de una nación neu- 
tra, utilizando el territorio de ésta para opera- 
ciones de guerra, la involucraría en actos clara- 
mente antagónicos á la noción fundamental de la 
neutralidad. 

Quizás sea innecesario hacer demostraciones de 
la evidencia del principio aludido. Si la necesidad 
de impedir cualquier atentado contra su neutrali- 
dad no fuese suficiente, deberíamos afirmar que la 
nación que lo tolere habría derogado al más impor- 
tante de los privilegios de su soberanía. El territo- 
rio neutro constituye, pues, un recinto dentro del 
cual no puede penetrar la beligerancia, sin produ- 
cir por este solo hecho una modificación substan- 
cial en la situación adoptada para el caso de guerra 
por la nación dueña de ese territorio. 

Las Convenciones de La Haya han intentado le- 
gislar las numerosas aplicaciones derivadas de 
este principio general. Cada una de las situaciones 
que directa ó indirectamente constituyen una viola- 
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ción de la neutralidad, ha sido estudiada por sepa- 
rado, y establecida con ese motivo una obligación 
provista de una sanción correspondiente. Comple- 
taremos, al hacer el estudio de estas disposiciones, 
lo anteriormente dicho sobre el respeto al territo- 
rio neutro ; debemos sin embargo recordar que 
este respeto, aunque es absoluto, se aplica en 
forma diversa, según se trate del territorio mismo, 
ó del dominio acuático de la nación neutra. 

No es el caso de describir detalladamente las di- 
ferencias que existen entre la soberanía del territo- 
rio, y la soberanía de las aguas que lo bañan. Fue- 
ra complicar inútilmente la exposición de nuestros 
estudios, analizar cuál es la razón que obliga á 
toda potencia soberana á soportar en sus aguas el 
ejercicio de ciertos actos, que son perfectamente ilí- 
citos cuando se trata del territorio. Se ha dicho 
que la soberanía no se ejercita completamente so- 
bre las aguas cercanas á la costa ; afírmase la exis- 
tencia de una servidumbre pasiva de tránsito, que 
obliga á las naciones á tolerar el uso de sus aguas 
para propósitos de utilidad universal. Dícese, por 
otra parte, que la esencia misma de la sobe- 
ranía se atenúa, cuando se trata de dominios 
acuáticos, hasta el punto de no conceder al Estado 
más que el ei.ercicio de un derecho de jurisdicción 
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y policía sobre el mar litoral, sin detrimento del 
tránsito pacifico ni de la utilización comercial de 
las aguas. 

Prescindiendo de las discusiones que sobre 
estos temas se han hecho desde tiempo atrás, 
bástanos afirmar que en esa diferencia categó- 
rica entre los diversos derechos supremos de la 
soberanía, encuentran su fundamento las distincio- 
nes establecidas por las Convenciones de L-a Haya. 
En efecto, si la inviolabilidad del territorio ha sido 
proclamada con el carácter de un principio sagra- 
do, esta inviolabilidad no es total cuando se trata 
del mar litoral, ya que el transitó de los belige- 
rantes, completamente prohibido por tierra, es li- 
cito por agua, hasta el punto de que las naves 
de guerra pueden, en ciertos casos, detenerse y 
estacionarse dentro de la jurisdicción marítima 
neutra, sin afectar por ello su régimen natural. 

30. Otra noción, de capital interés, se desprende 
de las Convenciones, y nos exige la mayor atención. 
Los artículos 6°, 7® y 18 de la Convención sobre 
la neutralidad en la guerra terrestre, y 70 de la rela- 
tiva á la neutralidad marítima, equivalen á la adop- 
ción de una de las doctrinas político-jurídicas más 
discutidas por los autores y por las cancillerías. El 
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artículo i6de la Convención referente á la neutra- 
lidad en la guerra terreste contribuye también á 
aumentar la importancia de la resolución adopta- 
da en La Haya, al definir, como lo hace, uno de los 
elementos esenciales de la tesis á la cual nos referi- 
mos, y que exponemos someramente á continua- 
ción. 

La situación del individuo, dentro de la órbita 
del Derecho Internacional público, no ha sido toda- 
vía analizada definitivamente por los juristas. Jus- 
to es decir que los casos práticos en los cuales la 
ciencia tiene que tomar en cuenta la existencia y 
los actos del hombre, individualmente considera- 
do, no son numerosos ; pero no es menos cierto 
que la acción privada del ciudadano puede, en de- 
terminadas circunstancias, influir directa y po- 
derosamente sobre las situaciones legales de la 
vida internacional ; y una de esas circunstancias 
es, precisamente, la neutralidad. 

Es opinión unánime, desde Grocio hasta nuestros 
días, que los únicos sujetos del Derecho de Gentes 
son los Estados ; estos son titulares de la capaci- 
dad absolutamente necesaria para intervenir en 
las relaciones externas, la soberanía: á ellos pues, 
exclusivamente, pertenecen los derechos y concier- 
nen las obligaciones que estudia nuestra ciencia. 
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No hay otras personas ante la ley internacional ; 
algunos escritores han insinuado sin éxito la con- 
veniencia de atribuir personería á ciertos cuerpos 
colegiados de utilidad universal, como la Cruz 
Roja ; han desaparecido definitivamente las gran- 
des empresas comerciales, como la Compañía de 
Indias, que en épocas pasadas hacían la guerra, 
conquistaban territorios, y los administraban con 
prerrogativas equivalentes á las de verdaderos Es- 
tados ; por fin, se ha discutido en los últimos tiem- 
pos si el Papado conservaba su personalidad inter- 
nacional. Estas circunstancias, y otras que seria 
fácil recordar, confirman elocuentemente el princi- 
pio mencionado y autorizan á los estudiosos del 
Derecho de Gentes á prescindir del hombre, salvo 
en ciertos casos especialísimos, como el de la trata 
de negros. 

La acción puramente individual queda, pues, 
eliminada de entre los elementos de nuestra cien- 
cia, y entregada exclusivamente á la ley interna. 
Sin embargo, la vida contemporánea presenta 
ejemplos numerosos de actos puramente privados, 
capaces de modificaren forma más ó menos impor- 
tante las relaciones de derecho entre los Estados. 
No ha sido todavía reducido este fenómeno á fór- 
mulas completas. Además, es necesario decir que 
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ciertos principios políticos tradicionales han impe- 
dido, é impedirán probablemente el consenso uná- 
nime de las naciones sobre estos puntos. 

Los legisladores de La Haya han afrontado direc- 
tamente el problema, y han dado cabida dentro de 
su código á los actos del ciudadano, cuando se rela- 
cionan directamente con las normas establecidas 
para el régimen de la neutralidad. Un jurisconsulto 
inglés, Holland, ha declarado categóricamente 
que el concepto de neutro no se refiere sino al 
Estado, y que el ciudadano ó individuo no es de 
por sí neutral ni beligerante, quedando su actitud 
exclusivamente librada al imperio de las leyes 
que cada país considere conveniente adoptar para 
el caso. 

Grandes necesidades económicas están vincula- 
das á la adopción de esta doctrina, puesto que, en 
efecto, el tráfico de mercaderías comprendidas 
dentro de la definición de contrabando de guerra 
es, en realidad, atentatorio á la neutralidad, aun 
cuando por ser una empresa exclusivamente indivi- 
dual, no es pasible de las sanciones que el derecho 
establece. En esta forma, se complica la cuestión 
doctrinaria con otras derivadas de fuentes diversas. 
No conviene la existencia de sanción alguna á cier- 
tas naciones, cuyos ciudadanos ejercen la industria 
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lícita de la fabricación y venta de armas ; estas na- 
ciones por consiguiente, evitarán siempre someter 
el ejercicio de estos actos normales del comercio á 
la jurisdicción del derecho público internacional. 

No han faltado, por cierto, escritores que, inspira- 
dos en propósitos encomiables, han pretendido es- 
tablecer el principio que el Estado quedaba obliga- 
do, por el solo hecho de su neutralidad, á reprimir 
el comercio en artículos de contrabando de guerra. 
En las discusiones que sobre el tema han tenido 
lugar en el Instituto de Derecho Internacional, y en 
publicaciones relativas al asunto, se ha tratado de 
ampliar el concepto de la neutralidad hasta abar- 
car los casos puramente individuales. No es posi- 
ble ocultar que la neutralidad ganaria en efícacia, 
si se llegara á adoptar esa conducta : pero es tam- 
bién exacto, por una parte, que la represión de los 
actos individuales atentatorios á la neutralidad no 
podrá nunca hacerse con éxito ; y por otra, que 
gravitan en la cuestión argumentos derivados del 
interés económico, y éstos suelen ser en muchos 
casos los más poderosos. 

Una sana lógica indica la necesidad de desligar 
categóricamente al individuo del Estado, reservan- 
do para este último la aplicación de las normas del 
Derecho de Gentes. Puede puntualizarse aun más 
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esta noción, estableciendo que ni siquiera queda 
afectada la responsabilidad de un Estado por el he- 
cho de que sus subditos ejecuten actos que el Es- 
tado mismo no podría cometer. 

La función propia del individuo, dentro del Dere- 
cho Internacional queda, en el terreno de la doctrina, 
sometida todavía ¿discusiones. En la práctica, cada 
país ha establecido, por los medios que su propia 
legislación interna le concede, cuáles son los actos 
quepueden ser tolerados y cuáles son, por el contra- 
rio, aquéllos que merecen una pena. Hemos citado 
en capítulos anteriores las leyes adoptadas por los 
Estados Unidos de Norte América y la Gran Bretaña 
para reprimir el enrolamiento de sus subditos en 
ejércitos extranjeros. Este ejemplo no es por cierto 
único. Nuestra propia Ley Federal contiene disposi- 
ciones, que aunque no se refieren directamente al 
mismo caso, sirven para confirmar las conside- 
raciones anteriores. El artículo 70 de la ley de 1863 
castiga al ciudadano que por sus actos diera mo- 
tivo á una declaración de guerra contra la nación, 
ó expusiera á los ciudadanos á represalias ó vejá- 
menes; el artículo 8"* impone una pena al que vio- 
lase los tratados y las treguas ó armisticios acor- 
dados con otras potencias. Vemos que la República 
Argentina se ha preocupado de legislar algunos de 
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los casos en los cuales su situación internacional 
podría ser afectada por la acción de sus ciudada- 
nos; al establecer leyes y penas para estas circuns- 
tancias, cada país no hace sino salvaguardar la res- 
ponsabilidad que le corresponde. Esta responsabi- 
lidad, como hemos dicho anteriormente, suele 
atenuarse hasta el punto de desaparecer com- 
pletamente; y esto es lo que acontece precisamente 
con la neutralidad. 

Si se toma como base la noción de la irresponsa- 
bilidad del Estado por los actos de sus subditos, 
atentatorios á la ley pública internacional, puede 
ser conveniente examinar si estos actos deben que- 
dar sin sanción, ó si por el contrario, tienen las na- 
ciones el medio de evitarlos, ó de castigarlos cuan- 
do se cometen. A este respecto, formulan algunos 
escritores lo que se ha llamado la doctrina de la 
"aventura", que consiste en abandonar á su pro- 
pia suerte al individuo que ejecuta un acto violato- 
rio de la neutralidad. De este modo, si se tolera el 
acto mismo, prescinde el Estado de proteger á sus 
subditos, permitiendo que el país perjudicado pue- 
da por su propia iniciativa impedir ó castigar la 
realización del hecho. El que comercia en artículos 
de contrabando, el que se enrola en un ejército ex- 
tranjero, el que fuerza un bloqueo, se expone por 
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esos hechos á represiones, que pueden en ciertos 
casos asumir formas violentas. 

La Conferencia de la Paz ha colocado entre los 
fundamentos de su reglamentación de la neutrali- 
dad el principio arriba mencionado, tomando parte 
categóricamente en favor de los tratadistas que 
adoptan ese modo de pensar. La neutralidad del 
Estado y la neutralidad del individuo, son pues dos 
cosas claramente diversas. 

31. Al mismo tiempo, los legisladores de La Haya 
han uniformado sus opiniones sobre otro punto de 
capital importancia, conexo con el anteriormente 
expuesto. Era necesario, al investigar las funciones 
del individuo en el régimen de la neutralidad, defi- 
nir perfectamente á qué individuos conciernen las 
disposiciones adoptadas. Sobre este punto son 
también frecuentes las discusiones, y es tal su in- 
terés, que á ellas está en definitiva subordinada la 
conducta tradicional de algunas potencias maríti- 
mas, en cuanto á la captura de la propiedad priva- 
da se refiere. 

Es necesario clasificar perfectamente á cada in- 
dividuo dentro de la nacionalidad á la cual per- 
tenece, ya que, en efecto, de esta clasificación se 
deducirá la nacionalidad de los bienes que son de 
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su propiedad ; asunto de extraordinario interés, 
puesto que el ejercicio del derecho de captura no 
es un acto licito sino en ciertos casos estrictamen- 
te enumerados, y cuando la nacionalidad déla mer- 
cadería ha quedado establecida en una forma indu- 
bitable. No es asunto fácil definir la nacionalidad 
del individuo; cada pais ha adoptado principios que 
pueden clasificarse en dos sistemas doctrinarios 
antagónicos. Recordaremos, como ejemplo aclara- 
tivo, que un gran número de ciudadanos argenti- 
nos son considerados como ciudadanos españoles 
ó italianos por las leyes de estos dos paises. 

Los juristas emplean diferentes denominaciones 
para clasificar el vínculo legal existente entre un 
Estado y un hombre. Estas denominaciones suelen 
estar afectadas por un vicio capital. La palabra súfc- 
dito^ aunque frecuente, no es propia para designar 
al ciudadano de una república ; el ciudadano^ por 
otra parte, es un término que no comprende ni á 
la mujer, ni al hombre menor de cierta edad; la 
palabra resortissant sería preferible, puesto que in- 
dica claramente la presencia de una subordinación 
del hombre á las leyes de un país. Entre todos es- 
tos términos ha debido la Conferencia de la Paz 
elegir uno suficientemente claro para impedir que 
el código sancionado perdiera buena parte de su 
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eficacia, desde el momento en que fuera imposible 
indicar con claridad á qué clase de individuos se 
refiere. 

El Reglamento relativo á la neutralidad en la 
guerra terrestre dice que se consideran como 
neutros los nacionales de un Estado que no to- 
ma parte en la guerra. En esta forma, se aban- 
dona á cada país el derecho de establecer quiénes 
son sus nacionales, y quiénes no lo son; y aunque 
el problema no es solucionado por las disposicio- 
nes mencionadas, se aleja la posibilidad de discu- 
siones ulteriores que podrían resultar de la adop- 
ción por ejemplo, del término resortissant^ ya que 
este último puede designar también á los extran- 
jeros domiciliados en un Estado y sometidos, por 
consiguiente, á su legislación política y privada. 

Evitaremos reabrir el debate sobre estos puntos, 
á pesar de su evidente interés. Bástenos decir que 
la Convención de La Haya ha resuelto en el terre- 
no de la práctica un problema de importancia ca- 
pital, estableciendo entre los fundamentos de la 
neutralidad, el principio déla irresponsabilidad del 
Estado neutral por los actos de sus nacionales, con 
las excepciones que más adelántese mencionarán. 

32. Al analizar la definición de la neutralidad, 
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hemos rechazado, por considerarlo imperfecto, el 
concepto de la imparcialidad^ que algunos autores 
incluyen en el conjunto de las nociones constituti- 
vas de la materiaque estudiamos. La imparcialidad, 
en efecto, no tiene cabida dentro del léxico técnico 
del derecho ; pero si atribuímos á esta palabra una 
significación susceptible de serreducida á preceptos 
imperativos, podremos decir que algunos de los 
artículos sancionados en la Conferencia de La Haya 
equivalen, en realidad, á imponerá los Estados el 
deber de proceder en forma tal, que ninguno de 
los beligerantes pueda directa ó indirectamente ser 
favorecido por ellos. 

Así, el preámbulo de la Convención sobre neu- 
tralidad marítima, dice que es, para las potencias 
neutrales, un deber reconocido el de aplicar impar- 
cialmente á los diversos beligerantes las reglamen- 
taciones adoptadas por ellas; y el artículo 9« de la 
Convención relativa á la neutralidad en la guerra 
terrebtre, dispone que todas las medidas restricti- 
vas ó prohibitivas tomadas por una potencia neu- 
tra con respecto á materias contenidas en esa Con- 
vención, deberán ser uniformemente aplicadas á 
los beligerantes. 

No es siempre fácil establecer, en la realidad de 
los hechos, una perfecta equivalencia en el cumplí- 
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miento de los deberes de la neutralidad hacia 
todos los beligerantes. Muchas veces ciertas cir- 
cunstancias accidentales de tiempo y lugar, co- 
rroboradas por simpatías políticas, han hecho que 
una nación beligerante, sin detrimento aparente 
de los principios de la neutralidad, recibiese una 
ayuda eficaz en sus operaciones militares. La si- 
tuación geográfica de una potencia neutral cerca del 
teatro de la guerra, puede ser más propicia para 
uno que para otro de los países enemigos; en este 
caso, no es posible decir con claridad si el belige- 
rante que utiliza las ventajas que los hechos le 
conceden, destruye como consecuencia la impar- 
cialidad del neutro. 

Durante la guerra ruso-japonesa, una escua- 
dra rusa realizó un largo viaje desde el mar Bál- 
tico hasta los mares del Japón, durante cuyo 
transcurso hizo largas estadías en aguas fran- 
cesas, recibiendo en forma más ó menos disi- 
mulada carbón y provisiones. El Gobierno japonés 
protestó debidamente contra lo que consideraba 
ser una violación de la neutralidad, por parte de 
Francia. Esta última nación defendió su conducta 
estableciendo que los actos cometidos por la es- 
cuadra rusa no constituían, en si, violaciones á la 
neutralidad, aunque el hecho deque las escuadras 
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japonesas no hubieran realizado actos equivalentes 
en territorio francés, constituía en realidad una 
situación privilegiada para los rusos. 

La Cancillería francesa afirmó que sus puertos es- 
taban abiertos para las escuadras de las dos nacio- 
nes, y ambas hubieran podido aprovechar de estas 
ventajas en la misma forma en que lo hicieron única- 
mente los rusos ; pero que al elegir el Japón como 
teatro de la guerra los mares que bañan sus propias 
costas, se habla cerrado voluntariamente la opor- 
tunidad para utilizar conjuntamente con Rusia 
estas facilidades. 

33. La respuesta francesa se fundó pues en loque 
algunos escritores ingleses han con venido en llamar 
el principio de la igual oportunidad^ que aunque 
en la práctica no consiste por cierto en conceder 
iguales favores á ambos beligerantes, no puede 
criticarse doctrinalmente, ya que la potencia neu- 
tral manifiesta claramentesu voluntad de hacerlo, 
aunque circunstancias estratégicas ó meramente 
geográficas le impidan realizar sus intenciones. 

La imparcialidad, al ser aplicada, sufre siempre 
alteraciones fundamentales, y no puede el Derecho 
dar cabida entre sus principios á una noción con- 
fusa en su significado é irregular en sus conse- 
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cuencias. Sin embargo, las Convenciones de La 
Haya han ratificado, como complemento necesario 
del sistema general de la neutralidad, la prohibi- 
ción para el Estado neutral, de adoptar medidas 
diferentes para cada uno de los beligerantes. 

Se relaciona Jo dicho con un problema varias 
veces afrontado y unánimemente resuelto por los 
escritores. Se ha preguntado si la imparcialidad au- 
toriza á la nación neutral para favorecer directamen- 
te y en igual forma á ambos beligerantes ; ofrecien- 
do, por ejemplo, la misma cantidad de carbón ó de 
armas á cada uno de ellos. Esto viene á confirmar 
nuestro derecho para rechazar el término de im- 
parcialidad en el estudio de nuestra materia. En 
efecto, la imparcialidad no se altera en el caso 
mencionado, ya que los auxilios son perfectamente 
equivalentes. Sin embargo, es fácil encontrar, si 
se analizan de cerca los hechos, que esta pretendi- 
da imparcialidad puede en muchos casos ser una 
parcialidad evidente. Si una nación ofreciera su- 
ministros de carbón en dosis iguales á dos belige- 
rantes, uno de los cuales fuese, por ejemplo, Ingla- 
terra, país productor y exportador de combustible, 
es evidente que no favorecería sino á la potencia 
enemiga que necesitase adquirirlo en el extran- 
jero. 
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34- Los tratadistas conceden unánimemente á la 
potencia neutra el derecho de imponer á los beli- 
gerantes el respeto á su neutralidad. Esta imposi- 
ción, hecha en caso necesario con las armas en la 
mano, es una consecuencia natural no sólo del 
régimen de la neutralidad, sino también de las 
prerrogativas inherentes á la soberanía. Puede 
asumir dos aspectos, concordantes y justificados 
por su propia enunciación : la prevención de las 
violaciones de la neutralidad, y su castigo cuando 
sean cometidas. La historia recuerda algunos 
ejemplos de ambos casos, que serán estudiados en 
capítulos subsiguientes. 

La Segunda Conferencia de la Paz ha confirmado 
este derecho, estableciendo en la Convención sobre 
neutralidad en la guerra terrestre, artículo déci- 
mo, que '* no puede considerarse como un acto 
hostil el hecho de que una pofencia neutral repela, 
aun por medio de la fuerza, los ataques á su neu- 
tralidad ". Concuerda con esta disposición el ar- 
tículo 26 de la Convención relativa á la neutralidad 
marítima, que dice : '' el ejercicio por una potencia 
neutral de los derechos que establece el presente 
Convenio, no podrá considerarse nunca como un 
acto poco amistoso ". 
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^5* Existe, pues, una sanción para los atentados 
contra la neutralidad, cuya salvaguarda queda 
conñada á las naciones más directamente interesa- 
das. Esta sanción, como todas las que tienen cabi- 
da dentro del Derecho de Gentes, está subordinada 
á la eñcacia del poder militar. Un estado débil 
quedará librado á las consecuencias necesarias de 
su impotencia (i), y los preceptos de la neutrali- 
dad, aunque solemnes, no lo escudarán contra las 
depredaciones de un beligerante poderoso. 

La incapacidad para defender la propia neutra- 
lidad suele ser perjudicial no sólo para el Estado 
neutro, sino también para algunos de los belige- 
rantes. Uno de los países enemigos, valiéndose de 
sus fuerzas, puede utilizar el territorio neutral para 
ejecutar actos de hostilidad, aprovisionarse, reparar 
averías de sus buques, y otros hechos relacionados 
con las operaciones militares. En estas circunstan- 
cias, las necesidades de la guerra transfieren el 
derecho para castigar esas violaciones, del Estado 
neutro incapaz de hacerlo, al beligerante á quien 
perjudican. Estamos examinando un problema de 

1 1) En la Primera Conferencia de la Paz, Luxemburgo 
declaró que no disponía de los medios necesarios para el 
cumplimiento de las obligaciones impuestas por la neutra- 
lidad. 
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extraordinaria importancia, puesto que de su 
enunciado resulta aminorada la existencia misma 
de la neutralidad, y subordinada á dos condicio- 
nes variables : i® el poderío militar de la nación 
neutra, y 20 la conducta seguida, en cuanto á la 
neutralidad se refiere, por cada uno de los beli- 
gerantes. 

Esta última circunstancia puede caracterizarse 
mejor, diciendo que el respeto á la neutralidad es 
una obligación puramente condicional, que no con- 
cierne á cada potencia beligerante sino en tanto 
cuanto sea cumplida por la potencia enemiga. La 
doctrina absoluta rechaza terminantemente el prin- 
cipio que acabamos de enunciar ; los autores no lo 
mencionan, y los comentaristas de guerras recien- 
tes, excepto los que hablan pro domo(i)j critican 
acerbamente algunos casos en que fué puesto en 
práctica. Sin embargo, nos atreveremos á conside- 
rar como incluido definitivamente en la jurispru- 
dencia internacional, el derecho decada beligerante 
para desconocer los privilegios del territorio neu- 
tro, cuando su adversario hubiera hecho otro tan- 
to y el Estado neutral no fuera capaz de defenderse. 

Tal fué la actitud asumida por el Japón en la 



( ( ) Nagao Ariga, Takahashi. 

8 
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guerra de 1904. Su cancillería la proclamó abier- 
tamente, y sus ejércitos y escuadras procedieron 
en consecuencia. Los Estados Unidos de Norte 
América, de acuerdocon varias naciones europeas, 
dirigieron á los beligerantes una nota invitándo- 
los á respetar la neutralidad china. El Japón con- 
testó asegurando su intención de hacerlo, siempre 
que, por su parte, Rusia procediera en igual for- 
ma. 

Varias circunstancias ocurridas durante el trans- 
curso de las hostilidades confirmaron la reso- 
lución japonesa; es particularmente significati- 
vo el caso del Reschitelny^ buque de guerra ruso, 
refugiado en un puerto chino, y capturado dentro 
de las aguas neutras por dos naves japonesas. La 
iniciativa de la violación de la neutralidad fué 
tomada por los rusos, al demorar en forma injusti- 
ficada el desarme ó la partida del buque ; el Ja- 
pón hizo uso de un derecho legítimo, notificado 
diplomáticamente á las potencias, y justificado 
por las necesidades de la guerra. 

Otros casos análogos tuvieron por teatro el te- 
rritorio chino. La guerra penetró dentro de las 
fronteras chinas, y ambos beligerantes ejercieron 
hostilidades en regiones ajenas á sus soberanías. 
Es evidente que tales procedimientos son atenta- 
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ríos á la neutralidad, pero no puede el Derecho de 
Gentes prescindir de ellos, ni colocados fuera de 
sus doctrinas, ya que de lo contrario, resultaría 
únicamente perjudicado, en el transcurso de una 
guerra, el beligerante más respetuoso de los prin- 
cipios jurídicos abstractos. En consecuencia, cree- 
mos posible establecer, como norma del Derecho 
Internacional, la siguiente : cuando un estado neu- 
tro carece de la fuerza necesaria para impedir los 
atentados contra su neutralidad, cada uno délos 
beligerantes tiene el derecho de prevenir esas 
violaciones, ó de cometerlas á su vez, si su adver- 
sario lo ha hecho previamente. 

Las circunstancias especiales de algunos países 
no pueden modificar, destruir ó fortalecer la efica- 
cacia de los principios jurídicos generales. Sin 
embargo, seanos permitido aludir, en apoyo del 
anteriormente establecido, á la situación geográ- 
fica respectiva de la República Argentina y de los 
países vecinos. 



CAPITULO IV 



EL TERRITORIO NEUTRO 



Sumario : 36. Violaciones del territorio. -— 37. Opera- 
ciones militares. — 38. La neutralidad en la guerra ru- 
so-japonesa. — 39. Tránsito de beligerantes. — 40. Trán- 
sito de heridos. — 41. Permanencia en el territorio 
neutro. — 42. Actos de beligerancia indirecta. — 43. 
Oficinas de enrolamiento. — 44. Uso de telégrafos. — 
45. Instalación de tribunales de presas y venta de éstas. 
— 46. Reparación de averías. — 47. Suministro de ví- 
veres y carbón. — 48. Derecho de asilo. 

36. El principio de la inviolabilidad del territorio 
neutro, uno de los fundamentos de la neutralidad, 
ha sido sometido en la Conferencia de La Haya á 
reglamentaciones minuciosas, que conciernen prin- 
cipalmente á los beligerantes. Éstos quedan obli • 
gados, en los términos de las Convenciones, á la 
observación de un conjunto de reglas imperiosas 
que equivalen, en síntesis, á conceder al Estado neu- 
tro una perfecta independencia de las operaciones 
militares ; al mismo tiempo, son confirmadas las 
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prerrogativas derivadas de su propia soberanía, al 
establecerse su derecho para imponer el respeto á 
su territorio, para prevenir todo atentado, y para 
castigarlo en caso necesario. 

El territorio neutro constituye, pues, una especie 
de perímetro insalvable, dentro del cual no podrán 
ejercitarse los derechos propios de la beligerancia ; 
hemos visto en el capitulo anterior la diferencia 
que la doctrina y las costumbres internacionales es- 
tablecen en cuanto á la inviolabilidad del territorio, 
y la inviolabilidad del mar litoral. Al enumerar, co- 
mo lo haremos á continuación, las situaciones posi- 
tivas que con este motivo pueden producirse y han 
sido tenidas presentes por la Conferencia, nos abs- 
tendremos de insistir en esa distinción fundamen- 
tal, dándola por aceptada, y limitándonos á exa- 
minar cuáles son sus resultados en la práctica y 
ante la ley. 

El territorio neutro puede ser objeto de nume- 
rosos actos de beligerancia, directa ó indirecta, 
que si fueran tolerados, constituirían á la nación 
neutra en un verdadero auxiliar eficaz de las ope- 
raciones militares. Podemos clasificar la totalidad 
de esos actos bajo cinco rubros, que los abarcan en 
conjunto, y diferencian unos de otros, según su 
especie ; y son : 
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i^ Operaciones militares ejecutadas en territorio 
neutro ; 

20 Tránsito de beligerantes; 

3» Permanencia ; 

4'' Utilización del territorio para fines de belige- 
rancia indirecta ; 

5« Asilo. 

Los estudiaremos por su orden. 

37. Es evidente que por su propia definición, los 
actos inconfundibles de beligerancia, como las 
operaciones militares, los movimientos de tropas, 
la batalla misma, el bombardeo, la visita, la cap- 
tura de naves, no pueden ejercitarse en el territo- 
rio neutro, so pena de infligirá éste un doble aten- 
tado : el que concierne á la soberanía del Estado al 
cual pertenece, y el que es consecuencia de la vio- 
lación de su neutralidad. Es éste un asunto en el 
cual no caben dudas ni gradaciones ; su prohibi- 
ción es categórica, y no es posible imaginar actos 
de beligerancia que por el solo hecho de ser come- 
tidos, no afecten gravemente la no ingerencia acti- 
va y pasiva que caracteriza á la neutralidad. 

Los Reglamentos de La Haya prevén el caso ; 
el relativo á la neutralidad marítima dice en sus 
artículos i», ya mencionado en el capitulo ante- 
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rior, 2^ y 30, en síntesis, que todos los actos de 
hostilidad cometidos en las aguas territoriales de 
una potencia neutra quedan absolutamente prohi- 
dos, facultando á esta potencia para imponer en 
caso necesario la soltura de la presa cometida den- 
tro de sus limites. Del mismo modo, el citado 
Reglamento en su articulo 21, expone una conse- 
cuencia del principio anterior, diciendo que una 
presa no puede ser conducida á un puerto neutro, 
salvo por razones de innavegahilidad, ó falta de 
combustible y provisiones. 

La historia nos demuestra con ejemplos prácti- 
cos el carácter imperativo del principio que acaba- 
mos de enunciar. Los internacionalistas los ci- 
tan con frecuencia, y podemos mencionar como 
característico el ataque y captura de un barco 
Confederado por otro del gobierno de los Estados 
Unidos de Norte América, cometido en el año 1864 
en las aguas neutras de Bahía. El gobierno brasi- 
lero exigió del norteamericano una amplia satis- 
facción y la restitución de la presa al puerto en 
el cual había sido hecha, obteniendo la justa re- 
paración que le correspondía. 

En nuestras propias aguas, en el año 1861, ocu- 
rrió un pequeño incidente internacional que afectó 
nuestra neutralidad. Los hechos tuvieron por orí- 
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gen el estado de hostilidad existente entre Inglate- 
rra y el Paraguay. El gobernante paraguayo López 
imaginó, en persecución de sus ensueños de pre- 
dominio sudamericano, que sería bienvenida su 
mediación en las disputas internas que en aquel 
entonces amenazaban desgarrar á nuestra patria. 
Con el propósito de interponerla, se trasladó desde 
la Asunción á Buenos Aires en el vapor Tacuari^ 
llegando á nuestra capital y celebrando algunas 
conferencias con los hombres políticos que actua- 
ban en aquella época. Al retirarse del territorio 
argentino, dos naves de guerra inglesas que se 
encontraban cruzando por estos parajes, con el 
propósito de ejecutar actos hostiles contra el Para- 
guay, por razones de política internacional que es 
ocioso discutir aquí, determinaron cortar el paso 
al vapor paraguayo, y así lo hicieron, después de 
algunas maniobras, disparando un cañonazo sobre 
el Tacuari. 

Habíase violado pues la neutralidad argentina 
de un modo flagrante ; en las negociaciones á 
que dio lugar este incidente, quedó sin embargo 
establecida la reprobación del gobierno inglés por 
los actos impremeditados cometidos por sus naves 
de guerra, no sólo en lo que al Paraguay se refiere, 
sino en cuanto á la neutralidad argentina. El Mi- 
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nistro Calvo, que intervino en estas negociaciones, 
las ha relatado en una de sus primeras obras pu- 
blicadas. 

38. A pesar del carácter absoluto y hasta solem- 
ne que asume la inviolabilidad del territorio neu- 
tro en caso de guerra, no siempre las naciones 
beligerantes han respetado esta norma imperiosa, 
ofreciéndonos la historia tanto antigua como con- 
temporánea ejemplos palpables de lo contrario. 
Cabe preguntarse qué se ha hecho del famoso 
principio de la inviolabilidad del territorio neutro 
en la última guerra ruso- japonesa, cuyas hostili- 
dades tuvieron lugar en Corea y China, potencias 
que, en principio, hubieron debido permanecer 
ajenas al conflicto. Es este uno de los casos en los 
cuales aparece más poderosa la fuerza de las nece- 
sidades internacionales, que la de los principios 
jurídicos. 

Todas las hostilidades ruso-japonesas se realiza- 
ron fuera de la soberanía de ambos beligerantes, 
pudiendo decirse que el único punto de territorio 
ruso ocupado por los japoneses fué la pequeña isla 
de Sakaline. No han faltado por cierto tentativas 
para explicar ó atenuar este evidente olvido de las 
reglamentaciones primordiales de la neutralidad. 
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Es necesario decir que la situación internacional 
de las regiones que fueron teatro de la guerra no 
estaba claramente determinada, dentro de los prin- 
cipios del Derecho de Gentes. Corea, imperio inde- 
pendiente en aquella época, estaba sometido á la 
doble influencia de Rusia y del Japón ; era, puede 
decirse, la manzana de !a discordia entre ambas 
potencias ; hoy día Corea ha dejado de pertenecer 
á la categoría de nación soberana, absorbida por el 
Japón vencedor. 

La Manchuria, al mismo tiempo, se hallaba co- 
locada bajo una soberanía ambigua, análoga en 
cierto modo á la doble soberanía que impera en 
Egipto, en Chipre y en Bosnia-Herzegovina ( i ). La 
Manchuria es china, pero había sido cedida á Ru- 
sia bajo una forma muy semejante á la de un 
arrendamiento ; en esta situación, y permanecien- 
do indefinida la verdadera soberanía imperante en 
esa región, quedaban hasta cierto punto justifica- 
das las hostilidades cometidas en ella. 

El caso de la Corea es más difícil de explicar. Al 
comenzar la guerra, la cancillería rusa pasó una 



(i) Estando en prensa este libro, la situación internacional 
de Bosnia y Herzegovina ha sido modificada por su anexión 
al Imperio Austriaco. 
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nota á la Potencias, protestando contra la violación 
de la neutralidad, cometida por el Japón al penetrar 
con sus ejércitos en el territorio coreano. El Japón 
contestó invocando argumentos de carácter políti- 
co, manifestando que el objeto primordial de la 
guerra era precisamente defender la integridad é 
independencia de Corea, y era muy explicable, por 
consiguiente, que los ejércitos japoneses se dirigie- 
ran á este territorio, ya que allí debía ejercitarse 
su misión. Es sabido que la causa de la guerra, y 
al mismo tiempo su resultado directo, fué la absor- 
ción de Corea por parte de uno de los dos belige- 
rantes. No es posible llevar el amor á los principios 
jurídicos hasta el punto de prohibir á dos países 
poderosos, trabados en una guerra en defensa de 
importantes intereses de expansión, que lleven las 
hostilidades precisamente al punto que es objeto 
de su política. 

Aparte de la Corea y de la Manchuria, la guerra 
ruso-japonesa involucró también á China ; era muy 
difícil evitar la penetración de ejércitos beligeran- 
tes en esas regiones, cuyos confines imperfecta- 
mente determinados no establecen separación 
clara entre los territorios, las soberanías, y las au- 
toridades administrativas de uno y otro. Las Po- 
tencias europeas, siguiendo el ejemplo de los Esta- 
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dos Unidos de Norte América, trataron de evitar 
violaciones g^ves de la neutralidad china, supo 
niéndose que si tal cosa se permitiese, se encon- 
trarían de repente ante un problema de mayores 
dimensiones, el de la desmembración de China, 
que se ha evitado hasta ahora, precisamente por la 
dificultad de delimitar los intereses de cada una de 
las naciones en el Extremo Oriente. La nota de la 
Cancillería de los Estados Unidos de Norte Améri- 
ca y la contestación del Japón tienen esta doble 
consecuencia : i^ la neutralidad suele en la prác- 
tica ver reducidas á la nada sus nociones más 
importantes, y 2^ la inviolabilidad del territorio 
neutro es un principio que concierne no solamente 
al neutro, sino á cada uno de los beligerantes (i). 

39. El tránsito de los beligerantes por el territo- 
rio neutro constituye en realidad una operación 
mih'tar, ya que no habrá de realizarse sino con un 
propósito estratégico, que es el de transportar las 
fuerzas á sitios donde puedan operar con mayor 
eficacia. De aquí la necesidad de prohibir ese trán- 
sito, que al ser tolerado, representaría una ayuda, 
aunque indirecta, para el beligerante. Los regla- 

( I ) Véase el § -? 5 . 



mentos de La Haya lo rechazan categóricamente ; 
el relativo á la neutralidad en la guerra terrestre 
•dice en su articulo 2**, '* es prohibido á los belige- 
rantes hacer pasar á través del territorio neutro 
trenes ó convoyes de municiones ó de provisio- 
nes ". 

En cambio, este tránsito es perfectamente legi- 
timo en el territorio acuático, ya hemos visto por 
qué razón ; el artículo 10 de la Convención sobre 
neutralidad marítima dice : 'Ma neutralidad de la 
potencia no es comprometida por el simple paso 
por sus aguas territoriales, de naves de guerra y 
presas ". Este último principio es confirmado por 
la situación permanente de su neutralidad á la 
cual ha sido sometido el canal de Suez, la misma 
que, cuando concluya su construcción, regirá para 
-el canal de Panamá. Hemos visto en su oportuni- 
dad que el tránsito de naves beligerantes por esas 
aguas era permitido, así en tiempo de paz como 
en tiempo de guerra. En realidad, la neutralidad 
no es afectada por esta circunstancia, ya que el 
tránsito es relativamente inocuo, por la misma 
situación geográfica de los mares litorales de casi 
todas las naciones del mundo, y por la propia na- 
turaleza del dominio ejercido por cada país sobre 
los mares que bañan sus costas. 
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En cuanto al tránsito de beligerantes por tierra, 
su prohibición no admite limitaciones. La presen- 
cia de tropas armadas de un gobierno extranjero, 
constituye un atentado á la soberanía, que no pue- 
de tolerar dentro de su perímetro el ejercicio de 
una prerrogativa que le pertenece exclusivamente. 
Nuestra Constitución nacional ha previsto el caso, 
concediendo á nuestro Poder Legislativo la facul- 
tad de establecer excepciones, cuando lo crea con- 
veniente. El artículo 67, inciso 25, de nuestra 
Constitución autoriza la introducción de tropas 
extranjeras en nuestro territorio. El solo hecho de 
que el Estado preste su complacencia á este acto, 
lo despoja del carácter de un atentado á su sobera- 
nía. Pero es evidente que el Estado no puede usar 
^e su derecho de permitir tránsito de tropas ex- 
tranjeras por su territorio, cuando estas últimas 
se encuentran involucradas en una guerra. 

Nuestra historia diplomática nos presenta dos 
casos que caracterizan perfectamente los dos aspe- 
tos que este hecho puede asumir, ante los princi- 
pios legales que estudiamos. En 1891, con motivo 
de la guerra civil que asolaba á Chile, algunos 
cuerpos de ejército del Gobierno Chileno, derrota- 
dos por fuerzas revolucionarias, se refugiaron en 
el territorio argentino. Es este un ejemplo del dere- 
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cho de asilo, que no concierne directamente al 
punto que estudiamos ; el Gobierno chileno solici- 
tó del argentino el permiso necesario para que esos 
fugitivos pudieran transportarse por nuestro terri- 
torio, en dirección á Chile, al abrigo de las hostili- 
dades. No tuvo inconveniente nuestro gobierno en 
acceder, y así lo hizo, en vista de que su neutrali- 
dad no estaba comprometida por tratarse de una 
güera civil, en la cual no se había reconocido el 
carácter de beligerantes á los insurrectos. 

En 1865 ocurrió un caso relacionado con esta 
materia, que tuvo para nosotros una importancia 
capital ; son notorias las circunstancias que en el 
año mencionado habían colocado en los dinteles 
de una guerra á las potencias del Rio de la Plata y 
sus afluentes. López, que soñaba con ser el Napo- 
león sudamericano, había declarado su intención 
de hacer la guerra al Brasil, por razones que sería 
largo enumerar. En previsión de esta guerra, y 
dada la necesidad de cruzar el territorio argentino 
de Misiones para penetrar con mayor facilidad 
desde una hasta otra de las regiones involucradas 
en el conflicto, intentaron ambas potencias obte- 
ner que el gobierno argentino les concediera licen- 
cia para hacerlo. La diplomacia brasilera insinuó 
la conveniencia que, por razones de amistad, 
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habría en autorizar el tránsito ; á pesar de eso. 
nuestro gobierno no juzgó prudente concederlo. 
De manera que cuando poco tiempo después solici- 
tó el Mariscal López la misma concesión denegada 
al Brasil, no pudo menos el gobierno argentino 
que proceder en igual forma. Nuestro gobierno, al 
proceder así, tenía muy presente los deberes déla 
neutralidad, y no hizo sino cumplirlos. Es sabida 
cuál fué la consecuencia de esta actitud, y cómo el 
Mariscal López, despechado por la negativa argen- 
tina, decidió envolver á nuestra patria en la gue- 
rra que meditaba ; no es necesario recordar la for- 
ma en que nacieron las hostilidades, ni sus conse- 
cuencias directas y lejanas. 

Si necesitásemos un ejemplo notorio de las dispo- 
siciones de La Haya con respecto al tránsito por 
agua, bastaría recordar el viaje de una numerosa 
escuadra rusa, que desde el Mar Báltico fué á bus- 
car su destrucción en los mares de Oriente. Duran- 
te su largo periclo, la escuadra rusa transpuso el 
mar litoral de muchas potencias, que toleraron su 
paso sin inconvenientes, ni considerar que aíccta- 
ba su neutralidad . Este viaje dio origen, sin embar- 
go, á reclamaciones diplomáticas fundadas en la 
violación de otras normas de la neutralidad ; las 
estudiaremos más adelante. 



1 
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40. El reglamento de La Haya establece una 
excepción al principio general sobre el tránsito de 
beligerantes por tierra. Dice el articulo 14 de la 
Convención sobre neutralidad terrestre, que '' una 
potencia podrá autorizar el paso por su territorio 
de heridos ó enfermos pertenecientes á los ejérci- 
tos beligerantes, bajo la reserva de que los trenes 
que los conduzcan no transportarán ni personal, 
ni materiales de guerra." Es esta una excepción 
justificada por dos razones : i® por motivos huma- 
nitarios, y 20 porque el hecho de tratarse de enfer- 
mos ó heridos coloca á su tránsito fuera de la cate- 
goría de las operaciones belicosas. 

La potencia neutra debe tomar las medidas de 
inspección y seguridad necesarias para impedir 
que los trenes ó convoyes de heridos y enfermos 
que penetren en su territorio, conduzcan tropas 
ó material de guerra. Además, queda obligada 
á la internación y custodia de los heridos asilados, 
cuando sean llevados á su territorio por uno de los 
beligerantes, y pertenezcan á la parte contraria. 
El régimen de los heridos internados debe ceñirse 
á la Convención de Ginebra, y los gastos hechos 
por el neutro con este motivo deberán serle reem- 
bolsados. 
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41. Es evidente que si el tránsito de los beligeran- 
tes por territorio neutro es un acto prohibido, su 
permanencia habrá de serlo con mayor razón. La 
permanencia en territorio neutro no puede tener 
sino un objeto, que es el de ejecutar actos de los 
que pueden involucrarse dentro de la denomina- 
ción de beligerancia indirecta. En cuanto á la per- 
manencia misma, el derecho la subdivide en la 
misma forma que lo ha hecho para el tránsito, es 
decir, autorizándola cuando autoriza á éste, y pro- 
hibiéndola cuando la prohibe. De este modo, la 
estadía de barcos de guerra en puertos neutros es 
perfectamente lícita, dentro de ciertas restriccio- 
nes, determinadas por la necesidad de evitar que 
esa permanencia pueda equivaler á un beneficio ó 
ayuda al Estado beligerante. 

El reglamento relativo ala neutralidad en la 
guerra marítima, en sus artículos 12, 13, 14, 15 y 
16, legisla minuciosamente el caso, estableciendo 
como base fundamental el principio llamado de las 
veinticuatro horas. De acuerdo con este Reglamen- 
to, el lapso máximo de tiempo que un barco beli- 
gerante puede permanecer en puertos neutrales, 
es de veinticuatro horas ; entendiéndose que una 
estadía mayor equivale á facilitar á la nave la rea- 
lización de propósitos directos de beligerancia. La 
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regla de las veinticuatro horas envuelve derechos y 
obligaciones recíprocas, siendo igualmente impe- 
riosa tanto para los beligerantes como para el 
neutro, y autorizando á éste para imponerla con su 
propia autoridad, expulsando ó reduciendo á la im- 
potencia á la nave que no se someta á su imperio. 

La ley de las veinticuatro horas no puede ser 
aplicada estrictamente, cuando las condiciones es- 
peciales del barco beligerante le impidan cumplir- 
la, ó el mal estado del mar, ú otras razones de 
fuerza mayor, hagan materialmente imposible el 
abandono del puerto neutro. Sin embargo, apenas 
estos inconvenientes hayan sido eliminados, rige 
en toda su extensión el principio. La Convención, 
además, establece algunas reglamentaciones acce- 
sorias, especialmente en lo que se refiere á la per- 
manencia conjunta de barcos enemigos en un mis- 
mo puerto neutral, y á las formalidades que deben 
adoptar las autoridades neutrales para autorizar 
su salida. No es necesario someter estos casos á 
mayores dilucidaciones. 

La República Argentina ha faltado en cierta 
oportunidad á los deberes que acabamos de men- 
cionar. Durante la guerra entre los Estados Unidos 
de Norte América y España, un pequeño cañonero 
español, que se encontraba en el Río de la Plata 
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cuando estallaron las hostilidades, permaneció en 
nuestras aguas durante buena parte del tiempo de 
la guerra. En realidad, el Gobierno Argentino 
hubiera debido imponer á la nave española la obli- 
gación de abandonar nuestro territorio dentro de 
veinticuatro horas, procediendo, en caso de que 
no lo hiciera, á colocarlo en estado de desarme. 
Ciertas consideraciones de buena amistad con 
España impidieron hacerlo ; justo es decir, ade- 
más, que la poca efícacia militar del aludido ca- 
ñonero, privaba á esta violación de la neutrali- 
dad, de consecuencias peligrosas para el desarro- 
llo de la guerra. En estas circunstancias, ni los 
Estados Unidos reclamaron, ni la República Ar- 
gentina entendió que la permanencia del Temera- 
rio^ que asi se llamaba el barco español, constituía 
un acto internacional atentatorio, sino á los princi- 
pios de la neutralidad, por lo menos á sus conse- 
cuencias inmediatas. El Gobierno de los Estados 
Unidos de Norte América tuvo perfecto conocimien- 
to de lo que acontecía y omitió lo que para él hubie- 
ra sido un derecho evidente, solicitar de nuestro 
gobierno un cumplimiento más estricto de un de- 
ber que, si en el caso mencionado no tenía impor- 
tancia práctica, en otras circunstancias podría 
haberlo tenido. 
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La prohibición de permanecer en el territorio neu- 
tro no es una reglamentación puramente doctri- 
naria. Las prácticas usuales, confirmadas por la 
Convención de La Haya, ponen en manos de los 
Estados neutros los medios de impedir que su si- 
tuación de tales sea afectada por naves beligeran- 
tes situadas en sus puertos. Sabemos cuál es la 
sanción correspondiente al caso : la internación ó 
el desarme. Asi lo establece el articulo 24 de la Con- 
vención sobre neutralidad marítima, concordante 
con algunas otras de sus disposiciones. 

Lo que se acaba de explicar con motivo de la per- 
manencia de beligerantes en territorio neutro, no 
afecta en modo alguno el derecho de asilo que 
compete á las potencias neutras en caso de guerra. 
Veremos más adelante la relación que existe entre 
la permanencia tolerada, el derecho de asilo, y la 
limitación de ambas. En términos generales, puede 
afirmarse que tanto la permanencia como el asilo 
son tolerados por el Derecho de Gentes, siempre 
que no sean convertidos en un modo directo ó indi- 
recto de ejecutar actos de hostilidad. 

42. Los actos de beligerancia indirecta quedan 
también incluidos dentro de las prohibiciones de 
los reglamentos relativos á la neutralidad. La beli- 
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gerancia ÍDdirecta no puede caracterizarse con 
exactitud, ya que en efecto, muchos actos cuya 
relación con la guerra es lejana, son sin embargo 
un medio de cooperar á las operaciones militares. 
Suele usarse la denominación general ^'de base de 
operaciones** para designar al sitio desde el cual 
reciben los ejércitos encampana los elementos que 
les son necesarios ; entre estos últimos no se enu- 
meran solamente los viveres, las armas y el com- 
bustible, sino que se comprenden también los me- 
dios de comunicación, y todo lo que con mayor ó 
menor evidencia constituye el servicio auxiliar de 
las tropas ó de las naves. La neutralidad no puede 
establecer distinciones claras entre las operaciones 
de la guerra propiamente dicha, y los actos que 
sirven para prepararlas y favorecer su ejecución. 
De manera pues que el territorio neutro que, como 
hemos visto, está cerrado para la ejecución de actos 
de beligerancia, debe también estarlo para todo 
aquello que signifique preparación, organización ó 
combinación de los mismos actos. 

Los codificadores de La Haya han tenido presen- 
te esta necesidad, al defender la integridad de la 
neutralidad contra toda posible invasión por parte 
del beligerante. Han establecido una serie de dispo- 
siciones relativas á beligerancia indirecta, que he- 
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mos tratado de caracterizaren las frases anteriores. 
Sus disposiciones pueden agruparse bajo cinco ru- 
bros generales, dentro de los cuales están compren- 
didos todos los actos que, sin ser operaciones de 
guerra propiamente dichas, pueden afectar la neu- 
tralidad de la nación en cuyo territorio se rea- 
lizan. 

Las disposiciones se, refieren : 

I® Al enrolamiento ; 

20 A los telégrafos y otros medios de comunica- 
ción; 

30 Al establecimiento de Tribunales de presas y 
venta de estas últimas; 

40 Al suministro de provisiones y carbón ; 

5* A la reparación de averías. 

43. La Convención relativa á la neutralidad en 
la guerra terrestre establece en su artículo 4® : no 
pueden formarse cuerpos de combatientes ni abrir- 
se oficinas de alistamiento, en beneficio de un beli- 
gerante, en el territorio de una potencia neutral; y 
en su artículo 6**, que una potencia neutral no incu- 
rre en responsabilidad por el hecho de que los indi- 
viduos pasen aisladamente las fronteras para en- 
trar al servicio de uno de los beligerantes. Este 
punto se relaciona con otras cuestiones que serán 
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estudiadas en su oportunidad : el derecho indivi- 
dual de enrolarse en los ejércitos beligerantes, y 
las obligaciones que por esta razón corresponden 
al Estado neutro. 

Lo que por el momento nos interesa, es el hecho 
especialmente determinado en el articulo ^'^ que 
acabamos de mencionar. Las oficinas de enrola- 
miento y la formación y organización de grupos 
combatientes en territorio neutro quedan coloca- 
dos fuera de los actos compatibles de la neutrali- 
dad, por razones cuya evidencia nos exime de 
explicarlas. El Estado neutro no puede tolerar den- 
tro de su propio territorio esos hechos, que cons- 
tituirían una prolongación indebida de soberanías 
extrañas. 

Pero según los propios términos de la Conven- 
ción, debe caracterizarse perfectamente cuál es el 
hecho prohibido, y diferenciarlo del tránsito aisla- 
do de individuos que se dirigen al teatro de la 
guerra. Para la potencia neutra, este problema 
reviste dos aspectos, puesto que en efecto, puede 
tratarse en unos casos de sus propios ciudadanos, 
y en otros, de los ciudadanos de las potencias be- 
ligerantes. Durante la guerra franco prusiana de 
1870, los franceses y alemanes residentes en Suiza 
abandonaron este país y se dirigieron en grupos 
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desarmados hacia sus patrias respectivas, para 
cumplir con las obligaciones del servicio militar. 
Suiza no opuso inconveniente alguno al tránsito 
de esos hombres, no solamente porque carecían de 
organización militar y hasta de la apariencia exter- 
na de combatientes, constituida por los uniformes, 
sino porque no se trataba de sus propios subditos 
ni se violentaba por consiguiente su neutralidad. 
Por las mismas razones, el Gobierno Argentino no 
impidió la partida de numerosos españoles que 
abandonaron nuestros puertos con el propósito de 
participar en la guerra entre España y Estados 
Unidos. 

El caso del enrolamiento de ciudadanos neu- 
trales es claramente diverso del que acabamos de 
citar. Durante la guerra sudafricana, los Estados 
Unidos de Norte América vieron establecer dentro 
de su propio territorio agencias de reclutamiento 
que reunían á los entusiastas por la causa de las 
repúblicas boers, los albergaban en determinados 
puntos y los transportaban, cuando la ocasión 
era propicia, hacia el teatro de las hostilidades. 
El gobierno de Washington intervino en cada 
una de estas expediciones, prohibiendo su parti- 
da, é impidiendo cuando le fué posible su orga- 
nización. 
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En este caso, la neutralidad de los Estados Uni- 
dos se hallaba doblemente comprometida : i® por- 
que su territorio era utilizado para un propósito 
directamente conexo con la beligerancia, como es 
el del aumento del número de los combatientes ; 
20 porque los individuos reclutados eran ciudada- 
nos americanos, á quienes, si bien no se les puede 
negar el derecho individual de combatir por la 
causa que quieran, les está prohibido combinar su 
acción en forma que signifique la organización de 
grupos ó cuerpos de ejército en territorio neutro. 

Las obligaciones de las potencias neutrales en 
cuanto á este caso, están perfectamente delimitadas 
por la Convención. El paso aislado de individuos 
que se dirigen al teatro de la guerra no afecta en 
forma alguna la responsabilidad del neutro, no 
sólo por la imposibilidad material que habría en 
impedirlo, sino porque este hecho no constituye un 
acto de beligerancia indirecta. Examinaremos ul- 
teriormente esta situación, en cuanto se refiere al 
derecho individual de participar en una guerra 
extranjera. 

44. Uno de los elementos necesarios para la guerra 
es la íácil comunicación entre las diversas partes 
de las fuerzas en campaña ; la transmisión oportuna 
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de instrucciones y órdenes, facilita la cooperación, 
favorece el desarrollo de planes estratéjicos y cons- 
tituye, por consiguiente, un procedimiento eficaz 
de hostilizar al enemigo. Ha sido, pues, necesario 
tener presente entre los problemas de la neutrali- 
dad, la utilización, por parte de un beligerante, de 
los vehículos habituales para la comunicación in- 
ternacional. El telégrafo, precioso instrumento 
para el comercio universal en tiempo de paz, 
puede constituirse en tiempo de guerra en un 
poderoso medio de destrucción. 

Las Convenciones de La Haya han examinado la 
probabilidad de que los telégrafos neutros sean 
utilizados por los ejércitos ó escuadras beligerantes, 
y han considerado oportuno tolerar las transmi- 
siones, cuando ellas se hacen por vías establecidas 
con anterioridad al conflicto internacional, pues- 
to que la supresión de éstas acarrearía perjui- 
cios incalculables á la vida normal y álos intereses 
colectivos de todo el mundo. Las redes telegráficas 
son por su propia naturaleza internacionales, por- 
que enlazan á todas las partes del globo, en un 
sistema no interrumpido de transmisiones. Puede 
pues el beligerante servirse del telégrafo establecido 
con propósitos pacíficos en el territorio neutral. 

En cambio, la Convención relativa á la neutrali- 
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dad en caso de guerra terrestre prohibe la instala- 
ción especial de lineas telegráficas estratéjicas en 
el territorio neutro. AI mismo tiempo, ha tenido 
presente y prohibido ia construcción, previa ai 
estallido de la guerra, de ciertas lineas telegráficas 
destinadas exclusivamente á la transmisión de 
despachos militares, y que no han sido nunca 
utilizadas para la correspondencia pública. Al ha* 
blar de telégrafos no debemos limitarnos al signi- 
ficado habitual de esta palabra, sino que dentro de 
ella incluiremos á todo procedimiento de transmi- 
sión utilizable para los mismos fines, tal como el 
telégrafo sin hilos, el teléfono, el heliógrafo, etc. 

Las guerras recientes nos ofrecen dos ejemplos 
que han servido para establecer las reglas adopta- 
das por la Conferencia de La Haya. Durante la 
guerra hispano-americana, la escuadra triunfadora 
que ocupó á Manila, encontró en esta ciudad la 
extremidad de un cable telegráfico que la ponía en 
comunicación con Hong-Kong. Esta línea pertene- 
cía á una sociedad industrial que la había estable- 
cido mediante una concesión del Gobierno Español, 
en la cual se le imponía la prohibición de transmitir 
despachos telegráficos, cuando el gobierno conce- 
dente así lo resolviera. Apenas ocupada Manila, 
hizo uso el Gobierno español de la prerrogativa 
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establecida en el contrato con la compañía dueña 
del cable, é impuso á ésta la obligación de cortar 
toda comunicación, incomunicando en esta forma 
á la escuadra americana. 

El Gobierno americano intentó remediar esta 
situación, lanzando por su propia cuenta un cable 
telegráfico que habría de ligarse con la red univer- 
sal en un punto perteneciente á las posesiones 
inglesas; para este objeto, era necesario recabar el 
permiso del gobierno inglés, potencia neutra. Des- 
pués de un maduro examen de la cuestión, resolvió 
Inglaterra denegar el pedido délos Estados Unidos, 
considerando que al concederlo^ facilitaría dentro 
de su propio territorio la realización de un acto de 
beligerancia indirecta, favorable á los intereses 
militares de uno de los países enemigos. 

Durante la guerra ruso-japonesa se produjo un 
caso parecido, que ha sentado también jurispru- 
dencia. Instalóse en el Consulado ruso de Chefú, 
ciudad china, un aparato de radiotelegrafía que 
permitía la comunicación fácil y frecuente de los 
-sitiados en Port Arthur con el resto de los ejércitos 
rusos. Esta comunicación no fué descubierta inme- 
diatamente, manteniéndose en ejercicio durante 
varios meses. Sin embargo, cuando las autoridades 
japonesas pudieron penetrar el procedimiento se- 
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creto utilizado por los rusos, se apresuraron á en- 
tablar las reclamaciones necesarias ante el gobierno 
chino, cuya neutralidad estaba aifectada por la uti- 
lización de ese recurso indirecto de beligeran- 
cia. 

Los deberes de la potencia neutra con respecto al 
aprovechamiento de telégrafos existentes con ante- 
rioridad á la guerra, se limitan pues á tolerar que 
los beligerantes se valgan para sus propósitos de 
estas facilidades. Sin embargo, si la potencia neu- 
tra resolviera conceder esta facultad á uno solo de 
los beligerantes, cometería una violación evidente 
de su propia neutralidad. La Convención de la 
neutralidad terrestre establece, con este propósito, 
la obligación de aplicar indistintamente á ambos 
beligerantes las condiciones que el neutro adopte 
para la utilización de los telégrafos, imponiéndole, 
al mismo tiempo, el deber de cuidar que las com- 
pañías ó sociedades privadas, propietarias de los 
cables, procedan en igual forma. 

45. La Convención relativa á la neutralidad en la 
guerra marítima dispone, en su articulo 4**, la 
prohibición de constituir tribunales de presas en 
territorio neutro ó en un buque situado en aguas 
neutras ; es lícito generalizar este principio, exten- 
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diéndolo también al caso de venta de presas en 
territorio neutro. 

La constitución de un tribunal de presas es 
atentatoria, simultáneamente, á la soberanía del 
territorio y á su neutralidad. En efecto, un tribunal 
es siempre una emanación de la autoridad suprema 
de la nación ; no se concibe tribunal sin jurisdic- 
ción, autoridad é imperio, condiciones esenciales 
del ejercicio de la justicia. El régimen establecido 
por el Derecho de Gentes para la administración 
universal de la justicia tiene su base en la absoluta 
separación entre los Estados, cada una de los cuales 
la distribuye dentro de su propia órbita, no exis- 
tiendo entre unos y otros mayor vinculación que 
la que por cortesía ó reciprocidad resuelvan per- 
mitirse mutuamente. 

Tolerar pues la instalación de un tribunal ex- 
tranjero en el propio territorio, significa una abdi- 
cación de las prerrogativas primordiales de la 
soberanía. Por otra parte, la misión del tribunal 
de presas es conceder eficacia legal á las capturas 
realizadas por naves de guerra, corroborando en 
esta forma, mediante una sentencia definitiva, lo 
que no fué hasta ese momento más que un simple 
acto de fuerza. Por consiguiente, la tramitación y 
la sentencia misma del juicio de presas son conse- 
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cuencias necesarias de actos de beligerancia, per- 
fectamente caracterizados ; son un accesorio de 
actos de guerra, y como éstos, quedan prohibidos 
en territorio neutro. 

Durante las guerras de nuestra independencia, 
algunos corsarios provistos de patentes concedidas 
por el gobierno de Buenos Aires llegaron á puertos 
norteamericanos con el propósito de vender sus 
presas. La insurrección de las colonias españolas 
ofreció á los aventureros de todo el mundo una 
oportunidad propicia para sus empresas. En aque- 
llas épocas, las guerras de corso no se diferencia- 
ban claramente de la piratería, ni los corsarios 
tenían en realidad una patria determinada, con- 
curriendo á todas partes del globo donde la exis- 
tencia de un conflicto internacional les permitía 
dedicarse á sus propósitos. 

Las Provincias Unidas del Río de la Plata no 
vacilaron en utilizar contra el gobierno español un 
procedimiento lícito de guerra, que tenía para 
ellas la especial ventaja de no representar eroga- 
ciones ni sacriñcios. Desde el comienzo de la gue- 
rra de la independencia, nuestros gobiernos se 
mostraron dispuestos á conceder patentes de cor- 
so á quienes las solicitaran, y una nube de aventu- 
reros de todas las naciones se dirigió al Río de la 
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Plata, tripulando barcos aptos para estas opera- 
ciones. Algunos de estos corsarios encontraron en 
su camino la oportunidad de distinguirse en com- 
bates heroicos, aumentando con algunos episodios 
la historia de nuestras luchas. 

La Suprema Corte de Estados Unidos de Amé- 
rica ha juzgado, entre otros casos análogos, las 
presas hechas por cuatro corsarios argentinos, 
llamados Pueyrredón^ Unión^ Independencia y Con- 
greso (i). Estos navios, después de obtener lapa- 
tente necesaria, se lanzaron por el Atlántico en 
busca de buques mercantes españoles, llegando, 
después de apresar algunos, á puertos norteame- 
ricanos, donde fueron traducidos ante las autori- 
dades para responder á violaciones inferidas á 
la neutralidad. Varios fueron los puntos jurídicos 
involucrados en las sentencias, siendo digna de 
especial mención la opinión del juez Story, al juz- 
gar el caso de la Santísima Trinidad; podemos 
resumir la doctrina expuesta en uno ú otro de 
los casos, ó en todos, señalando las principales 

(i) Casos conocidos por el nombre de los buques apresa- 
dos, el Bello Coruñés fSupreme Court Reports^ Whea- 
ton, VI, I 5 -?;, la Concepción (Ídem, VI, 2 3 5), la Santísima 
Trinidad [Idem^ VII, 283) y el Arrogante Barcelonés 
(ídem, VII, 496). 

10 
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cuestiones examinadas y resueltas, como sigue : 

Venta de barcos equipados para la guerra, reali- 
zada por individuos neutros ; fué declarada lícita 
(véase § 57). 

Aumento de la eñcacia militar de un buque beli- 
gerante en puertos neutros, por reparación de 
averias, por enrolamiento de tripulantes ó por 
otras causas ; fué declarado ilícito (cf. § 46). 

Venta de presas en un puerto neutro ; fué prohi- 
bida, y ordenada la restitución á los dueños, ó á su 
cónsul. Tratóse incidentalmente el caso de la ven- 
ta de presas, después de haber sido declaradas 
buenas por un tribunal del captor: afirmóse en 
uno de los juicios que una corte especial argentina 
había juzgado y adjudicado la presa, pero el tribu- 
nal norteamericano desestimó la excepción, por no 
haber sido probada suficientemente. 

Varios otros problemas jurídicos han sido re- 
sueltos con motivo de los casos citados. Recorda- 
remos únicamente que, puede decirse por primera 
vez, quedó establecida la base legal de la neutrali- 
dad en la guerra civil. La independencia de la Re- 
pública Argentina no había sido reconocida en esa 
época (1818), pero el gobierno de los Estados Uni- 
dos, calificando de guerra civil á la lucha por nues- 
tra emancipación, resolvió declararse neutro. Esto 
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bastó para reconocer á los buques argentinos el 
carácter de beligerantes, al igual que los españo- 
les. 

Hemos descripto someramente esta jurispruden- 
cia, á propósito de los actuales principios sobre 
utilización de los puertos neutros para constitución 
de tribunales de presas, y venta de éstas. Las de- 
cisiones de la corte norteamericana han creado 
precedentes, como hemos visto, sobre varios otros 
puntos relacionados con el régimen de la neutrali- 
dad. Y observaremos más adelante que su doctri- 
na se ha conservado con pocas modificaciones 
hasta nuestros días. 

46. La reparación de las averías de los barcos 
beligerantes en puertos neutros está sometida á 
una reglamentación estricta, que impide conver- 
tir la hospitalidad en un medio para proseguir las 
hostilidades. El Reglamento relativo á la neutrali- 
dad marítima, articulo 17, dice que no podrán 
reparar sus averías sino en la medida indispensa- 
ble para la seguridad de la navegación, y sin acre- 
centar en modo alguno su fuerza militar. 

Esta última írase nos expone cuál ha sido el cri- 
terio de la Convención para legislar el caso. Sin 
embargo, debe confesarse que no es este un crite- 
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rio exacto, ya que es susceptible de diversas in- 
terpretaciones y aplicaciones. La eñcacia militar 
de un barco no consiste solamente en el número 
de sus cañones, ó en la cantidad de proyectiles 
que tenga á bordo. Son igualmente importantes 
para los actos de beligerancia otras circunstancias 
que no se relacionan directamente con el poder 
mortífero de las armas. Por ejemplo, el carbón, 
fuerza motriz de los barcos de guerra, es tan im- 
portante para éstos como los mismos cañones ; la 
falta de carbón inmovilizaría completamente á una 
escuadra, reduciéndola á la impotencia. Del mis- 
mo modo, la falta de provisiones ó de agua pota- 
ble puede ser una remora poderosa para la acción 
militar. Es necesario, pues, confesar que la Confe- 
rencia de la Paz no ha ñjado con precisión induda- 
ble cuál es la norma que debe seguirse. 

La reparación de averías hubiera podido ser ca- 
racterizada con mayor claridad, adoptando la 
regla tradicional de la cancillería norteamericana. 
Desde los primeros tiempos del siglo pasado, el 
gobierno de Washington decidió impedir que sus 
puertos sirvieran de astilleros para las escuadras 
ó los corsarios beligerantes. El principio adoptado 
para este caso fué, y es todavía, el de permitir 
únicamente la compostura de averías causadas por 
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el mar ó por accidentes de la navegación, prohi- 
biéndose en cambio la de desperfectos causados 
por la guerra misma. Los barcos beligerantes que 
acudían á la hospitalidad norteamericana, no po- 
dían pues curar las heridas recibidas en el comba- 
te, entendiéndose que el estado neutral no podía 
permitir que su territorio ofreciera los medios de 
atenuar las consecuencias directas de las hostili- 
dades. 

Un corsario argentino, llamado Juncal^ penetró 
en el puerto norteamericano de Baltimore, con el 
propósito de hacer provisiones y reparar sus ave- 
rías. El Juncal era uno de los buques brasileros 
que atacaron á Patagones durante la guerra de 1828 ; 
vencidos y apresados, fueron incorporados á las 
fuerzas navales empeñadas en la lucha contra el 
Imperio. Tocóle al Juncal cruzar por el Atlántico, 
y llegarse á Estados Unidos con el propósito de 
adquirir elementos para la escuadra. Al arribar á 
Baltimore, las autoridades locales consultaron al 
Gobierno Federal norteamericano para saber cuál 
sería su conducta con respecto al barco argentino. 
El secretario de Estado Clay contestó que : " si 
bien no era dable rehusarle la usual hospitalidad, 
así como procurarle los víveres necesarios, el Pre- 
sidente ordenaba que debía impedírsele todo au- 
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mentó de su fuerza, y efectuar reparaciones no 
permitidas por la ley. Con respecto á estas últi- 
mas, se le permitirá la reparación de averias sufri- 
das en la navegación, prohibiéndosele la de aqué- 
llas que le hubieran sido inflijidas en el combate ". 

Este principio norteamericano ha sido aplicado 
en todos los casos ocurridos. Para no citar sino el 
más reciente, recordaremos que durante la guerra 
ruso-japonesa tres barcos rusos buscaron refugio 
en Manila, después de la batalla de Tsushima. Las 
autoridades norteamericanas desarmaron á los bar- 
cos, impidiendo la reparación de los destrozos cau- 
sados por las balas japonesas. Algunos escritores 
han llamado *' regla de Roosevelt " á esta norma 
de conducta tradicional, recordando únicamente el 
último caso de su aplicación, y olvidando que los 
Estados Unidos la vienen imponiendo desde hace 
un siglo. 

Hubiera sido inútil limitar, en la forma anterior- 
mente mencionada, la hospitalidad concedida en 
los puertos neutros, si al mismo tiempo no se 
facultase al Estado para imponer su estricto cum- 
plimiento. La permanencia en aguas neutras, con 
el propósito de reparar averias, queda enteramente 
subordinada al albedrio de sus autoridades, quie- 
nes pueden fíjar cuáles y cuántas serán las repara- 
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ciones toleradas, é imponer un plazo máximo den- 
tro del cual deberán terminarse. Conjuntamente, 
tiene el Estado neutro el derecho de proceder 
contra las naves beligerantes que no obedezcan 
puntualmente sus instrucciones, obligándolas á 
retirarse de sus aguas dentro de un plazo perento- 
rio, ó efectuando su desarme é internación. 

47. Las facilidades concedidas á los barcos beli- 
gerantes están subordinadas á un criterio general, 
que consiste, en síntesis, en evitar abusos de la 
hospitalidad. El aprovisionamiento de víveres y 
carbón ha sido también reglamentado por la Con- 
ferencia de la Paz, ya que puede constituir en cier- 
tos casos una ventaja para un beligerante, sufi- 
ciente para cambiar la faz de los sucesos militares. 
El reglamento de la neutralidad marítima, en su 
artículo 19, dice que los buques de guerra belige- 
rantes no pueden avituallarse en los puertos y 
radas neutrales sino para completar sus provisio- 
nes normales en tiempo de paz. Lo contrario sería 
facultarlos para acumular provisiones que les per- 
mitirían la prolongación de la guerra, y convertir 
al Estado neutro en una verdadera proveeduría. 
Del mismo modo, prohibe el Reglamento á los 
buques beligerantes cargar mayor cantidad de 
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carbón que la necesaria para llegar ai puerto más 
próximo de su país. 

Esta norma se presta á criticas severas. Las pro- 
clamaciones de neutralidad hechas por Inglaterra 
en los recientes conflictos establecen un principio 
más exacto y menos susceptible de producir incon- 
venientes. En efecto, puede suceder que la posición 
geográfica del punto neutro, donde el buque beli- 
gerante cargue su carbón, sea tan distante del 
puerto beligerante más próximo, que la cantidad 
de combustible necesaria para llegar á éste, cons- 
tituya una verdadera reserva, que vendría á au- 
mentar considerablemente la eficacia militar del 
buque. Por ejemplo, un buque ruso que cargase 
carbón en Port Said, habría de recibir la cantidad 
necesaria para llegar á Vladivostok. 

Los reglamentos ingleses establecen una alter- 
nativa, concediendo al barco beligerante la canti- 
dad de carbón necesaria para llegar hasta su pro- 
pio puerto más cercano, ó bien para alcanzar otro 
puerto neutral, determinado. El verdadero crite- 
rio para regir el caso debería consistir, en realidad, 
en no conceder al barco beligerante más que el 
combustible necesario para llegar á otro puerto 
neutral, donde recibiría una nueva provisión con el 
mismo objeto. En esta forma, el barco beligerante 



podría realizar su viaje, sin valerse de la hospitali- 
dad neutral para adquirir una mayor capacidad 
para el combate. 

La Conferencia de La Haya no ha adoptado un 
principio fijo en cuanto al carbón se refiere, puesto 
que en el articulo citado permite también al barco 
beligerante completar la cabida de sus carboneras 
propiamente dichas, cuando se encuentre en puer- 
tos neutrales que toleran este modo de aprovi- 
sionamiento. Tenemos, pues, dos reglas diversas 
en un mismo artículo, defecto grave en todo con- 
cepto legislativo. Por otra parte, la disposición 
últimamente mencionada entrega á la discreción 
del Estado neutro todo lo que se refiere al aprovi- 
sionamiento de carbón, subtituyendo, por consi- 
guiente, un criterio variable á las reglas imperati- 
vas que hubiera sido conveniente establecer. 

Debe estudiarse el caso del aprovisionamiento de 
carbón hecho por una escuadra que se dirige al tea- 
tro de las hostilidades. Inglaterra, en sus reglamen- 
taciones propias, niega el derecho de carbonar á las 
escuadras que se hallen en esa situación. Entiende 
Inglaterra que este caso es categóricamente diver- 
so del de un barco aislado, que hace escala en el 
transcurso de su viaje. El tránsito conjunto de 
toda una escuadra es algo más importante que un 
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viaje, puesto que puede consistir realmente en un 
movimiento estratégico. Todo lo que sirviera para 
favorecer su ejecución sería un verdadero atentado 
á la neutralidad. Justo es decir que la organización 
moderna de las escuadras aleja la probabilidad de 
que se produzca esta situación. La escuadra rusa 
del Mar Báltico, en su viaje al Extremo Oriente 
llevaba consigo, ó encontraba en su camino, bar- 
cos carboneros suficientes para suplirla de com- 
bustibles. 

48. Venimos de examinar algunas de las condi- 
ciones impuestas al derecho de asilo, de que son 
titulares los Estados neutros. Es esta una facultad 
que no carece por consiguiente de limitaciones, 
derivadas del propio carácter de la neutralidad. 
El Estado neutro puede, pues, recibir á los belige- 
rantes dentro de su territorio y puertos, siendo 
diversas las reglas vigentes para uno que para otro 
caso. 

En efecto, el asilo concedido en tierra significa 
para el Estado neutro la obligación imperiosa de 
desarmar é internar al beligerante, por el solo 
hecho de poner el pie en su territorio. Durante la 
guerra franco-prusiana de 1870, algunos cuerpos 
de ejército franceses derrotados transpusieron la 
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frontera suiza ; el gobierno de la Confederación 
Helvética^ que previendo este caso había situado 
cerca de sus limites las fuerzas militares necesa- 
rias para imponer respeto á su neutralidad, proce- 
dió inmediatamente á desarmar é internar á los 
refugiados. 

El asilo se refiere directamente á los enfermos y 
heridos, y en estos casos la facultad del Estado 
neutro está corroborada por un deber de humani- 
dad. El reglamento de La Haya relativo á la neu- 
tralidad en la guerra terrestre, artículos 14 y 15, 
legisla el caso, y establece para los heridos é inter- 
nados la aplicación de las Convenciones de Gine- 
bra. En el mismo espíritu puede decirse que los 
buques hospitales que se refugian en puertos neu- 
tros no están sujetos á las condiciones impuestas 
á los buques beligerantes, tanto en cuanto á su 
estadía, como en cuanto á la reparación de averías 
y aprovisionamiento. 

Un caso especial es el del salvataje de marineros 
arrojados al mar á consecuencia de un combate. 
Durante la guerra de Secesión, un estadista norte- 
americano llegó á sostener que estaba prohibido 
al neutro salvar la vida de los marineros caídos al 
mar en la batalla. Es imposible adoptar esta enér- 
gica teoría, escasamente conforme con las exigen- 
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cias de la humanidad Durante uno de los primeros 
combates de la guerra ruso-japonesa, varios barcos 
de guerra europeos que asistían de cerca al hecho, 
recogieron á la tripulación de dos buques rusos 
derrotados. El asilo concedido dentro de un barco 
de guerra equivale á concederlo en el territorio ; por 
el solo hecho de penetrar á los barcos europeos 
neutros, los marinos rusos adquirieron parte de su 
inviolabilidad, y en efecto, fueron alejados del tea- 
tro de la guerra, internados en unos casos, y pues- 
tos en libertad bajo palabra en otros . 

El asilo se extiende también á favor de los prisio- 
neros de guerra que por alguna circunstancia lle- 
guen á penetrar en el territorio neutro. La bandera 
neutra les restituye la libertad perdida, y quedan 
facultados para permanecer en el territorio neutro, 
ó para abandonarlo. 
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CAPÍTULO V 



EL ESTADO NEUTRAL 



Sumario: 49. Comienzo de la neutralidad. — $0. Su decla- 
ración. — 51. No es necesaria. — 5a. Consecuencias de 
la neutralidad respecto del Estado. — 53. Obligaciones 
negativas. — 54. Obligaciones positivas. — 55. Sólo se- 
refíeren al territorio neutro- — $6. Internación y desarme. 
— 57. Equipo y armamento de buques de guerra. — 58. 
Discusión en La Haya. — 59. La debida diligencia, — 
60. Su sanción. — 61. El material de ferrocarriles. — 
62. Conservación de las relaciones normales. 

49. La neutralidad, sistema de relaciones jurídi- 
cas derivadas de la guerra, nace, puede decirse, 
al mismo tiempo que el conflicto internacional, y 
cesa cuando concluye éste. Esta simultaneidad, á 
pesar de su aparente sencillez, no permite fijar 
con precisión el momento en que un Estado, en 
presencia de una guerra entre otras naciones, ad- 
quiere su carácter de neutro, y pone en ejercicio 
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los vínculos activos y pasivos correspondientes. 

La dificultad está en determinar el comienzo de 
la guerra misma, problema que no admite solucio- 
nes generales, y debe ser estudiado y dilucidado 
en cada caso especial. Nos referimos á la guerra 
como fenómeno jurídico, y no como choque de 
fuerzas armadas : puede haber guerra sin hostili- 
dades, y hostilidades sin guerra. Algunos países 
subordinan el nacimiento de la guerra á ciertos 
actos legislativos necesarios; la declaración, por 
otra parte, es una formalidad cuya importancia ha 
sido reconocida por la Segunda Conferencia de la 
Paz, aunque su olvido notorio en algunas guerras 
recientes le ha quitado su antiguo carácter impe- 
rativo. Es este un tema propicio para disertaciones 
contradictorias, y tanto los publicistas, como los 
Delegados á La Haya han agotado los argumentos 
en pro y en contra. No interesa el caso á nuestros 
estudios, si noen cuanto á la dependencia necesaria 
entre el comienzo de la guerra y el comienzo de la 
neutralidad. 

La Convención relativa á la apertura de las hos- 
tilidades, sancionada por la Segunda Conferencia, 
establece en su artículo segundo: "El estado de 
guerra debe notificarse á las potencias neutrales y 
no surtirá efecto respecto de ellas sino después del 
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recibo de la notiñcación, que podrá hacerse por la 
vía telegráfica. Siti embargo, las potencias neutras 
no podrán invocar la falta de notificación, si estu- 
viere acreditado de una manera indudable que 
conocían de hecho el estado de guerra." 

Existe una evidente contradicción entre la noti- 
ficación exigida por el citado artículo en su primera 
parte, y su inutilidad, claramente contesada en la 
segunda. Si la falta de notificación carece de in- 
fluencia sobre el comienzo de las relaciones legales 
propias de la neutralidad, queda esta librada á la 
transmisión más ó menos rápida de noticias exac- 
tas ó equivocadas relativas al conflicto. Justo es 
decir que el perfeccionamiento de los medios de 
comunicación universal aleja toda posibilidad de 
ignorancia, ó conocimiento tardío de un suceso 
tan importante como el estallido de una guerra. 
Sin embargo, dentro de los principios jurídicos, 
el problema del comienzo de la neutralidad no ha 
sido resuelto con exactitud. 

La guerra ruso-japonesa puede iluminar, con 
algunos ejemplos, el punto que estudiamos. Las 
hostilidades, es decir la guerra defacto^ comenza- 
ron el 6 de febrero de iv^4 á las nueve de la maña- 
na, con la captura de un barco ruso. El mismo 
día, á la tarde, comunicó el gobierno japonés á la 
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cancillería de San Petersburgo su intención de 
cortar las relaciones amistosas entre los dos países; 
notificación que no fué en realidad una verdadera 
declaración de guerra. Dos días después, el 8 de 
febrero, se produjo el ataque á Port Arthur, suceso 
que transmitido públicamente al conocimiento de 
todas las naciones, señaló para éstas el comienzo 
de los deberes de la neutralidad. 

Las dos potencias beligerantes, con posteriori- 
dad á estos acontecimientos, lanzaron manifiestos 
relativos á las causas de la guerra, y á sus propó- 
sitos ulteriores; estos documentos no tienen rela- 
ción alguna con el momento en que nació la 
neutralidad. 

En cambio, el lo de enero del mismo año, un 
mes antes de todo acto hostil, el gobierno chino 
proclamó su propia neutralidad en caso de guerra, 
y comenzó á tomar las medidas necesarias para 
defenderla : es un ejemplo de neutralidad previa á 
la guerra. Recordaremos que en esos mismos días 
y á pesar de la inminencia del conflicto, y de la 
existencia de una declaración de neutralidad, la 
República Argentina vendió al Japón dos naves de 
guerra, sin que por ello faltase á sus deberes de 
Estado neutral. 

Estas circunstancias comprueban la dificultad 
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de precisar el nacimiento de la neutralidad. En las 
guerras futuras, los acontecimientos decidirán ca- 
da caso ocurrente, y contribuirán probablemente 
á establecer la solución del problema. 

50. La declaración de neutralidad es un acto de 
cancillería cuya utilidad no puede desconocerse. 
Sus efectos legales se refieren : 10 á las propias 
leyes internas del Estado neutro, y 20 al régimen 
internacional de la neutralidad. En cuanto á las 
primeras, suele la declaración modificarlas ó co- 
rroborarlas, recordando á los ciudadanos neutros 
sus obligaciones como tales, especialmente en lo 
que se refiere á la construcción y equipo de bu- 
ques, á los servicios militares prestados á un beli- 
gerante, y á la venta y exportación de contrabando 
de guerra. 

AI mismo tiempo, la declaración de neutralidad 
fija la conducta de la nación neutral respecto de su 
abstención en las hostilidades, y especialmente, 
reglamenta el asilo que está dispuesta á conceder 
en sus puertos á las naves beligerantes : duración 
de su estadía, provisión de combustible, condicio- 
nes dentro de las cuales será tolerada la reparación 
de sus averias. Las declaraciones de neutralidad 
hechas por Inglaterra y Estados Unidos de Amé- 
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rica con motivo de la guerra ruso-japonesa, son 
documentos de grande importancia para el estu- 
dio doctrinario de nuestra materia,, y han sido 
utilizados en parte por la Conferencia déla Paz. 

La notificación hecha por las potencias belige- 
rantes equivale, en ciertos casos, á la proclamación 
de principios políticos relativos á la neutralidad. 
Es frecuente que el beligerante establezca en esos 
documentos la conducta que se propone seguir 
durante la guerra, especialmente en lo que á los 
neutros se refiere ; una de las partes más impor- 
tantes de esas declaraciones suele consistir en 
enumerar ó definir las mercaderías que el belige- 
rante considerará como contrabando de guerra- 
Es célebre en los anales del Derecho de Gentes la 
proclamación hecha conjuntamente por Francia 6 
Inglaterra al iniciar la guerra de Crimea ; sus 
puntos principales fueron posteriormente ratifica- 
dos en el Congreso de París de 1856, donde queda- 
ron definitivamente asegurados los fundamentos 
del actual régimen de la neutralidad. 

La República Argentina no emite proclamaciones 
de su neutralidad. La práctica de nuestra canci- 
llería consiste simplemente en acusar recibo de las 
notas en las cuales las potencias beligerantes co- 
munican la existencia de una guerra, manifestando 
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en esa contestación el propósito de nuestro Go- 
bierno de mantenerse neutral en el conflicto. 

51. La declaración de neutralidad no es necesa- 
ria. Cuando estalló la guerra entre España y las 
Repúblicas del Pacífico, el Gobierno Argentino, 
por intermedio del Ministro de Relaciones Exte- 
riores Elizalde, se limitó á contestar á la nota 
española, con fecha 26 de febrero de 1806, que la- 
mentaba el conflicto, y hacia votos por su pronta 
solución. Es innecesario recordar que nuestras 
simpatías estaban de lado de Chile y Perú. 

Otro ejemplo, más categórico, servirá para co- 
rroborar nuestra afirmación sobre el carácter pu- 
ramente facultativo de las declaraciones de neutra- 
lidad. Al comenzar la guerra del Pacífico, en 1879, 
el Ministro Chileno Balmaceda, por nota fechada 
el 8 de abril de ese año, pidió categóricamente al 
Gobierno Argentino que hiciese una declaración 
de neutralidad. Nuestro Ministro de Relaciones 
Exteriores Montes de Oca se negó á ello, diciendo 
en una nota del 15 de abril: "El Gobierno Argen- 
tino, sin hacer la declaración que usted me pide, 
que no es un deber exigido por las prácticas inter- 
nacionales, sabrá observar en los graves sucesos 
que ocurren en el Pacífico, la línea impuesta por 
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la lealtad de los compromisos, y seguida siempre 
por la fe pública argentina." 

La neutralidad no nace ni se destruye por sim- 
ples declaraciones ; los actos que la constituyen 
han sido clasificados en pactos internacionales, que 
han venido á sancionar los usos seguidos desde 
largo tiempo atrás por las naciones civilizadas. La 
neutralidad se conserva por la observación estricta 
de su propio régimen, y se pierde por cualquier he- 
cho atentatorio á los deberes que le son inherentes. 

52. Es oportuno, en el presente capítulo, estable- 
cer una enumeración completa de las consecuen* 
cias jurídicas de la neutralidad, en cuanto al Es- 
tado se refiere. Buena parte de ellas ha sido 
analizada anteriormente (i) y dilucidada su verda- 
dera naturaleza y aplicaciones prácticas. Bastará 
recordarlas, y completar su exposición cuando 
sea necesario. 

Las consecuencias de la neutralidad, relativas al 
Estado, pueden clasificarse en: i" principios ju- 
rídicos generales, y 2® obligaciones derivadas ; es- 
tas últimas, á su vez, serán divididas en obliga- 
ciones negativas y positivas. 

( X ) Véase el capítulo III- 
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Principios generales. — i*' No ingerencia en las 
hostilidades, que impone al Estado neutro la obli- 
gación de no favorecer ó perjudicar directamente 
á ninguno de los beligerantes, y á aplicar igual- 
mente á ambos los reglamentos que adopte para el 
ejercicio de su derecho de asilo, suministro de 
provisiones, etc. ; 2"" irresponsabilidad del Estado 
neutro por los actos violatorios de la neutralidad 
cometidos por sus nacionales, con algunas excep- 
ciones ; 3'' imposición del respeto á la inviolabili- 
dad del territorio neutro. 

Obligaciones negativas, — Parécenos conveniente 
denominar así los casos en los cuales el Estado 
neutro no está obligado á impedir la realización de 
actos contrarios al concepto fundamental de la 
neutralidad. (Véase el § 53.) 

Obligaciones positivas, — Son consecuencia di- 
recta del principio relativo á la inviolabilidad del 
territorio, relacionado con la prohibición de utili- 
zar dicho territorio para ejercer actos de belige- 
rancia directa ó indirecta. Esta clase de obligacio* 
nes será estudiada en los párrafos 54 y siguientes. 

53. Según las Convenciones, el Estado neutral 
no está obligado á impedir la ejecución de los 
actos siguientes : comercio en artículos de contra- 



bando de g^^erra. tránsito de individuos aislados 
con destino á ¡os eiércitos beligerantes, uso beli- 
gerante de los cables telegráñcos* tránsito y esta- 
día de buques, subscripción de empréstitos en 
£aivor de ios beligerantes* y otros de menor im- 
portancia. 

A primera vista, las disposiciones mencionadas 
tienen un carácter facultativo, y aparecen exclusi- 
vamente libradas al albedrío de cada Estado neu- 
tral. Ocurre preguntarse con qué objeto ha sido in- 
cluida en un código imperativo la enumeración de 
ciertos actos que no es obligatorio ejecutar. La 
lista hubiera podido alai^rse indefinidamente, 
puesto que, una vez catalogados los deberes posi- 
tivos del Estado neutro, todos los innumerables 
actos posibles de la vida internacional quedan, 
por consiguiente, declarados lícitos, y no está 
obligado ciertamente el Estado á impedirlos. 

La lógica nos obliga á buscar una interpretación 
sensata á las mencionadas disposiciones de los 
reglamentos de la neutralidad. No es posible creer 
que los legisladores de La Haya han querido san- 
cionar la existencia de situaciones jurídicas que no 
son creadoras de obligaciones exigibles, para el 
Estado neutral, ni para sus nacionales, ni para los 
beligerantes. 
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Es el presente, un caso que no ha sido objeto de 
dilucidaciones por parte de los escritores de Dere- 
cho Internacional. Nos permitimos opinar que los 
aludidos artículos de las Convenciones, por medio 
de un circunloquio algo violento, establecen verda- 
deras obligaciones imperativas, cuyo cumplimien- 
to estricto interesa á la esencia misma del régimen 
de la neutralidad. Trátase de obligaciones negati- 
vas, obligaciones de no hacer. Al decir un Estado 
neutral no está obligado d impedir, por ejemplo, el 
comercio privado en armas de guerra, ha entendi- 
do la Conferencia de la Paz, que está obligado á no 
impedir ese acto. 

Afirma el Reglamento, como se recuerda más 
arriba, que el Estado neutral no está obligado á 
impedir la exportación de material de guerra. Su- 
pongamos que, usando de la aparente facultad con- 
cedida por esa disposición, el Estado neutral deci- 
diera prohibir ese tráfico, y detuviera oportuna- 
mente un importante cargamento de armas, desti- 
nado á un beligerante. 

La consecuencia inmediata de esta actitud con- 
sistiría en privar al país beligerante de un elemento 
necesario para la guerra, perjudicándolo grave- 
mente en sus más importantes intereses. Sería, 
además, un acto atentatorio al principio mismo de 
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la neutralidad, puesto que inferiría uo detrimento 
evidente á una de las partes involucradas en el con- 
flicto. Por fin, una medida semejante no puede 
estar inspirada (salvo en ciertos casos) más que en 
motivos de mero capricho, ó de clara parcialidad, 
ya que el comercio de materiales bélicos es una 
empresa lícita, cuyo qercicio no afecta la respon- 
sabilidad del Estado, y cuya prohibición es suscep- 
tible de paralizar una parte de las fuerzas económi- 
cas del propio país neutral. 

Estas consideraciones pueden generalizarse, y 
aplicarse á cada uno de los hechos que, según los 
Reglamentos de La Haya, el Estado neutral no está 
obligado á impedir. Podemos pues afirmar que se 
trata de obligaciones negativas^ necesarias para la 
integridad misma de la institución jurídica que 
estudiamos. 

Las prácticas internacionales confirman clara- 
mente nuestro modo de ver. Cada vez que un beli- 
gerante ha solicitado la prohibición de algunos de 
los actos más arriba mencionados, ha denegado el 
gobierno neutro tal pedido, considerando que su 
satisfacción importaría una complacencia hacia 
uno de los enemigos, y un perjuicio hacia el otro. 
Más adelante (§ 72) conoceremos la opinión de la 
cancillería argentina sobre este punto. Es célebre 
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la nota de Lord Granville al embajador alemán, re- 
chazando sus quejas con motivo de ventas de mate- 
rial de guerra hechas á Francia por subditos britá- 
nicos, durante la guerra de 1870. 

El Gobierno y la jurisprudencia de Estados Uni- 
dos de Norte América confirman sin discrepancias 
esta práctica universal, debiendo citarse, por ser 
directamente aplicable á nuestra tesis, la contesta- 
ción negativa dada por el Secretario de Estado 
Seward al Ministro Mejicano, quien solicitaba que 
se prohibiera en territorio americano la venta á 
Francia de vehículos y medios de transporte, des- 
tinados al ejército que operaba en 1862 contra Mé- 
jico. 

Los escritores de Derecho Internacional afirman 
unánimemente que el comercio de armas y mate- 
rial de guerra, la emisión de empréstitos y otros 
hechos análogos son lícitos, cuando realizados in- 
dividualmente por ciudadanos privados, y no im- 
ponen al Estado neutral la obligación de impedirlos. 
Creemos que es necesario ir más allá, y establecer 
para el Estado neutral la obligación de tolerarlos, 
ó de no prohibirlos. En esta forma interpretamos 
las disposiciones pertinentes de las Convenciones 
sobre neutralidad. 

Junto al principio que exponemos, debe colocar- 
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fundamentales de la neutralidad, anteriormente 
estudiada. La obligación de no impedir, por ejem- 
plo, la exportación de armas, no puede extender- 
se hasta el punto de que las proporciones asu- 
midas por ese tráfico equivalgan á convertir el te- 
rritorio neutro en un centro de hostilidad, un arse- 
nal, ó una base de operaciones militares. Si así 
sucediera, el Estado neutral tendría la obligación 
imperiosa de salvaguardar su propia neutralidad 
comprometida, y podría limitar ó prohibir la ejecu- 
ción de hechos que, lícitos en principio^ consti- 
tuyen en realidad un atentado á la neutralidad, más 
grave que el que resultaría de su prohibición. 

54. Las obligaciones positivas del Estado neutral 
son simples corolarios de los principios iundamen- 
tales de la neutralidad ; por consiguiente, su estu- 
dio habrá de referirse frecuentemente á lo dicho en 
capítulos anteriores. 

Las Convenciones relativas á la neutralidad re- 
glamentan minuciosamente esta clase de obligacio- 
nes ; podemos organizar los artículos referentes, y 
dividirlos en tres categorías diversas, diciendo que 
los deberes positivos del Estado neutro consisten : 

I® En la internación y desarme de los beligeran- 
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tes que penetren ó se organicen en el territorio 
neutral, ó lo utilicen para actos de beligerancia, ó 
abusen del asilo concedido en sus puertos (§ 56) ; 

2® En impedir la construcción, armamento, equi- 
po y partida de buques de guerra destinados á los 
beligerantes |§ 57) ; 

30 En ejercer la debida diligencia para el cumpli- 
miento eñcaz é imparcial de sus deberes (§ 57). 

55. El artículo quinto de la convención relativa 
á la neutralidad en la guerra terrestre establece 
que la potencia neutral sólo está obligada á repri- 
mir los actos contrarios ala neutralidad cuando se 
realizan en su propio territorio. 

Este artículo está justificado por la misma natu- 
raleza y limitaciones de la jurisdicción inherente á 
la soberanía. Allí donde un Estado no ejerce juris- 
dicción, no podría impedir la ejecución de actos 
violatorios de su neutralidad, ni aun cuando fue- 
ran cometidos por sus propios ciudadanos. Es el 
presente, un asunto relacionado con problemas 
internacionales de mayor trasncendencia ; la juris- 
dicción é imperio del Estado sobre sus ciudadanos 
suele tener eficacia á pesar del alejamiento de estos 
últimos, y discuten los autores las condiciones 
dentro de las cuales es permitido el ejercicio de esa 
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juñsdicción. No nos interesa el debate si no eo 
cuanto se relaciona con la neutralidad, y hemos vis- 
to cómo lo ha resuelto la Conferencia de La Haya. 
La aplicación del principio adoptado habría im- 
pedido á Italia oponerse eficazmente á la organi- 
zación de una legión militar italiana en territorio 
argentino. Recordaremos que ante la inminencia 
de un conflicto internacional, felizmente soluciona- 
do, un buen número de italianos vinculados á la 
República Argentina por los lazos del trabajo y de 
la residencia permanente, decidió hacen algunos 
años ofrecer á nuestro gobierno su cooperación 
para una guerra que se preveía inevitable. El men- 
cionado articulo indica cuál habría sido, en caso 
necesario, la actitud de los gobiernos argentino é 
italiano. 

56. La obligación de internar y desarmar á los 
beligerantes que en alguna forma violen el territo- 
rio neutro, no requieren mayores explicaciones, 
después de las contenidas en anteriores capítulos. 
La internación y el desarme son simples aplicacio- 
nes de un deber y un derecho correlativos, más 
amplios en su enunciado : el Estado neutral debe 
evitar y castigar los atentados á su neutralidad. 
Hemos estudiado el caso en cada uno de sus aspee- 
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tos : violación del territorio (§ 36), utilización de 
telégrafos (§ 44), asilo de beligerantes, heridos y 
prisioneros (§ 40 y 48), estadía de buques de guerra 
(§41), reparación de averías (§ 46), suministro de 
víveres y carbón (§ 47), etc. Véase además el pá- 
rrafo 59. 

57. El artículo octavo déla Convención relativa á 
la neutralidad en la guerra marítima dice: "El 
Gobierno neutral está obligado á emplear todos los 
medios de que disponga para impedir en su juris- 
dicción el armamento ó equipo de cualquier buque 
respecto del cual tenga motivos para creer que 
está destinado á cruzar, ó á concurrir á opera- 
ciones hostiles contra una potencia con la cual 
esté en paz. Tiene asimismo la obligación de em- 
plear idéntica vigilancia para impedir que aban- 
done su jurisdicción todo buque destinado á dichos 
fines, ó que haya sido adaptado dentro de la referi- 
da jurisdicción, total ó parcialmente, para usos 
militares. " 

El presente artículo establece una importante 
excepción al principio general relativo á la irres- 
ponsabilidad del Estado neutro por la construcción 
y exportación privadas de materiales de guerra. El 
fundamento de esta excepción no ha sido nunca 
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justificado con argumentos exclusivamente jurí- 
dicos ; y es muy posible que el Derecho nada 
tenga que ver con este caso. En cambio, no faltan 
consideraciones políticas, ó de mera conveniencia, 
capaces de explicar el doble criterio que existe 
para legislar en forma diversa, por una parte, el 
suministro de armas, municiones, y otros mate- 
riales bélicos destinados á la guerra terrestre, y 
por otra, la construcción y venta de elementos ne« 
cesarios para las hostilidades marítimas. 

Una exposición completa del asunto no encuadra 
dentro de nuestros estudios. Fuera acaso necesario 
recurrir á disertaciones sobre la importancia pre- 
ponderante de la potencia naval en la vida interna- 
cional (i), y á opiniones técnicas sóbrela influencia 
decisiva de cierta clase de buques en los resultados 
de toda guerra marítima. Es sabido que la suerte 
de las hostilidades navales, en los tiempos moder- 
nos, depende casi exclusivamente de ciertas cir- 
cunstancias puramente materiales, como la mayor 
ó menor perfección de las máquinas de guerra. 
Por otra parte, la industria constructora de esos 
buques está monopolizada por cuatro ó cinco paí- 
ses, á los cuales deben recurrir los demás para 

(i) Mahan. 
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adquirir las fuerzas navales necesarias. Por consi- 
guiente, el poderlo militar, que es condición inelu- 
dible de la soberanía, el resultado de una guerra, 
y hasta los destinos de una nación, puede estar su- 
peditados á la compra oportuna de algunos buques. 
De aquí nace la obligación impuesta al Estado neu- 
tra), dentro de cuyo territorio puede encontrar uno 
de los beligerantes «1 medio de alterar completa- 
mente la fortuna de la guerra en qjne está empeñado. 
El artículo mencionado repite, en forma abrevia- 
da, las cláusulas del tratado de Washington, firma- 
do en 1871 por Inglaterra y Estados Unidos, para 
solucionar una serie de conflictos originados pre- 
cisamente por el caso que estudiamos. Este episo- 
dio de la vida internacional, conocido bajo el nom- 
bre de asunto del Alabama, tiene una importancia 
extraordinaria dentro de los fastos del Derecho de 
Gentes, no sólo por haber sancionado definitiva- 
mente uno de los principios fundamentales de la 
neutralidad, sino por constituir un argumento 
positivo en favor del arbitraje internacional. La 
historia de los conflictos del Alabama y el examen 
científico de sus consecuencias jurídicas han sido 
hechos, desde hace tiempo, en forma definitiva ( i ) ; 

¡i) Cushing, Pierantoni, Calvo, Bluntschli, etc. 
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no nos aventuraremos á modificar esas opiniones 
autorizadas, y es innecesario repetirlas aquí. 

Basta decir que, durante la guerra de Secesión, 
varios cruceros ^st^¿s/a5, armados y equipados en 
Inglaterra, ocasionaron ingentes perjuicios al co- 
mercio de los Estados Unidos. La cancillería de 
Washington, haciendo suyos los intereses de sus 
ciudadanos, reclamó de Inglaterra una fuerte in- 
demnización pecuniaria, fundada en la culpabili- 
dad indirecta que recaía sobre este país neutral, 
por haber tolerado en su territorio el armamento 
de los mencionados corsarios. Las negociaciones 
diplomáticas dieron por resultado el sometimien- 
to del caso á un tribunal arbitral, y la procla- 
mación de tres reglas imperativas, de acuerdo 
con las cuales habría de dictarse la sentencia. 
La primera y la tercera reglas de Washington 
han sido reproducidas casi textualmente por los 
artículos octavo y vigésimoquinto de la Conven- 
ción relativa á la neutralidad en la guerra marí- 
tima; y la segunda, en parte, en el articulo quinto 
déla misma Convención. 

La sentencia del tribunal arbitral, fundada en 
las citadas reglas, ha establecido jurisprudencia, 
si es licito expresarse así ; además, ha solucionado 
algunos problemas internacionales relacionados 
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con el caso principal ; los recordaremos posterior- 
mente. Hoy día las reglas de Washington, unáni- 
memente observadas en las guerras modernas, for- 
man parte de la ley internacional positiva, sancio- 
nada por la Conferencia de la Paz. 

58. No es posible pasar en silencio una curiosa 
tentativa, hecha en el seno de la Conferencia de La 
Haya, para derogar los principios consagrados so- 
bre construcción, armamento y equipo de buques 
de guerra en puertos neutros. La Delegación brasi- 
lera á la Conferencia, presentó un proyecto de reso- 
lución concebido asi : *4os buques de guerra en 
construcción en los astilleros de un país neutro 
podrán ser entregados con todo su armamento á 
los oficiales y tripulación designados para recibir- 
los, cuando su construcción haya sido encargada 
más de seis meses antes de la declaración de la 
guerra". 

El delegado argentino doctor Drago, combatió 
esta proposición en un discurso breve, pero nutri- 
do de sana doctrina. Estableció los fundamentos 
indubitables del caso, y declaró que si la Conferen- 
cia sancionase la proposición brasilera, tendría el 
triste privilegio de infligir un retroceso á los prin- 
cipios del Derecho de Gentes. '*Me limito, agregó. 
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á discutir la cuestión de principios, no pudiendo 
entrar en consideraciones de orden político, que 
por otra parte, son siempre transitorias". 

A pesar de la defensa de su tesis, hecha por el 
delegado brasilero Ruy Barbosa, la Conferencia 
rechazó la proposición. 

59. El artículo vigésimoquinto de la Convención 
sobre neutralidad en la guerra marítima dice : 
*'Las potencias neutras están obligadas á ejercer la 
vigilancia que permitan los miedios de que dispon- 
gan, para impedir en sus puertos ó radas y en sus 
aguas la violación de las reglas precedentes". Esta 
disposición se relaciona con la del artículo octavo 
antes referido, y emanan ambas del Tratado de 
Washington, que introdujo en el Derecho de Gen- 
tes la idea y la denominación de debida diligencia, 
aplicada al cumplimiento de los deberes de la 
neutralidad. 

Puesto que la Conferenciaba proclamado, como 
un deber positivo para el Estado neutro, el uso de 
la debida diligencia^ hubiera sido conveniente definir 
con claridad en qué consiste, y cuáles son las con- 
diciones que debe llenar. No nos ofrecen las Con- 
venciones una calificación general de las obligacio- 
nes derivadas de la diligencia, pero algunas de 
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sus disposiciones, convenientemente coordinadas, 
pueden solucionar el problema. 

Ante todo, la intensidad, diremos, de la diligencia 
que debe usar un Estado neutral, ha sido fijada en 
uno de los considerandos de la sentencia dictada 
por el Tribunal arbitral de Ginebra sobre las recla- 
maciones de Alabama. Dijeron los jueces que la 
debida diligencia debe emplearse por los gobiernos 
neutrales, en razón directa de los perjuicios que para 
uno ú otro de los beligerantes pudieran resultar de 
la falta de observación de los deberes de la neutra- 
H<íad. Ningún inconveniente hay en seguir apli- 
cando este criterio al cumplimiento de las obliga- 
ciones positivas de los Estados neutrales. Puede 
servir para juzgar todos aquellos casos en los cuales 
él uso internacional, ó las mismas Convenciones, 
no han establecido reglas estrictas de diligencia. 

La Conferencia de la Paz asigna diversos grados 
de eficacia á los medios necesarios para cumplir 
sus disposiciones. En los casos más importantes 
(presas capturadas en aguas neutras y equipo de 
buques) ordena al Estado '' emplear todos los me- 
dios de que disponga"; en otros (tránsito de heri- 
dos, estadía de buques) sólo le impone la adopción 
de las *' medidas necesarias ", ó las medidas que 
juzgue necesarias ; por fin, el citado artículo vigé- 
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simo quinto reduce la vigilancia del Estado neutral 
á los límites ^^que permitan los medios de que dis- 
ponga". 

Es evidente que si el neutral no dispone de me- 
dios eficaces para defender su situación, y cumplir 
los deberes correspondientes, todo el edificio legal 
edificado sobre los más severos dogmas de la neu- 
tralidad se desmorona. Hemos estudiado el punto 
anteriormente. 

No es posible fijar en qué consiste la debida dili- 
gencia, en cada una de las situaciones de la neutra- 
lidad. Dentro de la aplicación de sus propias leyes 
internas, y con los procedimientos habituales de 
su régimen administrativo, debe el Estado neutral 
encontrar los medios de cumplir sus deberes : y 
parece imposible, en justicia, obligarlo á más. Sin 
embargo, la escrupulosa conservación de la neu- 
tralidad impone, en casos especiales, ciertos debe- 
res de vigilancia extraordinaria. 

En cuanto á las relaciones directamente deriva- 
das de las hostilidades, tales como la obligación de 
internación y desarme, la debida diligencia consis- 
tirá en la aplicación de los diversos procedimien- 
tos usuales, sancionados algunos de ellos por la 
Conferencia. La internación de beligerantes asila- 
dos, ó salvados por el neutro se reduce á impedir 
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su vuelta al ejército combatiente, durante la dura- 
ción de las hostilidades. Puédela potencia neutra] 
señalarles una residencia fija, ó recluirlos en recin- 
tos fortificados ; puede asimismo otorgar á los 
oficiales su libertad bajo palabra de no participar 
en la guerra, quedando librados á su criterio los 
límites y condiciones de esta concesión. 

Las prácticas internacionales responsabilizan a] 
gobierno neutro cuando el oficial internado falte á 
su palabra; el Japón apresó, y mantuvo prisionero, 
al comandante de un buque ruso, quien después 
de asilado en China bajo su palabra, intentó diri- 
girse á Rusia ; el gobierno de Washington reclamó 
y obtuvo la devolución de un oficial ruso que re- 
gresó á su patria, violando su palabra empeñada 
de permanecer en los Estados Unidos de Norte 
América. 

El Estado neutral debe mantener á los beligeran- 
tes internados dentro de su propio territorio, y los 
gastos de su alojamiento, alimentación, etc., deben 
serle restituidos después de la guerra. Durante las 
hostilidades ruso-japonesas ha sido práctica cons- 
tante no autorizar la vuelta de los internados á sus 
hogares, salvo en ciertos casos individuales, y 
siempre con el consentimiento previo, pedido por 
el neutral, de la potencia enemiga de los asilados. 
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El desarme de los buques.de guerra consiste en 
inutilizarlos temporariamente para la navegación 
y las hostilidades, sin mengua de los cuidados 
necesarios para su conservación en buen estado ; 
en la guerra de 1904, después de arriado el pabe- 
llón de la nave, se extraían y llevaban á buen 
seguro los cierres de los cañones, el aparato pro- 
pulsor de los torpedos, y ciertas piezas esenciales 
de las máquinas. En algunos casos, fueron secues- 
trados los proyectiles ; en cambio, cuando tres 
navios rusos se refugiaron en Manila, declararon 
las autoridades de este puerto que sus maquina- 
rias quedaban suficientemente inutilizadas por la 
falta de combustible. 

Es atentatoria á la neutralidad, y especialmente 
al deber de desarme, la destrucción voluntaria de 
sus naves, ó de sus armas, hecha por los refugia- 
dos ; los tripulantes de un torpedero ruso, al llegar 
á un puerto chino, hicieron volar su buque, moti- 
vando este hecho una protesta por parte del Ja- 
pón. 

Las prácticas mencionadas, y otras que sería lar- 
go enumerar, constituyen precedentes dignos de 
tenerse en cuenta, porque contribuyen á la forma- 
ción de reglas positivas de Derecho Internacional. 
Las hemos citado á título de ejemplos prácticos de 
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la debida diligencia^ principio jurídico que no es 
siempre fácilmente definible, y que, como hemos 
visto, no es susceptible de ser reducido á fórmulas 
generales aplicables á todos los casos. 

6o. En cambio, es incontrovertible el hecho de 
que la falta de la debida diligencia en el cumplimien- 
to de sus deberes ocasiona al Estado neutral una 
responsabilidad que puede traducirse, en ciertas 
circunstancias, en una compensación pecuniaria. 
Existe, pues, una verdadera sanción para esa ne- 
gligencia, y el caso del Alabama lo comprueba ple- 
namente. 

En 1812, la fragata inglesa Nevens apresó en 
aguas argentinas al buque mercante americano 
Hope. El gobierno de Washington reclamó del 
nuestro una indemnización pecunaria, fundada en 
nuestra tolerancia de un hecho atentatorio á la 
neutralidad argentina ; aunque el resultado deesas 
gestiones no fué satisfactorio para el reclamante, 
no es posible negar su derecho para hacerlas. 

La sentencia del Tribunal arbitral de Ginebra 
ha fijado definitivamente el alcance y las limitacio- 
nes de las compensaciones pecuniarias, exigibles 
por razón de negligencia en el cumplimiento de 
las obligaciones de la neutralidad. Sólo son indem- 
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nizables los perjuicios materiales directos infligi- 
dos á los nacionales del beligerante ; de modo que 
no es concebible reclamo alguno por daños ocasio- 
nados al Estado. Estos últimos no son compensa- 
bles en dinero. 

61. Puede relacionarse con el Estado neutral, en 
ciertos casos, la disposición contenida en el ar- 
tículo decimonoveno de la Convención sobre neu- 
tralidad en la guerra terrestre. Establece el articulo 
que el material de ferrocarriles procedente del te- 
rritorio de potencias neutras, no podrá ser requisa- 
do y utilizado por un beligerante, sino en el caso y 
la medida en que lo exija una imperiosa necesidad, 
y será devuelto en cuanto sea posible ; dice asimis- 
mo que el país neutral podrá retener en compensa- 
ción el material ferroviario procedente del belige- 
rante, é impone la obligación reciproca de pagar 
una indemnización por su uso. 

La cláusula citada habrá de ser frecuentemente 
aplicada en una guerra entre naciones europeas, 
donde la red ferroviaria abarca todo el continente v 
donde las necesidades del servicio de comunicacio- 
nes internacionales transporta diariamente el ma- 
terial rodante desde unos á otros países. Nuestras 
líneas de ferrocarriles no están todavía ligadas, á 
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pesar de SU extraordinaria extensión, con los paí- 
ses vecinos. 

Una redacción printiitiva del artículo mencionado 
se refería al material ferroviario />er/enecíen/e á neu- 
trales. Esta fórmula era particularmente peligrosa 
para la República Argentina, puesto que la má- 
xima parte de sus vías férreas es propiedad de 
compañías transportadoras extranjeras ; á pesar 
de que los contratos de las sociedades con nues- 
tro gobierno autorizan á éste para utilizar militar- 
mente el material ferrocarrilero, el texto proyecta- 
do podía impedirlo en caso de guerra, ó servir de 
pretexto para reclamar una exagerada indemniza- 
ción, cuando terminara. La Delegación Argentina 
á la Conferencia hizo, por estas razones, una reser- 
va expresa al artículo decimonoveno, reserva que 
se omitió retirar cuando la redacción fué modifica- 
da en la forma arriba reproducida, que es perfec- 
tamente compatible con nuestros intereses. 

62. Podemos terminar la exposición de las con- 
secuencias jurídicas de la neutralidad, relativas al 
Estado neutral, diciendo que éste conserva la inte- 
gridad de sus relaciones normales con ambos 
beligerantes, en cuanto no están reñidas con la 
neutralidad misma. Mantiene vinculaciones diplo- 
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máticas, y guarda la fe de sus tratados, excepto 
aquellos que se relacionen con el régimen especial 
impuesto por las hostilidades. Un tratado de 
comercio, por ejemplo, regirá en todas sus cláusu- 
las, salvo en lo referente á las mercaderías consi- 
deradas como contrabando de guerra. Una con- 
vención aduanera no podrá aplicarse á puertos que 
resulten bloqueados ó cerrados por las operaciones 
de guerra. Es innecesario citar otros ejemplos. 

Una de las funciones diplomáticas de los neutrales 
en tiempo de guerra suele ser la protección de los 
nacionales de un beligerante que residan en el 
territorio enemigo. Los Estados neutrales, además, 
sirven de vehículo para las comunicaciones entre 
ambos beligerantes, exigidas por las hostilidades 
mismas, ó por las negociaciones previas á la paz. 
Estos servicios, inspirados en la comitas geníium, 
no alteran en modo alguno el régimen esencial de 
la neutralidad. 



CAPÍTULO VI 



LA PERSONA NEUTRAL 



Sumario: 63. Enunciación del problema. — 64. Las leyes 
internas. — 65. La ley internacional. — 66. Relaciones 
entre ambas. — 67. Servicio mil itar de los neutrales. — 68 . 
Conflictos franco-argentinos desde 1829 hasta 1850. 
— 69. Servicios civiles y humanitarios. — 70. Marine- 
ros. — 71 . Proveedurías y empréstitos. — 7a. Suminis- 
tro de armas. 

63. La situación jurídica del hombre, dentro del 
régimen de la neutralidad, depende exclusivamen- 
te de supropioalbedrío.Cadaindíviduo nacional de 
un país neutro puede elegir libremente su propio 
destino, y permanecer neutral, ó hacerse beligeran- 
te, según convenga á sus intereses ó á sus senti- 
mientos. La ley internacional ha reglamentado 
cuidadosamente este complicado tema, y clasifica- 
do cada uno de los actos cuya ejecución individual 
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es causa creadora de relaciones jurídicas relativas 
á la matería que estudiamos. 

La neutralidad de las personas está regida por 
las leyes internas de cada país, y por el Derecho 
Internacional. Nos ocuparemos someramente de 
las primeras, y sólo en cuanto conciernan directa- 
mente al propósito de la presente obra. En cuanto 
al Derecho Internacional, conocemos de antemano 
algunos de sus principios relativos al caso. En los 
parágrafos 30 y 31 hemos expuesto la definición 
general del individuo neutral, adoptada por la Con- 
ferencia de La Haya ; hemos recordado al mismo 
tiempo las dos normas fundamentales, estableci- 
das por las Convenciones : i® irresponsabilidad del 
Estado por la máxima parte de los actos atentato- 
rios á la neutralidad, cometidos por sus naciona- 
les; y 2^ existencia, para estos mismos actos, de 
una sanción impuesta por la ley internacional. 

Tócanos ahora examinar: i** cuáles son los actos 
que privan totalmente á una persona délas prerro- 
gativas inherentes al carácter de neutral, y 2® cua- 
les son los actos, generalmente lícitos ante las leyes 
internas, pero ilícitos ante la ley internacional, 
que exponen al individuo que los ejecuta á repre- 
siones ó castigos de diversas especies. 

Dentro de la primera categoría citada, estudiare- 
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mos especialmente los servicios militares ó de 
otra clase prestados directamente por la per- 
sona neutral á un beligerante. Al tratar de la 
segunda, expondremos la doctrina general sobre el 
comercio neutro, y sus restricciones : venta de 
contrabando de guerra, ejercicio del derecho de 
visita, imposición del bloqueo, y por fin, captura, 
enjuiciamiento y condena de los buques culpables 
de haber violado la neutralidad. 

La Conferencia de La Haya no ha conseguido 
sancionar leyes relativas á todos los problemas que 
acabamos de enunciar. Es en el presente capitulo 
donde se advierten las mayores y más importan - 
tes lagunas de las Convenciones. Trataremos de 
suplirlas, en cuanto sea posible, con ayuda del 
Derecho de Gentes consuetudinario; observare- 
mos, sin embargo, que los puntos omitidos, aun- 
que se relacionan estrechamente con la neutrali 
dad, no forman, en rigor, parte esencial de su ré- 
gimen jurídico. 

64. Muchos paises han sometido al imperio de 
leyes especiales, puramente internas, ó resultantes 
de pactos internacionales, las obligaciones de sus 
propios ciudadanos, relativas á la neutralidad. 
Hemos tenido, en la presente obra, varias oportu- 
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nidades de recordar la legislación inglesa y norte- 
americana, las más perfectas y completas que exis- 
ten sobre la materia. Además de los Foreignenlist- 
ment acts ingleses, y de la ley especial sobre neu- 
tralidad norteamericana, presentan ambos paises 
varios ejemplos de reglamentaciones contenidas 
en las declaraciones hechas por sus cancillerías 
con motivo del estallido de una guerra. Es digna 
de especial mención la proclamación del Presiden- 
te Grant en 1870. 

La República Argentina carece de leyes especia- 
les sobre neutralidad; no es tampoco fácil extraer, 
de todo el contenido de sus leyes generales, un 
número de preceptos adaptables á todas las conse- 
cuencias legales que una guerra entre dos potencias 
extranjeras puede ocasionar á nuestros ciudada- 
nos, á nuestros intereses económicos, ó á nuestra 
misma soberanía. Una ley de neutralidad argentina 
llenaría ciertamente una necesidad imperiosa. 

La ley de Justicia Federal de 1863 alude aciertos 
actos individuales que pueden alterar las relacio- 
nes de la República con otros países, ó exponer á 
los argentinos á represalias ; entre estos actos que- 
dan comprendidas algunas de las violaciones de la 
neutralidad, y las cortes de justicia podrían ampliar 
el significado de la ley, aplicándola á esos casos, 



y creando precedentes utilizables para formar un 
cuerpo de jurisprudencia completo. Las decisiones 
judiciales norteamericanas han acumulado duran- 
te un siglo una gran copia de casos, suficiente 
para que su digesto sea un verdadero y excelente 
tratado teórico- práctico sobre la neutralidad. Mien- 
tras la Corte argentina no tenga oportunidad de 
hacer otro tanto, habremos de conformarnos con 
la citada ley de 1863, aunque notoriamente incom- 
pleta. 

Otra ley, la especial sobre ciudadanía (1869), 
trataen sus artículos 8 y 9 de un caso aislado conexo 
con la neutralidad. Según su espíritu, ya que su 
texto no lo dice, el argentino que preste servicio 
militar á una nación extranjera, pierde en castigo 
los derechos inherentes á la ciudadanía, siendo 
necesaria una resolución del Congreso para resti- 
tuírselos. La ley citada se refiere á los argentinos 
que acepten "empleos y honores" de gobiernos 
extranjeros ; podemos incluir en esa enunciación 
á varios de los actos individuales atentatorios 
contra la neutralidad. Nuestro Congreso, confir- 
mando lo dicho, devolvió la ciud.i I mía á algunos 
argentinos que participaron c 1 guerra entre 
Chile y la alianza perú-boliviaña. 
Existen otras leyes argentinas sobre neutrali- 
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dad, más explícitas en sus términos, aunque res- 
tringidas en su aplicación. Nos referimos á los Tra- 
tados celebrados con Chile (1855), Brasil (1856), 
Bolivia (1868) y Perú {1874), los cuales, como todos 
los pactos internacionales debidamente ratificados, 
son Ley argentina. Contienen estos tratados una 
serie de disposiciones relativas á la neutralidad 
de cada una de las partes contratantes, para el 
caso de guerra entre el otro contratante y una 
potencia tercera. Los principios adoptados, some- 
ramente reproducidos, son : el pabellón neutro 
cubre la mercancia enemiga, salvo el contrabando 
de guerra ; la mercadería neutra bajo bandera ene- 
miga es libre, salvo también el contrabando de 
guerra : el pabellón neutro no salvaguarda á los 
combatientes enemigos ; el neutral puede navegar 
sin obstáculos por las aguas de ambos beligeran- 
tes ; no se considerará que un buque ha forzado el 
bloqueo, si no le ha sido notificado, y registrada la 
intimación en el pasaporte de la nave ; contienen 
además una lista de artículos calificados como con- 
trabando de guerra. 

Algunos de estos pactos internacionales son ante- 
riores á la célebre declaración de París de 1856, 
y el régimen que adoptan para la neutralidad es 
análogo en parte, y más completo en conjunto que 
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el sancionado en dicha declaración. Podemos, 
pues, citarlos como antecedentes honrosos en nues- 
tros anales diplomáticos, y reconocer la sagacidad 
y buen criterio científico de quienes los negociaron ; 
merece especial mención el Tratado con el Perú, 
cuyos artículos son un excelente código práctico 
de la neutralidad ; los recordaremos oportuna- 
mente. 

La neutralidad argentina no está pues legislada 
sino en cuanto á las guerras en que pueden ser par- 
te los países nombrados. Cualquier otro conflicto 
internacional darla lugar á la aplicación de las Con- 
venciones de La Haya, para juzgar las relaciones 
jurídicas originadas por el ejercicio de nuestros 
derechos y deberes como neutrales. Y en los casos 
donde las Con venciones silencian, que son por cier- 
to frecuentes é importantes, se utilizará el Derecho 
de Gentes consuetudinario y teórico ; es sabido que 
nuestras propias leyes le conceden eficacia en cier- 
tas situaciones, para fundar las decisiones de nues- 
tra justicia. 

De lo expuesto deducimos que la legislación in- 
terna relativa á la neutralidad puede manifestarse 
en tres formas : i* en un acto legislativo propia- 
mente dicho; 2** en una declaración de cancillería; 

y 3* en un pacto consensúa! internacional. 

n 
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65. La legislación de cada país, la municipal law, 
como dicen los escritores ingleses, soluciona el 
problema de la neutralidad individual de acuerdo 
con criterios que pueden ser puramente locales, 
difíciles de generalizar, y reñidos acaso con los 
preceptos establecidos por el Derecho de Gentes. 
Su estudio no forma parte, por consiguiente, de 
nuestro programa ; pero sus relaciones con la ley 
internacional, y los casos de interferencia entre 
una y otra, serán dilucidados en el párrafo si- 
guiente. 

La misma ley internacional no concierne sino 
incidentalmente á la persona neutral ; la mayor 
parte de las veces en que menciona á ésta, es para 
declarar que es ajena á su imperio, y para colocarla 
fuera de su sistema jurídico : tema que hemos ex- 
puesto en el capítulo tercero. Es lícito, en nuestros 
días, hablar de ley internacional ; las Convencio- 
nes de La Haya tienen el aspecto de una verdadera 
legislación positiva, creada por pactos consensúa- 
les. Cuando las Convenciones guardan silencio, 
como sucede en lo referente al comercio neutro, la 
ley internacional está representada por su exposi- 
ción teórica, y por su aplicación consuetudina- 
ria. 
Según el Derecho de Gentes, la persona neutral 
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y sus bienes se hallan fuera de la guerra ; ésta, 
de acuerdo con su reglamentación contemporánea, 
sólo concierne directamente á una categoría incon- 
fundible y limitada de individuos denominados 
beligerantes. No forma parte de éstos el neutral, ni 
soporta por consiguiente las consecuencias de las 
hostilidades, sino cuando voluntariamente ejecuta 
actos propios de la beligerancia, y en especial, 
cuando presta servicios militares á uno de los Es- 
tados empeñados en la guerra. Tal es, en síntesis, 
el principio adoptado por las Convenciones para 
regir una parte de la neutralidad individual. 

Conjuntamente con este principio, el Derecho 
Internacional ha legislado otra categoría de actos, 
que sin incluir entre los beligerantes á la persona 
que los hace, ni privarla de su carácter de neutral, 
la hacen pasible de ciertas medidas de represión. 
Así sucede cuando el individuo neutral, comercia 
en artículos de contrabando de guerra, ó cuando 
rehusa someterse á ciertas restricciones impuestas 
por las hostilidades, tales como el bloqueo. 

66. El solo hecho de existir dos leyes diversas, 
una interna y otra internacional, para regir la 
neutralidad individual, hace suponer la posibili- 
dad de divergencias ó antagonismos entre ambas. 
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La práctica del Derecho de Gentes oírece numero- 
sos ejemplos de casos en que asi sucede, y entre 
ellos, algunos que han originado graves conflictos 
diplomáticos. Es necesario, pues, buscar, dentro 
de las doctrinas jurídicas, un criterio general que 
nos permita ñjar : i* cuándo debe aplicarse exclusi- 
vamente !a ley internacional, ola ley interna; 2® 
cuando es admisible su aplicación conjunta;^ y 
cuándo, por fin, dada la existencia de leyes con- 
tradictorias, debe prevalecer la una sobre la otra. 
Este problema es tratado con mucha deficiencia 
por la mayoría de los juristas. Todos ellos estable- 
cen unánimemente el axioma de que las obligacio- 
nes internacionales de los Estados se fundan en el 
Derecho de Gentes, y no en sus leyes internas. Ho- 
lland, el reputado jurisconsulto de Oxford, ha con- 
densado sus estudios sobre el tema en tres reglas : 
la ley interna debe dictarse, si es posible, de modo 
que no contradiga á la ley internacional ; en caso de 
conflicto entre ambas, las leyes internas de cada 
país serán aplicadas por sus tribunales, excepto 
por las Cortes de presas, que aplicarán la ley in 
ternacional ; la responsabilidad de cada Estado 
por violaciones á los derechos de otro Estado, se 
juzgarán exclusivamente por la ley internacio- 
nal. 
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Las reglas de Holland, debidamente ampliadas, 
pueden servir de base á una generalización teóri- 
ca, relativa al problema, y aplicable al caso espe- 
cial de la neutralidad individual. El examen com- 
pleto y la demostración de este interesante asunto 
exigirán largas digresiones, ó quizá, una monogra- 
fía especial ; nos abstendremos de hacerlo. Por 
consiguiente, es sólo bajo las debidas reservas que 
nos atrevemos á establecer las cinco reglas si- 
guientes : 

!■ El Estado beligerante aplicará exclusivamente 
la ley internacional, para impedir ó castigar los 
actos individuales violatorios de la neutralidad ; 

2* El Estado neutral, con ese mismo objeto, 
aplicará exclusivamente sus propias leyes inter- 
nas ; 

3* La sentencia del tribunal neutro, aunque fue- 
se absolutoria, no exime en ningún caso al indivi- 
duo de la aplicación de la ley internacional, cuando 
su acto esté incluido dentro de la jurisdicción co- 
mún ó marcial del Estado beligerante. Ejemplo : 
el tráfico en artículos de contrabando de gue- 
rra ; 

4' La aplicación estricta de sus propias leyes 
faternas no exime al Estado neutral de la respon- 
sabilidad por los actos de sus nacionales, cuando 
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esta responsabilidad es impuesta por la ley inter- 
nacional. Ejemplo : el caso del Alabama ; 

5' Si el individuo neutral, culpable de violacio- 
nes á la neutralidad, habita ó es transeúnte en el 
territorio del Estado beligerante, éste le aplicará 
su propia ley interna, ordinaria ó marcial. 

Con estas cinco reglas, quedan dilucidados los 
problemas relativos á la legislación aplicable á la 
neutralidad individual. Nos limitaremos á añadir 
que la prevalencia de la ley internacional sobre la 
interna, en cuanto á la responsabilidad del Estado, 
es absoluta. Francia y Alemania modificaron sus 
preceptos constitucionales después de 1870, para 
adaptarlos al Derecho de Gentes, tal como fué 
practicado en la guerra. La Gran Bretaña renovó 
completamente su Foreign enlistment act, y otras 
leyes conexas, á consecuencia de los conflictos del 
Alabama, y con el propósito de evitar la repetición 
de casos análogos. 

67. La ley internacional, expuesta en las Conven- 
ciones de La Haya, autoriza á cada individuo para 
despojarse de su carácter de neutral, y convertirse 
en beligerante, como se ha dicho anteriormente. 
En los propios términos de su redacción, la Con- 
vención ha entendido referirse á la prestación 
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voluntaria de servicios militares ; pero nada resuel- 
ve para los casos en que el servicio militar es exi- 
gido del neutral por leyes del país beligerante. 
Con esto, enunciamos los términos de un grave 
problema del Derecho de Gentes, y es necesario 
dilucidarlo someramente, por su estrecha relación 
con la materia que estudiamos. 

Se discute desde tiempo atrás el derecho de una 
nación para imponer el servicio militar á los extran- 
jeros residentes en su territorio. Un proyecto de 
reglamentación de la neutralidad, presentado á la 
Segunda Conferencia de la Paz, resolvía el caso, 
junto con todos los detalles relativos á la persona 
neutral y sus bienes. Este proyecto completo fué 
aminorado sucesivamente por reservas ó enmien- 
das propuestas por otras naciones, hasta quedar 
reducido á su forma actual, evidentemente trunca 
tres artículos (17, í8y 19) referentes los dos prime- 
ros á la pérdida de la neutralidad por actos volun- 
tarios, y el tercero al régimen de los ferrocarriles. 
El problema queda pues sin solución; la Conferen- 
cia, en su acta final, ha emitido el voto de que las 
Potencias celebren convenciones particulares para 
regir las obligaciones militares de los extranjeros 
establecidos en sus territorios. 

Los tratadistas de Derecho Internacional están 
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conformes en autorizar á los Estados para exigir 
de los extranjeros la prestación de servicios mi- 
litares ó policiales, en ciertos casos determinados : 
alteraciones del orden interno, defensa contra 
tribus salvajes. En la práctica, no es este un prin- 
cipio uniforme ni reconocido; antes bien, son fre- 
cuentes los casos de reclamaciones diplomáticas 
entabladas para libertar á los subditos de una po- 
tencia retenidos en las filas de un ejército extran- 
jero. Un caso famoso en la historia argentina en el 
conflicto con Francia, ocurrido en la primera mi- 
tad del siglo pasado, á consecuencia precisamente 
de la aplicación 'de nuestras leyes sobre servicio 
de los extranjeros en las milicias. Aunque en su 
largo desarrollo el conflicto Franco-Argentino ad- 
quirió el carácter de una verdadera intervención 
política en las luchas civiles de ambas orillas del 
Plata, merecen relatarse con toda concisión algu- 
nas de sus circunstancias, relacionadas con el 
tema que estudiamos. 

68. La ley argentina de abril lo de 182 1 (citamos 
estas leyes de acuerdocon la recopilación de Ange- 
lis) imponía á los extranjeros domiciliados el deber 
de alistarse en los cuerpos de milicias ; era esta 
una prescripción renovada de un Bando Directo- 
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rial de 1815 (i). El 17 de diciembre de 1823 sancio- 
nábase otra ley general sobre organización de 
las milicias, que sólo exceptuaba del enrolamiento 
á los extranjeros transeúntes, ó venidos al país con 
contratos de inmigración, estos últimos según de- 
creto de 7 de diciembre de 1822. En medio de los 
disturbios que sucedieron al fusilamiento de Do- 
rrego, el gobierno improvisado en Buenos Aires 
recurrió, entre otros medios para su propia defensa, 
y para el mantenimiento de la tranquilidad social, 
á la creación de un batallón denominado Amigos 
del Orden (2), compuesto por los extranjeros llama- 
dos al servicio por disposiciones legales anteriores. 
El 28 de abril de 1829 dictóse un nuevo decreto co- 
rroborando con imposiciones de multas el cumpli- 
miento de esas leyes. 

El cónsul británico reclamó la exención de sus 
connacionales, en virtud de lo convenido en el tra- 
tado Anglo-Argentino de 1825 (art. 9), obteniendo 

( I ) Citado por Palomeque, en Orígenes de la Dipoma- 
cia argentina, Tomo II. Elsta obra contiene algunos valió* 
60S documentos diplomáticos inéditos, que alcanzan hasta 
el año 1834. 

{a Decreto del 1^ de abril de 1829, citado por Palome- 
que. Las referencias á estas leyes, hechas en la obra de Pa- 
lomeque, se hallan obscurecidas por numerosos errores en 
sus fechas. 
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plena satisfacción á sus deseos. Siguiendo este 
ejemplo, el agente consular francés Mendeville 
protestó en términos poco amables contra el servi- 
cio militar de los franceses, pidiendo la disolución 
de los cuerpos en que militaban. El gobierno, con 
toda razón, contestó las comunicaciones del cónsul 
francés asegurando que, á íalta de un tratado aná- 
logo al celebrado con Inglaterra, los franceses como 
todos los extranjeros, se hallaban obligados á la 
prestación deservicios militares especificados. Los 
pocos historiadores que narran estos sucesos, y 
las mismas notas oficiales, olvidan mencionar que 
el privilegio de los subditos británicos correspon- 
día también á los chilenos, según lo dispuesto en 
el Tratado de alianza y amistad pactado con la 
república trasandina en 1826 (art. g). 

Hallábase á la sazón en el Rio de la Plata una 
escuadra francesa. El Vizconde de Venancourt, 
comandante de parte de ella, apoyó enérgicamen- 
te las pretensiones del cónsul Mendeville, y en 
vista del poco éxito de sus gestiones, se apoderó 
una noche de seis pequeñas goletas de guerra 
argentinas, ancladas frente á Buenos Aires. La 
empresa no ocasionó derramamiento de sangre: 
los buquecitos tenían escasísima tripulación y al- 
gunos estaban en esa oportunidad totalmente 
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desiertos ; uno de ellos tenía á su bordo un carga- 
mento de prisioneros políticos, que fueron pues- 
tos en libertad por los franceses. 

El atribulado gobierno unitario^ hostigado por 
todas partes, con las montoneras federales en las 
puertas de la ciudad, y un conflicto internacional 
en las aguas de su río, remedió parte de estos peli- 
gros como las circunstancias se lo permitieron. 
Firmóse con Venancourt unacapitulación,en cuyas 
cláusulas se establecía que los franceses no serían 
obligados por la fuerza al servicio de las armas ; 
con lo que terminó esta incruenta aventura. 

Los historiadores aluden muy someramente al 
episodio de Venancourt (i); su importancia no 
es sin embargo despreciable, puesto que la capi- 
tulación de 1829, aunque substancialmente nula é 
irrita (como decían entonces), sirvió de base á las 
reclamaciones del cónsul Roger, en 1838. Rosas 
heredó pues de gobiernos anteriores el conflicto 
con Francia; no corresponde á nuestros propósi- 
tos relatar su complicado desarrollo, los bloqueos, 
las cinco misiones diplomáticas enviadas al Río de 

(i) López le llama Venancour y Satdías, Vetancourt, 
Palomeque ha publicado parte de las notas cambiadas con 
motivo del incidente. Cf también el Annuaire historique 
universel pour 18 2g. París, 1830. 
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la Plata para solucionarlo, ni los interesantes pro- 
blemas de Derecho de Gentes relacionados con estos 
sucesos. A poco tiempo de iniciadas, las gestiones 
francesas olvidaron las reclamaciones por el servi- 
cio militar, y se complicaron en las luchas civiles 

# 
argentinas y uruguayas : tema propicio para abun- 
dantes consideraciones, que omitiremos. El resul- 
tado de la intervención francesa fué mediocre ; el 
tratado de 1840, firmado á bordo de La Boulonnat- 
se, reconocía en principio, y sometía al arbitraje, 
las reclamaciones de los subditos franceses, y ase- 
guraba á éstos, y á los argentinos, con perfecta reci- 
procidad, el tratamiento concedido por cada parte 
contratante á los subditos y ciudadanos de la na- 
ción más favorecida. El tratado Arana-Le Pré- 
dour, en 1850, fué un verdadero triunfo para la 
diplomacia de Rosas. Francia levantó el bloqueo, 
desalojó la isla de Martín García, devolvió los bu- 
ques capturados, y saludó el pabellón argentino 
con veinte y un tiros de cañón. Otra cláusula del 
tratado reconoció que '' la navegación del Paraná 
era una navegación interior de la Confederación, 
sujeta solamente á sus leyes" : se anulaban así ios 
resultados del combate de Obligado, donde triun- 
faron los franceses, sin mengua de la gloria argen- 
tina. 
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La doctrina sostenida por el gobierno de Rosas 
durante el conflicto, no difiere de la expuesta en 
1829 por el Ministro Anchorena, con motivo del 
incidente de Venancourt. Díjose entonces que el 
gobierno se reservaba el derecho de llamar al 
servicio de las armas, con el solo propósito del 
mantenimiento del orden, á los extranjeros á quié- 
nes aprovecharía su conservación. Las numerosas 
notas emitidas por la cancillería de Rosas se dis- 
tinguen con frecuencia por su sana doctrina y 
hábil redacción; y siempre, por su decidida firme- 
za en defensa de loque, en aquellas épocas, era un 
derecho innegable de nuestra soberanía. Actual- 
mente, la legislación argentina, tanto la interna 
como la resultante de pactos internacionales, ha 
cambiado totalmente las disposiciones relativas al 
servicio militar de los extranjeros. Pocos años 
después de la caída de Rosas, los tratados de 
amistad con Estados Unidos de Norte América 
{art. 10) y Bélgica (art. 9) establecían la absoluta 
<:xenc¡ón de los ciudadanos respectivos. Nuestra 
ley orgánica militar no solamente se abstiene de 
imponer servicio alguno á los extranjeros, sino 
-que los aleja de las filas de nuestro ejército. 

69. El problema jurídico, para cuyo esclarecí- 
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miento hemos hecho la digresión que antecede, 
permanece aún sin solución en la doctrina, y 
como hemos visto, en las prácticas internaciona- 
les. Puede afirmarse que el servicio exigido de 
los extranjeros por las leyes argentinas era un 
servicio de policía, y este ultimo, de acuerdo con 
la Convención sobre neutralidad en la guerra 
terrestre, artículo i8, no es asimilable á los actos 
de hostilidad cometidos en un guerra, ni su pres- 
tación despoja al individuo de su neutralidad. En 
igual condición se hallan los servicios de adminis- 
tración civil, prestados por neutrales á un Estado 
beligerante. 

La administración militar, y el conjunto de fun- 
ciones colectivamente designadas con el nombre 
de servicios militares auxiliares, deben ser consi- 
derados, á los efectos de la neutralidad, del mismo 
modo que la presencia en las filas del ejército. El 
Reglamento de 1899 sobre las leyes y usos de la 
guerra terrestre confirma esta opinión, al estable- 
cer el mismo tratamiento, en caso de captura, 
para los combatientes y no combatientes de un 
ejército beligerante. 

Los servicios humanitarios y religiosos no afec- 
tan la neutralidad de quienes los presten. 
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70. Es costumbre unánime, en las hostilidades 
sobre el mar, considerar como prisioneros de 
guerra á los tripulantes de buques mercantes cap- 
turados, aun cuando sean nacionales de potencias 
neutrales. Esta práctica es consecuencia de las con 
diciones especiales de la beligerancia marítima. 

La Conferencia de La Haya, en un Reglamento 
especial, relativo á ciertas restricciones al derecho 
de captura, ha modificado la situación de los ma- 
rineros neutrales, estableciendo que no serán apre- 
sados. Esta inmunidad no es extensiva á los capi- 
tanes y oficiales de la marina mercante, los cuales, 
para obtener su liberación, deberán comprome- 
terse por escrito á no servir, durante la guerra, en 
buques enemigos del captor. 

71. La provisión de víveres, materiales ó enseres 
destinados á la beligerancia, y los préstamos en 
dinero, han sido en todo tiempo considerados co- 
mo una ayuda eficaz para las operaciones de gue- 
rra. El dinero, especialmente, tiene una influencia 
todopoderosa sobre la preparación de las hostili- 
dades, su desarrollo, y su término. Jurídicamente 
considerado, un empréstito hecho por particula- 
res neutrales á un Estado beligerante puede asimi- 
larse al armamento y equipo de buques, y no hay 
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razón para no someter ambos casos al mismo ré- 
gimen legal. No lo entienden asi los autores de 
Derecho, ni la Conferencia. Los préstamos de di- 
nero se relacionan con diversos problemas legales, 
y es necesario hacer un examen conjunto, aunque 
somero del tema. 

Calvo, Bluntschli, Phillimore y Halleck opinan 
que un empréstito á favor de un beligerante com- 
promete la neutralidad del Estado en cuyo territo- 
rio se subscribe. En cambio, la mayoría de los 
tratadistas considera que es un acto lícito, y así 
resulta de la práctica internacional durante la 
guerra ruso-japonesa : Japón realizó en Inglaterra 
y Estados Unidos grandes operaciones financieras, 
y Rusia hizo otro tanto en Francia. 

Pero la doctrina y las cancillerías no pueden 
confundir los empréstitos propiamente dichos, con 
las contribuciones pecuniarias gratuitas, caracte- 
rizados unos y otras por el propósito de lucro, y 
por el deseo de cooperar al triunfo de un belige- 
rante, respectivamente. Aplícase á este caso la 
doctrina norteamericana del antmus, que expon- 
dremos con mayores detalles más adelante ; y son 
consideradas como compatibles con la neutralidad 
únicamente las operaciones financieras hechas con 
el intento de obtener una ganancia. En 1823, con 
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motivo de un problema de esta clase, recabó el 
gobierno inglés la opinión de sus asesores legales, 
quienes establecieron claramente la diferencia 
apuntada, agregando que las subscripciones vo- 
luntarias ó donaciones eran contrarias á la neu- 
tralidad. 

A pesar de considerarse legítimos los emprésti- 
tos, debe cuidarse que su emisión y subscripción, 
y hasta la propaganda necesaria para su éxito, se 
hagan sin la connivencia, complacencia ó toleran- 
cia oficial del Estado neutro; el gobierno de 
Washington prohibió la entrega á sus destinata- 
rios, de circulares solicitando subscripciones de 
títulos japoneses, dirigidas á los subditos del Ja- 
pón empleados en algunas reparticiones oficiales 
norteamericanas. 

Es evidente que el Estado neutral no puede con- 
vertirse en prestamista del beligerante, ni garantir 
el préstamo. En 1816, un agente de Estados Unidos 
en Buenos Aires, llamado Devereux, propuso al 
Director Pueyrredón la idea de lanzar un emprés- 
tito en favor de nuestra guerra de la independen- 
cia, con la garantía del gobierno de Washington : 
el Secretario de Estado se apresuró á rechazar 
toda intervención en el asunto. Este caso es citado 
por Moore. 

'4 
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Las subscripciones gratuitas en favor de los he- 
ridos ó enfermos, ó para otros objetos humanita- 
rios, son perfectamente compatibles con la neutra- 
lidad. El dinero amonedado ó el papel moneda, ó 
cualquier otro objeto representativo de valores, los 
títulos y acciones, los certificados de haberse 
subscripto, los recibos que lo acrediten, y los de- 
más papeles de comercio, referentes á un emprés- 
tito, son contrabando de guerra, y están someti- 
dos al derecho de captura. 

La Conferencia de La Haya ha prescindido de 
establecer reglas para todas las situaciones jurídi- 
cas citadas. Ha declarado lícito el acto de prestar 
dinero á un beligerante, siempre que el prestamista 
no habite el territorio del otro beligerante ; idén- 
tica disposición adopta para los suministros 6 
provisiones de alimentos y otros objetos. La ex- 
cepción está justificada por su propio enunciado. 
No se concibe que un país empeñado en una g^ue- 
rra pueda tolerar que un individuo extranjero ven- 
ara á su propio territorio, y utilice sus propios 
ixvursos financieros y riqueza, para ayudar á su 
cnomígv"^. 

•i. I .A< obser vacíoncíí anterioras, á propósito de 
.>^< aprv^vivionair.icntos y errtprx'stitos, soo aplica- 
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bles al suministro de armas y material de guerra, 
hecho por particulares neutrales al Estado belige- 
rante. El material de guerra es calificado de con- 
trabando de guerra, y está sometido al régimen 
legal que más adelante expondremos, al tratar en 
general del comercio neutro en sus relaciones con 
los conflictos internacionales. Pero la importancia 
especial del tráfico de armas, municiones y enseres 
belicosos nos obliga á precisar cuáles son sus con- 
secuencias jurídicas respecto del individuo neutral, 
del Estado neutral, y del beligerante. 

La doctrina sobre este problema ha sido esta- 
blecida en forma inmejorable por nuestra canci- 
llería. Con motivo de la guerra del Pacifico (1879 
y 1880), el Gobierno Argentino fué objeto de soli- 
citaciones contradictorias, por parte de Chile y 
Bolivia, beligerantes enemigos. Chile requirió con 
insistencia qne nuestro gobierno impidiera el 
transporte de armas desde nuestras provincias del 
norte á Bolivia. En cambio, el ministro boliviano 
Quijarro, hombre peritísimo en la ciencia legal in- 
ternacional, pretendió obtener de parte de la Repú- 
blica Argentina la declaración de que " el comercio 
de tránsito con Bolivia quedaba en las mismas con- 
diciones anteriores á la guerra, sin prohibición ni 
restricción alguna." (Nota del 10 de agosto de 1880.) 
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Nuestro Ministro de Relaciones Exteriores, don 
Bernardo de Irigoyen, contestó (nota del 22 de 
diciembre de 1880) diciendo que ''el negocio de 
armas realizado por particulares, es de carácter 
privado, y no puede comprometer la política de 
los gobiernos. Es, en efecto, mdependiente de los 
gobiernos la acción de los particulares que hacen 
negocios de armas á título de empresas comercia- 
les, sin intención de venir en auxilio de uno y otro 
beligerante, y corriendo voluntariamente los ries- 
gos de la especulación en que se envuelven. Las 
leyes de esta República autorizan el comercio de 
armas, y los particulares han aprovechado de esta 
libertad, sin que el Gobierno Argentino haya al- 
canzado á impedirlo." 

Cierta frase de esa nota hace referencia á la 
intención de los individuos empeñados en el tráfico 
de material de guerra ; diremos en su oportunidad 
cuáles son los peligros é inconvenientes de subor- 
dinar los preceptos del Derecho Internacional á 
una circunstancia puramente psicológica, como la 
intención. Fuera de este pequeño error, y prescin- 
diendo también de una alusión, que nos abstene- 
mos de citar, á la diferencia legal entre el comercio 
ordinario de armas, y su exportación en grandes 
cantidades, la nota del doctor Irigoyen puntualiza 
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perfectamente los derechos correlativos del Estado 
neutral, del beligerante y del individuo. Sabemos 
que el Estado neutral sólo tiene responsabilidades 
en el caso de armamento y equipo de buques ; y 
concluiremos este punto, recordando que las fa- 
cilidades concedidas á los individuos por las leyes 
internas neutrales, no los eximen de las sanciones 
establecidas para sus actos por la ley interna- 
cional. 



CAPÍTULO Vil 



EL COMERCIO NEUTRAL 



Sumario: 73. Libertad del comercio neutral. — 74. Sus 
limitaciones. — 75. El contrabando de guerra en la Con- 
ferencia. — 76. Elstado actual de la cuestión. — 77. Re- 
glas del contrabando condicional. — 78. La preempción. 
— 79. El problema del contrabando y los intereses argen- 
tinos. — 80. Doctrinas nacionales. — 81. Doctrina del 
animus. -— 82. Derecho de visita. — 83. El bloqueo. Su 
efectividad. — 84. Notificación. — 8$. Violaciones del 
bloqueo. — 86. Las dos teorías sobre el bloqueo. — 87. 
Captura de buques neutros. — 88. Excepciones. --80. 
Destrucción de presas neutras. — 90. Juicio de presas. 

73. El más precioso de los derechos del indivi- 
duo neutral es, seguramente, el de comerciar con 
los beligerantes. Ese derecho, al mismo tiempo, es 
una de las más señaladas conquistas de la ley in- 
ternacional, y ha sido arrancado poco á poco de 
entre las garras de la beligerancia, mediante una 
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larga serie de luchas y conflictos, cuya síntesis é- 
influencia preponderante en la formación de la 
neutralidad hemos estudiado en el capítulo pri- 
mero. 

El comercio neutro en tiempo de guerra es siem- 
pre el más importante de los problemas interna- 
cionales, vinculado estrechamente á los intereses 
económicos de todos los países, y objeto de la 
atención continua de sus cancillerías. Es, al mismo 
tiempo, dentro de las doctrinas jurídicas, un tema 
interesantísimo, no sólo por su propia dificultad, 
sino por la de sus numerosas ramificaciones, y 
por la relación estrecha que existe entre las solu- 
ciones legales que le son aplicables, y la circula- 
ción de la riqueza universnl. 

Para dar idea de la extensión de los problemas 
relativos al comercio en tiempo de guerra, dire- 
mos que su estudio envolvería, entre otros mu- 
chos, los puntos siguientes : inmunidad de la pro- 
piedad privada, contrabando de guerra, derecho 
de visita, bloqueo, derecho de captura, destrucción 
de las presas neutras, organización y procedi- 
miento de losjuicios de presas, legislación aplica- 
ble^ indemnizaciones pecuniarias. Cuando el Dere- 
cho de Gentes logre establecer soluciones para cada 
uno de estos asuntos, y convengan las Potencias 
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en aceptarlas, se habrá transformado substancial- 
mente el aspecto de las guerras ; estamos, en 
nuestra época, en pleno movimiento hacia ese re- 
sultado, y la evolución continua de la doctrina y 
de los usos internacionales constituye, por cierto, 
un poderoso atractivo para intentar un examen de- 
tenido y completo de los problemas enumerados. 
No es este, sin embargo, el propósito de la pre- 
sente obra, indicado claramente en su título y en 
su prefacio. En rigor, puesto que limitamos nues- 
tros esfuerzos á la exposición é interpretación de 
las Convenciones de La' Haya, podríamos prescin- 
dir de todo comentario relativo al comercio neu- 
tral, ya que esta materia no ha sido aun incluida 
en las reglamentaciones establecidas por las Con- 
ferencias, Su estrecha vinculación con la neutrali- 
dad nos obliga, empero, á estudiarla someramen- 
te ; por otra parte, algunos de sus aspectos han 
sido objeto de debates en la Conferencia, aunque 
sin lograr concretarse en fórmulas definitivas. La 
exposición completa de cada uno de ellos exigiría, 
para cada caso, un libro voluminoso ; justo es de- 
cir, además, que aunque relacionados con la neu- 
tralidad, ei bloqueo, la captura» el juicio de presas, 
la visita, son en realidad operaciones de guerra, y 
deben incluirse en la parte del Derecho de Gentes 
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que trata de las hostilidades ; están, por consi- 
guiente, fuera de nuestro programa. 

La libertad del comercio neutral en tiempo de 
guerra es un principio jurídico relativamente mo- 
derno ; puede decirse que su aceptación universal 
data de 1856, y las guerras posteriores á esta fecha 
han ido elaborando poco á poco la jurisprudencia 
aplicable á cada una de sus consecuencias. En tér- 
minos generales, la libertad del comercio neutral, 
siempre que no afecte los derechos de la beligeran- 
cia, es absoluta, y comprende : i** el comercio pro- 
piamente dicho, compra y venta de mercaderías, 
explotación de industrias, etc. ; 2» el transporte de 
mercaderías desde el país neutral al beligerante y 
reciprocamente, y su consecuencia necesaria, el 
acceso de los buques neutrales á los puertos del 
país beligerante ; y por fin, el transporte á bordo 
de naves neutras de mercaderías pertenecientes á 
individuos del país beligerante. 

74. La salvedad establecida en la última frase 
del parágrafo anterior fija las limitaciones impues- 
tas al comercio neutral. Esta materia está regida 
por una doble serie de normas legales, á veces 
antagónicas : el derecho de los neutrales, y el de- 
recho de los beligerantes. Del conflicto entre ambos 
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ha nacido un conjunto de reglas prácticas, que son 
con frecuencia unatransacción entre intereses con- 
tradictorios, aunque ha sido evidente en la histo- 
ria de la neutralidad la diminución progresiva de 
los derechos de la beligerancia, y el aumento cre- 
ciente de los privilegios neutrales. Sin embargo, 
la última guerra ruso-japonesa se ha caracterizado 
por la recrudescencia de las pretensiones de los be- 
ligerantes, apoyadas por abusos de la fuerza, en 
algunos casos aislados, que recordaremos poste- 
riormente. 

Es evidente que el comercio puede, en ciertas 
circunstancias, influir en el desarrollo y duración 
de una guerra, alterar la situación respectiva de 
los enemigos, é interrumpir ó dificultar las opera- 
ciones militares. Nadie puede negar á cada beli- 
gerante el derecho de evitar que el ejercicio de las 
actividades comerciales individuales sea un obstá- 
culo para los altos propósitos de política ó de inte- 
rés nacional, que han originado el estallido del con- 
flicto. El suministro de armas y material de gue- 
rra, de víveres, carbón y otros objetos susceptibles 
de acrecentar el poder militar de un país, queda, 
pues, sometido álos actos de represión que juzgue 
prudente ejercer el beligerante á quien perjudica. 
Además, cuando por la acción eficaz de su fuerza 
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armada, un país ha logrado cerrar efectivamente la 
entrada á los puertos de su enemigo, será imposi- 
ble negarle el derecho de impedir el acceso de bu- 
ques neutros, que vendrán á proveer de víveres y 
prolongar la resistencia de la ciudad bloqueada. 
Es justo, al mismo tiempo, conceder al Estado 
beligerante la facultad de ejercer en alta mar la de- 
bida vigilancia para prevenir los agravios á sus 
intereses, cometidos por los neutrales. 

De lo expuesto, se deduce que el comercio neu- 
tral está sujeto á las siguientes restricciones : prohi- 
bición de transportar y vender los artículos gené- 
ricamente designados como contrabando de gue- 
rra ; prohibición de penetrar en los puertos efecti- 
vamente bloqueados ; y por fin, obligación de 
soportar la pesquisa y visita de los buques, realiza- 
da dentro de ciertas condiciones por el beligeran- 
te. Estas restricciones traen aparejada una sanción 
efectiva para quienes se substraigan á su cumpli- 
miento : la captura y confiscación de las mercade- 
rías y de los buques, sometida también á determi- 
nadas formalidades, que estudiaremos posterior- 
mente. 

75. El distinguido jurista alemán doctor Kriege ha 
dicho en el seno de la Conferencia de la Paz, que la 
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prohibición del comercio en artículos de contraban- 
do de guerra era, para las naciones beligerantes, 
una aplicación del derecho de legitima defensa. 

En cambio, la Delegación inglesa propuso á la 
asamblea la abolición lisa y llana de los principios 
que rigen el contrabando de guerra, manifestando 
al mismo tiempo que su gobierno estaba dispues- 
to á firmar, sobre esa base, tratados con las poten- 
cias que la aceptaran. 

Estos dos criterios extremos fueron objeto de 
detenida discusión, en la cual participaron algunas 
personalidades de la diplomacia y de la ciencia 
jurídica, y entre ellas, M. Renault, uno de los 
maestros del Derecho de Gentes. El debate de La 
Haya tiene especial interés, porque descubre los 
propósitos de varias cancillerías con respecto á 
esta materia, y porque contribuye afijar los térmi- 
nos principales del problema, en su enunciación 
más moderna. 

Puede afirmarse, á pesar de la imposibilidad de 
obtener un consenso unánime, que las naciones 
están conformes, en principio, en la redacción de 
una lista de objetos considerados como contra- 
bando absoluto, y á permitir á los beligerantes su 
captura y confiscación. Renault ha confeccionado 
esa lista, y podemos considerarla como la última 
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palabra en la materia. Las enumeraciones de artí- 
culos de contrabando absoluto no son, por cierto, 
un fenómeno nuevo en nuestra ciencia. Muchas 
obras doctrinarias y algunas declaraciones oficia- 
les y tratados internacionales contienen lórmulas 
con ese objeto ; entre los últimos, hemos citado á 
nuestro tratado con el Brasil, firmado en 1856. El 
concepto mismo del contrabando absoluto, que 
expondremos en el parágrafo siguiente, tiene hoy 
la fijeza de un axioma, á pesar de que los progre- 
sos de la industria aumentan todos los días el nú- 
mero de objetos á los cuales se aplica. 

Considerando la proposición inglesa como un 
voto algo prematuro y de difícil realización, y olvi- 
dando por consiguiente las adhesiones que recibió 
en la Conferencia, podemos reconocer que los 
principios del contrabando absoluto no ofrecen, en 
nuestros días, dificultades prácticas. No sucede 
otro tanto con el contrabando relativo ; varias po- 
tencias, á pesar de aceptar el primero, propusieron 
la supresión del segundo ; merece especial mención 
un proyecto de reglamento en este sentido, pre- 
sentado por la Delegación del Brasil. La dificultad 
para armonizar opiniones nacía de la propia inde- 
cisión de la ciencia jurídica, en lo que á esta clase 
de contrabando se refiere. Nunca ha sido definí- 
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do con exactitud, ni puede serlo, dada la compleji- 
dad de las circunstancias que sirven para caracte- 
rizarlo ; más adelante lo estudiaremos. 

Ante la imposibilidad de conciliar los términos 
del debate, Renault prefirió adoptar una solución 
intermedia, apoyada en una de las doctrinas jurí- 
dicas que iluminan esta materia. Tomando como 
base los principios del contrabando absoluto, y 
dando por aceptada una lista de los objetos que 
comprende, concede Renault á cada Estado belige- 
rante el derecho de declarar, al comienzo de la gue- 
rra, que extenderá ese calificativo á ciertos artícu- 
los no mencionados en la enumeración, y les apli- 
cará las medidas consiguientes. No parece posible 
negar, en nombre de dogmas jurídicos abstrac- 
tos, el derecho de cada país beligerantepara proce- 
der en esa forma ; sin llevar este privilegio al extre- 
mo de Rusia, que intentó considerar como contra- 
bando á ciertas substancias utilizables comoabonos 
para la agricultura. 

El mayor inconveniente para que los delegados 
á La Kaya obtuvieran un resultado satisfactorio, 
consistió en las prácticas tradicionales de algunas 
potencias, y en su poco deseo de sacrificarlas en 
homenaje á un pacto obligatorio, que habría coar- 
tado su libertad de acción para ocasiones futuras. 
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Es posible que otra Conferencia logre aunar las 
voluntades en favor de un régimen como el pro- 
puesto por Renault ; mientras tanto, queda el pro- 
blema sometido al Derecho de Gentes, y ñjadas 
las soluciones de cada caso por la jurisprudencia 
establecida, y por las disertaciones de los escri- 
tores. 

76. Es necesario precisar el estado actual de la 
cuestión del contrabando de guerra, reuniendo y 
unificando las opiniones de los autores modernos, 
y especialmente, recordando las aplicaciones prác- 
ticas hechas en las guerras recientes. Valiéndonos 
de estos elementos, nos atrevemos á sintetizar los 
diversos aspectos del problema, en la forma si- 
guiente. 

Desde Grocio hasta nuestros días, no ha variado 
substancialmente el concepto del contrabando ab- 
soluto, ni la distinción entre éste, y el relativo ó 
condicional. Grocio dividió las mercaderías en tres 
clases diversas: las exclusivamente utilizables para 
la guerra, las que eran susceptibles de aplicaciones 
pacíficas y belicosas, y por fin, las totalmente inú- 
tiles parala beligerancia. La separación entre unas 
y otras es aceptada por la mayoría de las procla- 
maciones lanzadas por las naciones al comenzar la 
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guerra; Rusia, sin embargo, parece haber olvida- 
do en 1904 esa clasificación tradicional. 

La definición deGrocio es susceptible de algunas 
reformas ; Kleen, y con él los Delegados á la Con- 
ferencia de la Paz, han establecido los calificativos 
del contrabando absoluto, diciendo que se consi- 
derarán como tal los artículos especialmente fabri- 
cados para la guerra y susceptibles de ser utilizados 
inmediatamente con ese objeto. Encerrada dentro de 
estos términos, es relativamente fácil reducir la 
idea del contrabando absoluto á una enumeración 
restrictiva. He aquí la propuesta por Renault : 

I*" Armas de toda especie, y sus piezas sueltas 
caracterizadas ; 

2*» Proyectiles y cartuchos de toda especie, y sus 
piezas sueltas, caracterizadas ; 

3® Pólvoras y explosivos de toda naturaleza ; 

4° Cureñas, armones, avantrenes, furgones, fra- 
guas de campaña y sus piezas caracterizadas ; 

50 Ropas y equipos militares caracterizados; 

60 Arneses de toda clase ; 

70 Animales de silla, tiro y carga ; 

80 Material de campamento y sus piezas sueltas 
caracterizadas; 

9** Material naval militar ; 

1 00 Placas de blindaje ; 
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II® Navios y embarcaciones de guerra, y las pie- 
zas sueltas caracterizadas ; 

12** Globos y sus piezas sueltas caracterizadas ; 

13** Instrumentos y aparatos, especialmente he- 
chos para la fabricación de municiones de guerra, 
para la fabricación y reparación de armas y del 
material militar terrestre, naval y aéreo. 

Esta lista, en sus números 3, 6, 7 y 12, compren- 
de mercaderías ancipitis usus, que en vigor, debie- 
ran estar clasificadas dentro del contrabando relati- 
vo ó condicional, junto con el carbón, los alimentos, 
el material telegráfico, las maderas de construc- 
ción, las substancias que, mezcladas, sirven para 
la fabricación de la pólvora, y otros muchos. Los 
ob]ctos ancipitis usus están definidos por su propia 
denominación, y constituyen contrabando apre- 
sable cuando reúnen estas dos condiciones: i<» ha- 
ber sido previamente declarados como tal por la 
potencia beligerante captora ; y 20 estar destinados 
para el uso de las fuerzas del beligerante. Esta última 
frase establece una distinción entre ambas clases 
de contrabando, puesto que el absoluto es apresa- 
ble por el solo hecho de estar destinado al territorio 
beligerante. 

Hemos tenido oportunidad de mencionar antes 
de ahora el Tratado de amistad firmado en 1874 
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entre la República Argentina y el Perú, que con- 
tiene en su texto una serie de disposiciones relati- 
vas á la neutralidad. Muchas de éstas se distinguen 
por el perfecto criterio científico que las ha inspi- 
rado; y su conjunto es, probablemente, la más 
completa y excelente reglamentación de la neutra- 
lidad marítima, que hasta nuestros días se haya 
expresado por medio de un pacto internacional 
obligatorio. El Tratado es obra del doctor Carlos 
Tejedor, cuyos méritos como jurista, diplomático 
y gobernante no serán fácilmente olvidados ; igno- 
ra, sin embargo, el público, que es autor de un ad- 
mirable proyecto de ley para regir la neutralidad 
argentina en las guerras civiles de los países veci- 
nos : creemos que esa notable obra legal permane- 
ce inédita. 

Haremos referencias írecuentes al Tratado de 
1874 ; la doctrina del presente parágrafo se halla 
corroborada por su artículo 21, inciso 5®, que dice : 
'' Los víveres que se destinan á las tropas n escua- 
dras enemigas " son contrabando, y su comercio 
queda prohibido. 

77. Las materias utilizables tanto para la guerra, 
como para empresas industriales ó consumos pa- 
cíficos, están pues sujetas á dos condiciones, para 
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que puedan ser consideradas como contrabando ; 
de aquí su nombre de contrabando condicional. La 
definición é interpretación de cada una de esas 
condiciones da lugar á numerosos problemas jurí- 
dicos; se discute especialmente el modo de esta- 
blecer cuando las mercaderías están destinadas á 
las fuerzas beligerantes. Varios criterios se han 
adoptado con ese propósito ; alguno de ellos, por su 
propia evidencia, hacen innecesaria toda explica- 
ción ; otros, en cambio, son objeto de controver- 
sias. Los enumeraremos. 

Se entiende que las mercaderías ancipitis usus 
serán aprovechadas por el enemigo para fines de 
beligerancia : 

i^ Cuando están consignadas directamente al Go- 
bierno beligerante, ó á ios jefes de sus fuerzas, ó á los 
proveedores militares y fabricantes de armas, etc. ; 

20 Cuando el barco que las conduce se dirige di- 
rectamente á puertos ocupados militarmente por el 
enemigo ; ó á los puertos donde tiene establecidos 
sus arsenales, astilleros y depósitos militares ; ó á 
los puertos que le sirven de base para sus opera- 
ciones militares y aprovisionamientos; ó á los 
puntos del alta mar donde se encuentran tempora- 
ria ó permanentemente estacionadas sus fuerzas 
navales, ó parte de éstas ; 
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3** Cuando la nave que los conduce se dirige á 
un puerto neutro, pero pueda probarse que el 
puerto neutro es sólo una escala del viaje, y que el 
destino ulterior y real del buque es alguno de los 
puntos nombrados en el número 2. 

40 Cuando el barco que las conduce se dirige al 
puerto neutro que sirve habitualmente para el 
tráfico internacional del Estado beligerante; espe- 
cialmente en los casos en que el Estado beligerante 
no tiene costas marítimas; 

La comprobación de la circunstancia expuesta en 
el número i constituye una plena prueba del des- 
tino hostil de las mercaderías, y autoriza su captu- 
ra y confiscación. Del mismo modo, las condicio- 
nes detalladas en el número 2 son una presunción 
innegable, y las prácticas internacionales están 
conformes en permitir la aplicación délos derechos 
de la guerra á los navios que se encuentren en 
tales situaciones. 

En cambio, la doctrina contenida en el número 3 
no está confirmada por una jurisprudencia uná- 
nime ; llámasele doctrina del viaje continuo, y ha 
sido aplicada, entre otros casos, á un barco deno- 
minado Springboky apresado mientras se dirigía 
en 1863 desde Europa á una isla británica del mar 
Caribe, cargado de contrabando de guerra. La 
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presunción de que el cargamento estaba destinado 
á los Estados Confederados, para ser utilizado en 
la lucha civil que dividía en esa época á los Esta- 
dos Unidos de Norte América, y la probalidad de 
que el puerto neutral, por su vecindad á las costas 
beligerantes, habría de servir para transbordar el 
contrabando á otro buque encargado de transpor- 
tarlo á su verdadero destino, motivaron una sen- 
tencia declarando buena presa al cargamento, 
aunque poniendo en libertad al Springbok. La teo- 
ría del viaje continuo ha sido posteriormente objeto 
de resoluciones contradictorias, aplicada unas ve- 
ces, y rechazada otras. Un fallo moderno de las 
Cortes inglesas de Almirantazgo exige, para la 
validez déla captura, que el buque sea tomado m 
delicio, esto es, en el curso de su viaje hacia el 
puerto enemigo. 

La condición establecida en el número 4 equivale 
á substituir el criterio del destino del buque, por 
el del destino del cargamento ; es evidente que cuan- 
do un Estado beligerante no tiene salida directa al 
mar, habrá de valerse de puertos neutrales para 
proveerse de material de guerra. No es posible, en 
estos casos, negar al beligerante el derecho de in- 
terceptar el contrabando. Abisinia y las Repúbli- 
cas Sudafricanas, países mediterráneos, recibían 
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por el puerto francés de Djibuti, la primera, y las 
segundas por el puerto portugués de Lourenzo 
Márquez, las armas necesarias para sus guerras 
con Italia eu 1896, y con Inglaterra en 1899, ^^^' 
pectivamente. Estas dos potencias europeas apre- 
saron, y sometieron á juicio, varios barcos cargados 
de contrabando, destinados á los citados puertos 
neutrales; las cortes italianas, en el caso del Doel- 
wijk^ uno de estos barcos, lo declararon buena 
presa, en virtud de ser beligerante el destino ulte- 
rior de las mercaderías. 

El Tratado argentino-peruano de 1874, en su ar- 
tículo 22, autoriza la captura del contrabando cuan- 
do el buque que lo conduce se dirige á un puerto 
enemigo; esta amplísima facultad está explicada 
por que el Tratado sólo acepta al contrabando ab- 
soluto, dentro de cuyo concepto enumera algunas 
materias ancí/>t7iSMsttó, tales como los víveres, como 
hemos visto, y el combustible destinados á las na- 
ves de guerra ; en cuanto á las armas, el Tratado 
ha adivinado la modernísima definición de Kleen 
y otros autores : son contrabando, dice, las armas 
y substancias manufacturadas y preparadas expre- 
samente para hacer la guerra. 

78. Los juristas, y algunas de las proposiciones 
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sometidas á la Conferencia de La Haya, conceden 
al Estado captor un derecho de preempción sobre 
las materias consideradas como contrabando con- 
dicional, cuando no sea posible determinar indu- 
dablemente su carácter, ó su destino actual y 
ulterior. En algunos casos, otorgan también la 
opción de comprar el barco inocente que conduce 
un cargamento confiscable; igual medida puede 
aplicarse á las mercaderías que no son contra- 
bando, capturadas conjuntamente con un carga- 
mento que lo es en su máxima parte. Las compli- 
caciones de esta materia son innumerables ; la 
magnitud de los buques mercantes modernos, sus 
viajes continuos á puertos de varias nacionalida- 
des, la diversidad de la carga que llevan, y el 
número crecido de sus destinatarios, hacen parti- 
cularmente difícil la adopción de reglas jurídicas 
aplicables á todos los casos. El estudio de estos 
problemas concierne sólo indirectamente á la neu- 
tralidad. 

La Suprema Corte Argentina, en un caso de con- 
trabando de guerra, ha establecido una jurispru- 
dencia merecedora de severas críticas (Fallos, 
1865, IV, 245-6). Un cargamento de fusiles destina- 
dos al Gobierno del Paraguay, y embarcado en 
Buenos Aires seis días antes de la declaración de 
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nuestra guerra con esa potencia, fué detenido en 
Corrientes y conñscado. Al conocer en grado de 
apelación de la sentencia de primera instancia, 
declaró la Suprema Corte que el contrabando de 
guerra embarcado antes de la ruptura de las hos- 
tilidades no es apresable ; y que el uso de los fusi- 
les por el Gobierno Argentino fué una expropiación 
por causa de beneficio público. No sólo es apresa- 
ble el contrabando embarcado antes de la guerra, 
sino que es, precisamente, uno de los casos usua- 
les de captura legítima. Nuestro Gobierno confiscó 
lisa y llanamente, como era de su derecho, los 
fusiles destinados á su enemigo ; no fué un caso de 
expropiación ó preempción, sino de buena presa, 
en virtud de los principios indiscutibles sobre el 
contrabando absoluto. La Corte, además de estas 
lamentables equivocaciones, condenó al Gobierno 
al pago del precio que los fusiles hubieran obtenido 
en el Paraguay, con más sus intereses. 

79. Varios de los problemas relativos al contra- 
bando de guerra interesan de cerca á la República 
Argentina ; el carácter esencialmente internacio- 
nal de nuestro comercio, el transporte de nuestros 
productos, colocado exclusivamente en manos de 
extranjeros, la misma índole de nuestra produc- 
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ción, y nuestra notoria necesidad de hierro, carbón 
y artículos manufacturados, son circunstancias 
que debemos estudiar, en sus relaciones con los 
principios jurídicos de la neutralidad. 

Cuando Inglaterra propuso á la Conferencia de 
la Paz la abolición de los principios consuetudina- 
rios sobre el contrabando de guerra, nadie hizo 
misterio sobre los motivos que inspiraron esa acti- 
tud. Dentro de los usos internacionales, la posición 
geográfica de las Islas Británicas es particularmen- 
te desfavorable, puesto que les es imposible valerse 
de los mismos medios de comunicación que las po- 
tencias continentales, para adquirir el material de 
guerra necesario. Las naciones del continente tie- 
nen expedita la vía terrestre para recibir armas, 
municiones, caballos y demás enseres belicosos ; 
este tráfico es perfectamente lícito, y se halla inmu- 
ne, salvo en el caso poco frecuente de ocupación 
del territorio beligerante por los ejércitos enemi- 
gos. La frontera de cada Estado beligerante, en 
sus puntos de contacto con los neutrales, sirve 
para la más fácil conducción del contrabando, y 
hemos visto que el Estado neutral no está obli- 
gado á impedirlo dentro de su propio territorio. 
Por otra parte, dados los principios generales de 
la guerra terrestre, la confiscación del contraban- 
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do, aun en el caso de caer en manos del ene- 
migo, está sujeta á serios inconvenientes, cuando 
no se pruebe que es propiedad oficial. Inglaterra, 
en cambio, habrá de transportar por agua los ele- 
mentos necesarios para la guerra, burlando la vi- 
gilancia de los buques enemigos, y arriesgando la 
captura y confiscación de objetos que le son ne- 
cesarios. 

Pues bien, la República Argentina se encuentra 
en el mismo caso. A los efectos del tráfico interna- 
cional, podemos considerar que somos una isla, ya 
que la máxima parte de nuestro intercambio se 
hace con Europa por la vía de agua. El transporte 
de mercaderías á través de nuestras fronteras te- 
rrestres es de menor importancia, y no por cierto 
en las naciones vecinas habremos de obtener los 
materiales de guerra que necesitamos. Obligados 
á recurrir á Europa para adquirir nuestras armas, 
municiones y carbón, su tránsito por el Atlántico 
será propicio para que un enemigo poderoso, sin 
mayores esfuerzos y sacrificios, nos reduzca á la 
impotencia. 

Otros peligros iguales amenazan á los intereses 
argentinos, en ciertas circunstancias posibles. La 
indecisión del concepto del contrabando de gue- 
rra permite involucrar dentro de su denomina- 
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ción á los alimentos : y así se ha hecho efectiva- 
mente en las guerras modernas, como hemos vis- 
to. Ahora bien, según esta idea, la casi totalidad de 
nuestros artículos de exportación serían contraban- 
do de guerra, sujetos á la captura y confiscación. 
Imaginemos una gran conflagración europea, en 
la cual participe cualquiera de las potencias con- 
sumidoras de nuestro trigo y de nuestras carnes : 
y supongamos, como cosa muy probable, que esas 
mercaderías sean declaradas contrabando de gue- 
rra; la ruina de nuestra industria agro-pecuaria 
será una consecuencia inevitable. 

Además, es necesario tener presente que los pro- 
ductos de nuestro suelo, desde el momento mismo 
en que son arrancados, pasan á manos de gran- 
des empresas comerciales europeas ; según los 
principios adoptados por algunas potencias, esas 
mercaderías serán consideradas como propiedad 
de ciudadanos europeos, y capturables por el Esta- 
do que mantenga una guerra con la nación á la 
cual pertenezcan los exportadores de nuestra ri- 
queza. 

La totalidad de nuestro comercio de exportación 
salvo la parte pequeña que concierne á las repúbli- 
cas vecinas, se hace por medio de buques mercan- 
tes extranjeros. Estos, como sabemos, son buena 
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presa para el enemigo, y con ellos, irán á poder 
del beligerante las mercaderías argentinas. Las 
doctrinas jurídicas que califican de extranjeros á 
los productos argentinos, desde el momento en que 
son comprados en nuestro propio territorio, habrán 
de impedir que los tribunales de presas los consi- 
deren como neutrales, y los exceptúen de la confis- 
cación. Por otra parte, las inevitables demoras del 
juicio, y el transporte de la mercadería fuera de su 
destino, harán que, en el mejor de los casos, una 
sentencia absolutoria sea absolutamente inútil para 
impedir el detrimento á los intereses argentinos. 

La aplicación estricta de los principios jurídi- 
cos del contrabando de guerra está llena de peli- 
gros para la República Argentina. Una guerra 
europea puede ocasionar gravísimos trastornos á 
nuestra economía. Nuestro gobierno está pues es- 
pecialmente interesado en la abolición del contra- 
bando relativo, cuya aplicación nos es, en cualquier 
caso, perjudicial. 

En cuanto al contrabando absoluto, no podemos, 
sin mengua de nuestras necesidades, cooperar á 
la supresión de los principios que actualmente lo 
rigen. Las naciones sudamericanas se hallan todas 
en el mismo caso, puesto que ninguna fabrica en 
su propio territorio las máquinas de guerra nece- 
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sarias para la vida internacional. Una guerra entre 
dos potencias de nuestro continente, salvo cuando 
existan grandes desigualdades en su riqueza y 
población, estará probablemente subordinada en 
sus resultados á la posesión de mejores y más 
abundantes armas y buques, adquiridos en Euro- 
pa. Somos, como todas las repúblicas vecinas- 
importadores de material de guerra ; y la necesi, 
dad primordial para nuestros destinos, será la de 
evitar que nuestras armas sean capturadas por 
el enemigo, durante el trayecto hasta nuestros 
puertos. 

La comparación entre los principios jurídicos 
del contrabando de guerra y los intereses argen- 
tinos conduce á conclusiones que están, por 
cierto, fuera del Derecho. Nuestra única defensa 
contra los graves inconvenientes anteriormente 
señalados, consiste en el empleo de una fuerza 
naval suficiente para ejercer con eficacia los 
derechos inherentes á la beligerancia y á la neutra- 
lidad. Sólo pueden valerse de las facultades reco- 
nocidas por el Derecho de Gentes, aquellos Esta- 
dos que disponen de la potencia militar necesaria ; 
en efecto, los principios jurídicos aprovechan úni- 
camente al fuerte que puede usar de ellos ; el débil, 
neutral ó beligerante, hallará su propia ruina en 
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las más solemnes normas jurídicas, creadas por la 
fuerza, y subordinadas en su ejercicio á la fuerza 
misma. 

80. El concepto del contrabando de guerra es 
esencialmente elástico ; es susceptible de adaptar- 
se á las circunstancias especiales y diversas de los 
conflictos internacionales ; por otra parte, las con- 
diciones geográficas, militares, políticas ó econó- 
micas de algunos países han impuesto á sus go- 
biernos la adopción de normas de conducta tradi- 
cionales, dentro de la variable reglamentación de 
los principios legales que estudiamos. Han nacida 
asi verdaderas doctrinas puramente nacionales 
sobre el contrabando de guerra, aplicadas por las 
fuerzas militares, y reducidas á teorías académicas 
por los escritores de cada pais. 

Francia ha prestigiado en todo tiempo la supre- 
sión del contrabando condicional ó relativo : sus 
juristas Hautefeuilie, Ortolan y otros muchos re- 
presentan la doctrina llamada continental por los 
autores ingleses ; continental, esto es, propia del 
continente europeo y no de las Islas Británicas. 
Con los franceses están, entre otros, Heffler, Klu- 
ber, Martens, Kléen, y especialmente, el Instituto 
de Derecho Internacional, cuya sesión de 1896 pro- 
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clamó la abolición del derecho de capturar las ma- 
terias ancipitis usus, Rusia, al iniciar la guerra de 
1904, no hizo distinción entre las diversas clases de 
contrabando. En cambio, es de suponer que Fran- 
cia ha renunciado á su política habitual, al declarar, 
como lo hizo en 1885, que el arroz era contrabando 
de guerra. 

Inglaterra y Estados Unidos de Norte América 
reconocen y aplican la división grociana en contra- 
bando absoluto y relativo. Así resulta de las pro- 
clamaciones de neutralidad hechas por ambos go- 
biernos, del manual oficial sobre derecho de pre- 
sas usado por la marina de guerra británica (redac- 
tado por Holland), y de la abundantísima jurispru- 
dencia establecida por los tribunales de habla 
inglesa. 

81. Los Estados Unidos siguen por su cuenta 
ciertas doctrinas que les son, por decir así, perso- 
nales ; entre ellas, la del viaje continuo, anterior- 
mente mencionada, y la del anitmds^ que merece un 
somero examen. 

Siguiendo al juez Story, afirman muchos escri- 
tores norteamericanos, especialmente Dana y Whea- 
ton, que el criterio para discernir si una mercade- 
ría es contrabando de guerra debe fundarse en la 
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intención de su dueño, ó de la persona directa- 
mente interesada en su transporte y venta. Dicen, 
en apoyo de esta teoría, que no es justo prohibir á 
los individuos neutrales el comercio lícito en mer- 
caderías utilizables para la guerra, siempre que el 
comerciante se limite á realizar una empresa lu- 
crativa, sin ánimo de ayudar al beligerante. En 
esta forma, si las mercaderías han sido transporta- 

m 

das con animus vendendi, no son confiscables ; sién- 
dolo, en cambio, si se comprueba el animus belli" 
geraiidi. 

Esta doctrina es aplicada no sólo al tráfico de 
contrabando de guerra, sino á la subscripción de 
empréstitos, y á la violación del bloqueo ; es pues 
una fórmula general que comprende todo ó casi 
todo el sistema jurídico de la neutralidad. De acuer- 
do con ella, se ha intentado justificar la venta de 
buques de guerra hecha por particulares neutros 
á un beligerante; y sabemos que es esta una de 
las más graves violaciones de la neutralidad, crea- 
dora de responsabilidades, no sólo para los indivi- 
duos, sino para el mismo Estado neutral. Dijo el 
juez Story, en el caso de la Santisima Trinidad 
(véase el parágrafo 45), que la construcción y equi- 
po de buques de guerra, con intención de vender- 
los /wera del territorio neutro á cualquiera de los 
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beligerantes que quisiera comprarlo, era un acto 
legal de comercio neutral ; y que el barco mismo 
no debía estar sujeto á mayores consecuencias que 
las derivadas de su carácter de contrabando de 
guerra. 

El Tratado de Washington, y sus consecuencias 
diplomáticas y jurídicas (v. § 57) destruyen la opi- 
nión citada. En cuanto á la doctrina misma del 
animus^ generalmente rechazada por los autores 
europeos y por las cortes de presas, debemos de- 
cir que está en abierta contradicción con el espíri- 
tu y la práctica de las relaciones legales entre las 
naciones. No puede el Derecho de Gentes dar cabi- 
da entre sus principios á una circunstancia tan di- 
fícil de determinar, como las intenciones de una 
persona. Ni es sensato subordinar á una actitud 
mental individual, acaso mentida, los resultados 
de una controversia sobre neutralidad, que habrá 
quizá de provocar un conflicto entre dos naciones. 

82. Las reglas internacionales del contrabando 
de guerra forman parte esencial del régimen lega- 
vigente para el comercio de los individuos neutra- 
les con los países beligerantes. Por este motivo, las 
hemos expuesto con relativa prolijidad, intentando 

especialmente reproducir en forma concreta las 

16 
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nociones doctrinarias más modernas, y la jurispru- 
dencia reciente. No nos interesan en igual grado 
las otras restricciones al comercio neutral, la visi- 
ta, el bloqueo, la captura, enjuiciamiento y adjudi- 
cación de las presas. Son operaciones de beligeran- 
cia claramente caracterizadas, y su ejercicio, mo- 
dalidades y condiciones carecen de relación directa 
con la neutralidad. Pueden calificarse de meros 
accesorios de los principios del contrabando, pues- 
to que, excepto el bloqueo, son procedimientos 
militares destinados á impedir y castigar ese 
tráfico. 

Nos limitamos, pues, á reproducir las nociones 
contemporáneas sobre estos temas, recordando de 
paso que no forman parte, salvo el juicio de pre- 
sas, de las reglamentaciones adoptadas por la 
Conferencia de la Paz. 

Todo beligerante tiene el derecho de prevenir, 
dentro de ciertas condiciones, el transporte de ma- 
teriales bélicos destinados á su adversario. Por 
tierra, esta prevención no podrá realizarse sino en 
las regiones sometidas á la soberanía del belige- 
rante, ú ocupados militarmente por sus ejércitos. 

En cambio, la vigilancia sobre el tráfico maríti- 
mo es lícita, salvo cuando se ejerce en aguas per- 
tenecientes á un Estado neutral. La policía del 
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comercio puede, pues, hacerse en las aguas de 
ambos beligerantes, y en el alta mar. 

Esta facultad de prevención, concedida á los 
beligerantes, se denomina derecho de visita y pes- 
quisa, y tiene por objeto averiguar si los barcos 
mercantes neutrales son culpables de alguna viola- 
ción de las leyes internacionales : á esta clase de 
barcos está pues limitada la visita, y exentos de 
soportarla las naves de guerra neutras, y los con- 
voyes de barcos mercantes que viajen bajo custo- 
dia de un buque de guerra. Se presume en este 
último caso que la presencia del buque de guerra, 
y la afirmación de su comandante, son prueba 
plena de que el convoy no ha cometido atentado 
alguno contra la neutralidad. 

La visita es un acto de beligerancia ; por consi- 
guiente, sólo puede hacerse por las autoridades 
oficiales, encargadas según las prácticas moder- 
nas de llevar á cabo las hostilidades. Desde la abo- 
lición del corso, la vigilancia del mar está confiada 
exclusivamente á la marina militar regular ó 
auxiliar. 

Los procedimientos de la visita son sencillos. El 
buque mercante debe detenerse al recibir la inti- 
mación, que consiste en un cañonazo sin bala, ó en 
cualquier señal apropiada ; debe poner á disposi- 
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ción de los oficiales beligerantes todos los papeles 
de á bordo, y los medios de revisar el cargamento, 
si fuese necesario. El examen de los papeles (libros 
del buque, patente, pasaporte, documentos relati- 
vos á la carga y su destino) servirá para determi- 
nar si la nave conduce cargamento apresable, ó si 
ha violado, ó intentado violar un bloqueo. Cuando 
la documentación no estuviera en regla, ó fuera fal- 
sificada, ó no la hubiera, ú ofreciera duda sobre la 
nacionalidad del barco, su derrotero y su carga- 
mento, puede el beligerante pesquisar la carga, y 
en caso necesario capturar el buque. 

Nuestro Tratado con el Perú reglamenta minu- 
ciosamente la visita, y en especial las precauciones 
de orden y celeridad con que debe ser realizada. 
Entre otras medidas, dispone que en ningún caso 
se exigirá del neutral que vaya á bordo del buque 
reconocedor con el fin de exhibir los documentos, 
ni para ningún otro objeto. Esta regla ha sido pos- 
teriormente (1883) ratificada por el Reglamento de 
presas marítimas adoptado por el Instituto de De- 
recho Internacional (Annuaire, VI). Sin embargo, 
los usos internacionales no son siempre tan res- 
petuosos de derechos neutrales, llegando algunas 
potencias, y entre ellas Alemania y Dinamarca, á 
establecer en sus ordenanzas navales la obligación, 
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para el navegante neutral, de transportarse á bor- 
do de la nave visitante. 

Las prácticas de la visita fueron establecidas en 
el Tratado de los Pireneos (1659), y se han conser- 
vado con pocas modificaciones hasta nuestros días. 

Un caso reciente, ocurrido durante la guerra ru- 
so-japonesa, ilumina con ejemplos prácticos algu- 
nos délos principios relativos á la visita. El vapor 
mercante inglés Malacca fué detenido en el Mar 
Rojo, á dos millas y media de una costa neutra, 
por el crucero voluntario ruso Petersburg. Este 
último era un barco irregular, cuyo carácter beli- 
gerante fué objeto de largas discusiones : pertene- 
cía á la escuadra auxiliar del Mar Negro, y consi- 
guió pasar los Estrechos aparentando ser mercante, 
pero asumiendo, en cuanto llegó al Mediterráneo, 
todas las características de una nave de guerra. 

El Malacca fué apresado, tripulado por los capto- 
res, y conducido después de algunas escalas á 
Alger, donde fué pesquisado, encontrándose en sus 
bodegas un cargamento de explosivos pertenecien- 
tes al gobierno Inglés. Este incidente dio motivo á 
un cambio de notas diplomáticas, que tuvieron 
por resultado la libertad de la presa, no sólo por 
no conducir cargamento capturable, sino por 
haberse violado las reglas tradicionales de la visita. 
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En efecto, la visita se había realizado en aguas neu- 
tras, por un buque no autorizado para las opera- 
ciones de la beligerancia. Además, la pesquisa del 
cargamento, procedimiento previo á la captura, se 
había verificado mucho tiempo después de ésta, y 
en un puerto neutral. 

83. El bloqueo consiste en interceptar efectiva- 
mente, por medio de la fuerza, la entrada de un 
puerto enemigo ; sus consecuencias legales direc- 
tas hacen pasible de captura y confiscación á las 
naves neutrales que intenten ó consigan forzarlo, y 
á las mercaderías, sean ó no contrabando de guerra, 
que lleven á su bordo. El bloqueo es un derecho 
legítimo de la beligerancia. Durante nuestros con- 
flictos con Francia é Inglaterra, estas potencias se 
opusieron al bloqueo, hecho por nuestras naves de 
guerra, del puerto de Montevideo ; el gobierno de 
Rosas resistió, dentro de la medida de sus fuerzas, 
las imposiciones de los aliados, é hizo fracasar la 
misión especial de Ouseley y Defiaudis, exigiendo 
como base para las negociaciones el reconocimien- 
to del bloqueo. Es sabido cuál fué el resultado de 
esa actitud : el Archivo Americano (tomo II, núme- 
ro 22, noviembre 5 de 1845) reproduce las corres- 
pondencias cambiadas, que son un interesante 
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episodio de nuestra vida diplomática. Su coDse- 
cuencia ulterior ha quedado perpetuada en el ar- 
ticulo séptimo del tratado Franco-Argentino de 
1850, que dice : " Habiendo declarado el gobierno 
Francés... que si el curso délos acontecimientos 
acaecidos en República Oriental ha puesto á las 
potencias aliadas en la necesidad de interrumpir 
momentáneamente el ejercicio del derecho de gue- 
rra por parte de la República Argentina, es plena- 
mente admitido que los principios bajo los cuales 
han obrado, hubieran sido, en circunstancias aná- 
logas, aplicables á la Francia y á la Gran Bre- 
taña". 

Desde la declaración de París de 1856, ha queda- 
do unánimemente reconocida la efectividad del blo- 
queo, como condición necesaria para que los neutra- 
les tengan el deber de respetarlo. Han concluido, 
pues, los bIoqueosde/)a/)e/,ó sea la declaración pura- 
mente diplomática, hecha por un beligerante, de ha- 
liarse bloqueado un puerto enemigo. La efectividad 
del bloqueo puede caracterizarse de diverso modo : 
el peligro que habría en forzarlo, la presencia cerca- 
na de fuerzas navales para cerrar el acceso ó salida. 
No significa esto que los buques bloqueadores 
han de permanecer inmóviles, ni que su posición 
será inmediata á la costa. Nelson, el vencedor de 
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Tralalgar, sostenía que los buques bloqueadores 
no debían ser vistos desde la plaza cercada ; sabe- 
mos por nuestra propia experiencia, que la cerca- 
nía del bloqueador no es una regla absoluta. Bue- 
nos Aires ha sido efectivamente bloqueada por naves 
cómodamente ancladas en la rada de Montevideo ; 
como las circunstancias geográficas no han va- 
riado ni variarán, este hecho podrá repetirse, 
si carecemos de la fuerza necesaria para impedir- 
lo. El bloqueo de Buenos Aires (establecido en 
varias oportunidades desde 1838 á 1848) es citado 
por varios escritores europeos, sin que ninguno 
ponga en duda su legitimidad. 

La ciencia del derecho y las prácticas internacio- 
nales han adoptado dos doctrinas diversas para 
solucionar tanto el problema de la efectividad del 
bloqueo, como los demás que á esta materia se 
refieren. Los juristas continentales toman como 
base de sus teorías el respeto á los derechos neu- 
tros ; en cambio los escritores anglo-americanos 
se inclinan á favorecer, en primer grado, las pre- 
rrogativas de los beligerantes. Iguales divergencias 
se observan entre los gobiernos ; el estudio de este 
doble criterio, en sus múltiples aplicaciones, nos 
servirá para establecer las normas legales contem- 
poráneas sobre el bloqueo. 
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Calvo, Heffter, Ortolan, Fauchílle, Hautefeuille, 
el Instituto, y muchos otros autores continentales, 
sólo consideran efectivo al bloqueo caracterizado 
por algunas de las condiciones siguientes, ó que 
las reúna todas : los buques bloqueadores deben 
hallarse estacionados ; su posición debe ser tal, que 
cierren completamente la entrada, exponiendo á 
sus fuegos cruzados á toda nave que intente forzar 
la línea; por fin, la separación de los barcos blo- 
queadores, aunque temporaria, equivale al levan- 
tamiento del asedio, y otorga á los neutrales el de- 
recho de penetrar al puerto. En resumen, puede 
decirse que, según los citados juristas, el solo 
hecho de que un barco haya conseguido penetrar 
la línea, es prueba acabada de su inefectividad. 

En cambio, Holland, Phillimore, Westlake, Hall, 
Halleck, Wheaton, Oppenheim y los demás autores 
de habla inglesa, asi como la jurisprudencia de sus 
tribunales, consideran que basta conocer que hay 
peligro en forzar un bloqueo, para que éste sea 
efectivo. La regla inglesa tiene una laxitud tal, que 
caben dentro de ella todas las interpretaciones. El 
peligro puede ser grande ó pequeño, inmediato ó 
cercano ; puede atenuarse hasta hacerse despre- 
ciable. El criterio jurídico que representa habrá de 
considerar como legítimas todas las formas de blo- 
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queo, aun aquellas que el Derecho contemporáneo 
rechaza por ser notoriamente ineficaces. Sin em- 
bargo, la práctica inglesa y japonesa de bloqueo 
por medio de cruceros no es criticable, aunque 
difiere claramente del bloqueo clásico de los escri- 
tores continentales. 

84. La operación de guerra que estudiamos re- 
quiere, para producir sus efectos legales, una con- 
dición esencial : la notificación. Esta medida es la 
salvaguarda del comercio neutro inocente, que se 
abstendrá de correr la aventura de penetrar en las 
zonas donde tienen lugar las hostilidades, una vez 
que haya recibido la prevención necesaria. 

La notificación es de dos especies ; una concier- 
ne á las autoridades de la plaza, y es previa al 
establecimiento del bloqueo ; otra notificación debe 
ser dirigida á los neutros. Esta última es impres- 
cindible ; en cambio, aunque habitualmente practi- 
cada, la notificación al puerto bloqueado no debe 
clasificarse entre las leyes ineludibles del Derecho 
Internacional. 

La mencionada diversidad de teorías y prácticas 
internacionales se hace sentir también con motivo 
de la notificación del bloqueo. Algunos exigen una 
doble proclamación, general y especial, dirigida 
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la primera por la vía diplomática á las Potencias 
neutras, é intimada la segunda á cada uno de los 
buques que se acerquen á la linea de las hostilida- 
des. Francia, Italia, Suecia y otros países preten- 
den, á mayor abundamiento, que la notificación 
especial debe hacerse por escrito en el libro de la 
nave neutral. 

Por su parte, Inglaterra, Estados Unidos y Japón, 
sus juristas y cortes de presas, creen suficiente la 
notificación diplomática, considerando que la no- 
toriedad inherente á las operaciones de guerra, la 
presencia de buques beligerantes cerca de la plaza 
bloqueada, y el hecho mismo de que su acceso ha 
sido interrumpido, son elementos de juicio sufi- 
cientes para que los buques neutros no puedan 
dudar de la existencia del bloqueo, y se abstengan 
de penetrar en su líneas. Las cortes inglesas han 
puesto en libertad á las naves apresadas, cuando 
sus comandantes han conseguido probar que igno- 
raban el bloqueo. 

El Tratado argentino-peruano, en su artículo 24, 
acepta la necesidad de la notificación especial á la 
nave neutral que, ignorando la existencia del blo- 
queo, se aproxime á su línea ; y autoriza su captu- 
ra cuando, después de notificada, intentare entrar 
al puerto. 
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La Conferencia de La Haya ha examinado va- 
rías proposiciones sobre la fijación exacta de los 
limites de las zonas bloqueadas. Aunque no consi- 
guió la asamblea sancionar una reglamentación al 
respecto, la limitación del bloqueo es un príncipio 
legal reconocido, y ha sido aplicado en todas las 
guerras modernas. Generalmente, la extensión 
geográfica del bloqueo queda precisada al llevarlo 
á cabo, y notificada á los neutros, quienes tienen 
derecho para desconocerlo, si se intenta estable- 
cerlo sobre puntos indeterminados. En ciertos 
casos (bloqueo de Formosa por Francia en 1884), se 
ha afirmado que no impone obligaciones á los neu- 
trales un bloqueo declarado sobre 'Mas costas'' 
de una isla. 

85. ¿ Cuáles son los casos que constituyen viola- 
ciones de un bloqueo ? También sobre este punto 
divergen profundamente las doctrinas continentales 
y angloamericanas. Las primeras llaman ruptura 
del bloqueo únicamente al hecho de penetrar por 
fuerza ó sorpresa dentro de su perímetro ; la rup- 
tura en estos casos es, pues, algo más que una 
metáfora. Por su parte, las cortes inglesas y ame- 
ricanas han declarado buena presa á los buques 
capturados en las proximidades del bloqueo, por 
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el sólo hecho de cruzar en su cercanía, ó cuando 
desde el alta mar se dirigían al puerto clausurado. 
Al bloqueo se aplica especialmente la doctrina del 
viaje continuo, que hemos estudiado en su opor- 
tunidad. 

El bloqueo de la península de Liao-Tung y de 
Port-Arthur en 1904, cuya efectividad y regulari- 
dad no han sido puestas en duda, nos ofrece un 
ejemplo inmejorable de las normas jurídicas rela- 
tivas al caso. La escuadra bloqueadora se hallaba 
á distancia considerable de la costa; en cierta cir- 
cunstancia, intentando la nota rusa una salida, 
sólo encontró á los buques bloqueadores después 
de varias horas de navegación, á veintiuna millas 
del puerto. La línea misma era variable en su ubi- 
cación, y fácil de transponer; fueron numerosísi- 
mos los barcos que lograron penetrar á Port-Ar- 
thur, sin que esta circunstancia significara que el 
bloqueo no era eíectivo. Las Cortes japonesas de- 
cretaron la confiscación de buques capturados en 
situaciones que no constituían, ciertamente, delitos 
flagrantes de violación de la línea. 

86. La irreconciliable disparidad entre los usos 
y teorías relativas al bloqueo impidieron, é impe- 
dirán probablemente en el futuro, toda tentativa 
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para codificar esta materia. El jurista que, por 
razones de su nacionalidad, no se halla inclinado 
hacia las doctrinas anglo-americano-japonesas, ó 
hacia las adoptadas por los otros países europeos, 
lucha con reales dificultades para orientar su cri- 
terio entre temas tan complicados. De uno y otro 
lado existen argumentos académicos igualmente 
poderosos ; en cambio, las guerras que han tenido 
lugar desde mediados del siglo pasado demuestran^ 
con la evidencia de los hechos, que la ley interna- 
cional anglo-americana ha sido aplicada con más 
frecuencia. Lo cual significa, sin duda alguna, que 
estamos en presencia de uno de esos casos en los 
cuales la historia y la ciencia jurídica van creando 
progresivamente un conjunto de principios jurídi- 
cos, que serán algún día universalmente obli- 
gatorios. 

Actualmente, la aplicación de uno ú otro de los 
sistemas relativos al bloqueo depende exclusiva- 
mente de la fuerza naval de cada una de las poten* 
cias interesadas en una guerra. Las escuadras se- 
rán, pues, las más convincentes de las demostra- 
ciones en favor de esos dogmas legales ; y es 
evidente que su certidumbre, la excelencia de sus 
fundamentos y la perfección de su doctrina de- 
penderán de la mayor ó menor eficacia empleada 
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para aplicarlos. Asi sucede con la totalidad de las 
teorías fundamentales del Derecho de Gentes : du- 
dosas y criticables durante su gestación, se vuel- 
ven admirables en cuan tolas naciones, por motivos 
de imposibilidad militar, se ven obligadas á acep- 
tarlas. 

La fuerza, que es un concepto jurídico, decidirá 
cuál es el mejor de los sistemas legales sobre el 
bloqueo. Desde cinco años á esta parte las teorias 
anglo-americanas han hecho grandes progresos en 
el mundo científico, puesto que han sido adopta- 
das por otra gran potencia naval, el Japón. Tres 
poderosas escuadras las apoyan : esto nos induce 
á creer que son científicamente exactas. 

87. Hemos expuestos en las páginas precedentes 
la parte de los principios jurídicos del bloqueo que 
se relaciona con la neutralidad. En igual forma 
procederemos al hablar de la captura, dejando 
también de lado todas las circunstancias que, como 
acto de beligerancia, la caracterizan. De las obser- 
vaciones hechas en el presente capítulo se deduce 
que una nave mercante neutra es apresable: 

I"" Cuando participa en las hostilidades, por 
ejemplo, llevando noticias, ó transportando solda- 
dos beligerantes á su bordo ; 
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2* Cuando lleva contrabando de guerra ; 

30 Cuando intenta forzar un bloqueo, ó en el 
acto mismo de forzarlo, ó después de haberlo con- 
seguido; 

4** Cuando cruza ó permanece en las inmedíacio- 
Ines de un bloqueo ; 

50 Cuando, conociendo la existencia del bloqueo, 
se dirige deliberadamente hacia el puerto bloquea- 
do ; salvo en los casos de averías, peligro de nau- 
fragio, ó fuerza mayor ; 

6° Cuando desobedece la intimación de detener 
su marcha, hecha por un buque de guerra beli- 
gerante; 

70 Cuando resiste la visita y pesquisa, oculta ó 
destruye sus documentos, arroja todo ó parte de 
su cargamento al agua, ó en cualquier otra forma 
ofrece motivos de sospecha sobre su nacionalidad^ 
destino, propósitos y cargamento. 

Cada uno de estos motivos de captura ha sido 
anteriormente estudiado ; sólo exige una somera 
aclaración lo afirmado respecto del transporte de 
soldados beligerantes. La totalidad de los interna- 
cionalistas lo llama contrabando por analogía^ y le 
aplica el mismo régimen legal que á los otros 
casos de contrabando de guerra. Nos permitimos 
opinar que la ana/o^ia invocada es inexacta; que 
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la asimilación establecida entre ambos casos es 
equivocada; y por fin, que esa división del con- 
trabando de guerra es innecesaria y propicia á 
confusiones. 

El transporte de soldados beligerantes es, en 
realidad, un acto de hostilidad; es una ingerencia 
activa é indudable en las operaciones de guerra; 
es, por fin, una ayuda considerable prestada por 
el neutral á uno de los ejércitos combatientes. Por 
cualquiera de estas razones, dicho transporte equi- 
vale á una grave transgresión á los deberes de la 
neutralidad^ y hace pasible de captura á la nave 
que la comete. Creemos, pues que, para imponerle 
la merecida sanción, no necesita el beligerante 
perjudicado fundarse en un raciocinio dialéctico 
algo tortuoso, ni en similitudes más ó menos evi- 
dentes ; que tales cosas, y no otra, es en realidad 
la teoría del contrabando por analogía. 

El transporte de hombres-contrabando se presta á 
complicados distingos, y es objeto de minuciosas 
discusiones por parte de los juristas. El Tratado 
de 1874, tantas veces citado, resuelve inmejorable- 
mente el caso diciendo que es libre la conducción 
á bordo de naves neutrales, de ciudadanos belige- 
rantes, siempre que no estén en actual servicio del 
gobierno, ó destinados á él. 

»7 
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88. No nos interesan las formas, procedimientos 
y consecuencias de la captura ; tampoco, las ex- 
cepciones establecidas por el Derecho Internacio- 
nal. Éstas, salvo una, se refieren á los buques beli- 
gerantes y noá los neutrales. La segunda Conferen- 
cia de la Paz ha sancionado una Convención rela- 
tiva á ciertas restricciones al ejercicio del derecho 
de captura en la guerra marítima. Sus disposicio- 
nes sólo conciernen á los neutros en las circuns- 
tancias que, sin comentarios, enumeramos. 

La correspondencia neutra es inviolable (i), ex- 
cepto la dirigida á un puerto bloqueado ; en caso 
de apresamiento del buque que la conduce, el cap- 
tor deberá expedirla á sus destinos. Los paquetes 
postales neutros no están exentos de las leyes de la 
guerra marítima, aunque la Convención recomien- 
da que la visita habrá de hacerse sólo en caso de 
necesidad, y con la mayor celeridad posible. 

Los buques menores destinados al cabotaje y á 
la pesca no pueden ser capturados ; esta disposi- 
ción se reñere únicamente á los beligerantes. Los 
buques menores neutros, no son capturables por- 
que son neutros, salvo cuando se encuentren en 

( 1) La Delegación Argentina se singularizó votando, ella 
sola, contra la inviolabilidad de la correspondencia postal. 
Se trata, probablemente, de una distracción. 
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alguno de los casos enumerados en el parágrafo an- 
terior ; si así fuera, su pequenez no los librará de 
la captura. 

La Convención legisla también sobre el régimen 
de las tripulaciones capturadas ; nos hemos ocu- 
pado de este punto en el parágrafo 70. 

89. La captura sólo confiere al beligerante captor 
el derecho de conducir la presa á su propio terri. 
torio, y someterla á la decisión de un tribunal 
especial. Es pues, una simple facultad de deten- 
ción, sometida á una condición resolutoria. En 
rigor, el derecho sobre la presa nace en el momen- 
to de dictarse la sentencia que la confiscará, ó 
libertará, según los casos. 

No puede por consiguiente el captor apropiarse 
la presa ó destruirla. Tal es el axioma deducido 
lógicamente de la premisa que antecede. Sin em- 
bargo, las necesidades de la guerra, y algunos 
ejemplos recientes, otorgan al beligerante el dere- 
cho de hundir su presa, en ciertos casos especifi- 
cados. El reputado jurista Martens, hablando en 
su Tratado de Derecho Internacional sobre este 
tema, recordó que las ordenanzas navales rusas 
concedían á los oficiales de la marina de guerra la 
facultad de destruir los buques neutros captura- 
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dos, cuando sus propias condiciones de innave- 
gabilidad, la falta de carbón, la imposibilidad de 
tripularlos, ó la excesiva lejanía de los puertos 
rusos, hiciera inútil ó inconveniente su conser- 
vación. Reconoció Martens, sin negar la legali- 
dad de las reglas rusas, que su aplicación habría 
de levantar protestas por parte de los neutros, 
puesto que la especial situación geográfica del Im- 
perio obligaría á su escuadra á destruir sistemá- 
ticamente todas las presas que lograra hacer en 
ciertos mares. 

Muchos años después de publicada la obra de 
Martens, la guerra ruso-japonesa vino á confirmar 
sus observaciones. Durante el conflicto de 1904, la 
escuadra rusa de Vladivostok echó á pique varios 
buques neutrales, tomados en delito de transportar 
contrabando. Uno de ellos, el Knight Commander, 
barco inglés, dio origen á violentas discusiones 
diplomáticas, que hubieron de convertirse en un 
conflicto más grave. La flota rusa, una vez com- 
probada la naturaleza del cargamento que dicho 
buque llevaba, concedió diez minutos á su tripula- 
ción para abandonarlo, y lo hundió. Las cortes de 
presas, en dos instancias, confirmaron los proce- 
deres de los oficiales captores ; pero el gobierno de 
San Petersburgo, cediendo á los reclamos ingle- 
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ses, concedió uDa indemnización pecuniaria á los 
dueños perjudicados. 

Los juristas ingleses, los oradores parlamenta- 
rios, la prensa y el público británicos consideraron 
que la destrucción del Knight Cotnmander era no 
sólo un ultraje á Inglaterra, sino una inaudita vio- 
lación á los principios jurídicos de la neutralidad. 
Parece imposible acompañarlos en su indignación. 
Ante todo, es difícil hablar de principios jurídicos 
establecidos, en un caso* novísimo y sin preceden- 
tes en los anales del Derecho Internacional. Las 
destrucciones hechas por los rusos han originado 
un problema nuevo ; sólo se conoce, en los tiem- 
pos modernos, otro caso análogo, el incendio de 
dos buques apresados por los franceses en 1870 ; 
y este ejemplo justiñca los procederes rusos. 

Es necesario tener presente que cada una de las 
circunstancias enumeradas en las ordenanzas na- 
vales rusas es un caso de fuerza mayor; no le 
queda al captor, si no hunde su presa, otra alter- 
nativa que permitirle la realización de su tentativa, 
y desembarcar su cargamento ilegal allí donde lo 
llevaba. En el mejor de los casos, están frente á 
frente dos violaciones del Derecho de Gentes : el 
transporte de contrabando, y la destrucción de 
buques neutros. Hay que optar entre una y otra. 
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y no es de asombrarse si el beligerante elige la 
menos perjudicial para sus intereses. 

Podría solucionarse el problema autorizando la 
destrucción, pero obligando al captor al pago de 
una indemnización, cuando del juicio de presas 
resultare exento de la confiscación el buque 
neutral. 

En todo caso, deben salvarse los papeles de á 
bordo, y resjietarse la vida de los tripulantes. 

90. En el transcurso del presente capitulo, he- 
mos hecho frecuentes alusiones á los juicios de 
presas ; su jurisprudencia es una de las fuentes de 
los principios relativos á la neutralidad. Pero el 
funcionamiento de los tribunales de presas, su 
organización, procedimientos y leyes, no concier- 
nen á la materia que estudiamos. 

El propósito del juicio de presas es debatir con- 
tradictoriamente la validez de los motivos de la 
captura. El resultado legal de la sentencia, cuando 
es condenatoria, es decir, cuando declara que la 
presa fué buena, consiste en transferirla propiedad 
délo capturado al captor, generalmente al fisco. 

Cada beligerante juzga sus propias presas de 
acuerdo con sus propias leyes de forma. La ley de 
fondo aplicable es la ley internacional ; sin embar- 
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go, las cortes de presas no pueden prescindir, al 
dictar sentencia, de las leyes internas, especial- 
mente, de las ordenanzas navales militares. Cada 
uno de estos puntos ha dado motivo á detenidas 
controversias entre los escritores ; las pasaremos 
por alto. 

La Segunda Conferencia de la Paz ha sancionado 
una Convención que reglamenta minuciosamente 
la creación y funcionamiento de un tribunal inter- 
nacional de presas. Ha llenado en esta forma un 
ferviente voto, emitido por todos los escritores, y 
por el Instituto de Derecho Internacional. La Corte 
debe conocer, en grado de apelación, de las senten- 
cias dictadas por los tribunales beligerantes. Los 
neutrales, el Estado y los individuos, pueden recu- 
rrir ante ese tribunal supremo, en demanda de 
justicia. 

La ley que aplicará el tribunal internacional es 
de tres especies ; ante todo, juzgará de acuerdo 
con los pactos entre las potencias interesadas, si 
los hay ; en segundo grado, aplicará el Derecho de 
Gentes; y en silencio de éste, fundará sus senten- 
cias en los principios generales del derecho y de la 
equidad. 

Hemos visto que, precisamente sobre los puntos 
que formarán la mayoría de los casos sometidos á 
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la Corte, el Derecho Internacional sólo presenta 
doctrinas discutidas, antecedentes contradictorios, 
y reglas variables. El recurso á los principios ge- 
nerales del derecho y de la equidad habrá de ser, 
por fuerza, frecuente : y tal es la intención de los 
creadores de la Corte. Hase establecido un tribu- 
nal encargado no sólo de distribuir justicia, sino 
de afianzarla para el futuro, puesto que su autori- 
dad fijará precedentes, fácilmente convertibles en 
normas legales puras. La altísima misión confiada 
á la Corte es doble, judicial y legislativa. Podemos 
afirmar, desde hoy en adelante, que el Derecho de 
Gentes ha recibido un considerable impulso en su 
no interrumpida evolución, puesto que uno de los 
elementos formadores de la ley ha sido personifi- 
cado en una entidad colectiva universal, apta para 
ir cimentando» por medio de sentencias obligato- 
rias, los principios legales que sirven de funda- 
mento ala vida de relación internacional. 



CONCLUSIONES 



91. Los intereses económicos, representados por 
el comercio internacional, son en nuestros días la 
fuerza impulsora de la política. Sus múltiples ma- 
nifestaciones, creadoras de situaciones legales di- 
versas y complicadas, provocan con frecuencia 
debates de cancillería directamente relacionados 
con la esencia misma y con las aplicaciones prác- 
ticas de la neutralidad. El intercambio y adquisi- 
ción de la riqueza, móvil casi exclusivo de las gue- 
rras modernas, es por consiguiente uno de los 
fenómenos sociales cuya acción continua contribu- 
ye á la formación y modificaciones del Derecho, 

El silencio de la Conferencia de La Haya sobre 
los vínculos del comercio con el sistema jurídico 
que hemos estudiado en la presente obra, tiene una 
considerable importancia filosófica, si es licito 
hablar así. En efecto, la Conferencia ha retrocedi- 
do ante ciertos temas como el bloqueo y el contra- 
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bando, reconociendo que los principios legales 
susceptibles de regirlos no han llegado todavia á la 
necesaria madurez. La Asamblea de La Haya hubie- 
ra podido, á semejanza del Instituto de Derecho 
Internacional, proyectar un código teórico, perfec- 
to en apariencia, pero ineficaz en sus aplicaciones. 
En realidad, el Derecho de Gentes no tiene todavia 
reglas relativas á los problemas citados; tiene doc- 
trinas y antecedentes, pero no preceptos propia- 
mente dichos, caracterizados por su universalidad. 
Por consiguiente, las lagunas de las Convenciones 
sobre la neutralidad equivalen á reconocer expre- 
samente la existencia de otro Derecho de Gentes, ó 
por lo menos, de un conjunto de procedimientos 
extralegales utilizables para regir las relaciones 
entre los paises. 

Tal es la enseñanza de filosoña jurídica obtenida 
al examinar las Convenciones. Es lícito profundi- 
zarla, y contemplar la doble serie de consecuencias 
que lógicamente se desprenden de esa aparente 
paradoja. Veremos, por una parte, la severa orde- 
nación de un código obligatorio: y por otra, la 
atormentada gestación de las normas jurídicas, 
engendradas en el seno de la sociedad por la acción 
de fuerzas poderosas. 

La neutralidad es, pues, como la mayoría dr los 
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regímenes jurídicos internacionales, un fenómeno 
á la vez transitorio y permanente. Al lado de la 
fijeza inherente á la ley escrita, tiene la instabilidad 
de la ley consuetudinaria; las naciones beligeran- 
tes ó neutrales ajustarán su conducta, simultánea- 
mente, á las reglas convencionalmente pactadas, y 
á las movedizas inspiraciones de su interés, de su 
albedrio ó de su fuerza. Las mismas Convenciones 
son una mera inmovilización momentánea de las 
normas legales ; éstas, en medio de su constante 
evolución, han sido reducidas á fórmulas que re- 
producen sus modalidades en el instante actual, 
y adivinan al mismo tiempo sus necesarias trans- 
formaciones futuras. 

El criterio del jurista debe adaptarse á esas dos 
situaciones diversas y conexas. Al interpretar el 
texto de las Convenciones, lo hemos calificado do 
ley invariable y definitiva ; asi lo exige el método 
científico, y toda glosa, concordancia y comenta- 
rio debe fundarse en la hipótesis de la fijeza del 
derecho positivo. En cambio, cuando la observa- 
ción asciende hasta los principios generales que 
gobiernan la vida legal de las naciones, se descu- 
bre la presencia de cierta categoría de fenómenos 
sociales, ajenos ciertamente al derecho, pero cau- 
santes de sus mutaciones continuas. 
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92. Es fácil inducir, con relación á la neutralidad, 
cuáles de sus aplicaciones prácticas se hallan so- 
metidas á la acción de causas transformadoras. 
Basta recordar que las materias omitidas por los 
reglamentos de La Haya se relacionan exclusiva- 
mente con la guerra marítima, mientras que las 
varias situaciones de la neutralidad continental 
han sido cristalizadas en forma de preceptos cla- 
ros, numerados y completos. La guerra naval, 
como lo hemos expuesto en el capitulo inicial de 
esta monografía, ha creado paulatinamente el sis- 
tema actual de la neutralidad ; y habrá de comple- 
tarlo en el porvenir, logrando imponer la adopción 
unánime de reglas sobre el bloqueo, el contraban- 
do y otros problemas. 

La función legislativa de la guerra marítima ha si- 
do debidamente apreciada por algunos escritores. 
No es extraña la conexión entre el Derecho y un fe- 
nómeno social cuya influencia es preponderante en 
la historia, y cuya frecuencia creciente es una carac- 
terística de nuestro stiempos. " Las guerras tienden 
á hacerse cada día más navales ", ha dicho, al dic- 
tar una sentencia, lord Stowell, el célebre juez in- 
glés ; y la crónica de las guerras recientes demues- 
tra la perfecta exactitud de su afirmación. A las 
naves, pues, y á su eficacia combatiente, ha sido 
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confiada la fortuna de los pueblos, y encomendada 
la elaboración de la ley internacional que habrá de 
presidir sus relaciones. 

Llama la atención, y apoya lo dicho, una cir- 
cunstancia jurídica positiva : la Conferencia de la 
Paz, que con tanta facilidad ha logrado reglamen- 
tar la guerra terrestre, se ha estrellado ante la 
dificultad de dictar leyes para la guerra marítima. 
En realidad, no las hay. ni pudo la Conferencia 
inventarlas. El mar sigue, como en épocas pasa- 
das, bajo la soberanía del más fuerte ; las únicas 
leyes que lo rigen, han sido consagradas por el 
triunfo militar de aquellos á quienes benefician ; si 
el more clausum es, en nuestros días, una simple 
figura de retórica, ciertas doctrinas igualmente 
peligrosas, como la del "viaje continuo'*, tie- 
nen una eficacia actual que es imposible poner en 
duda. 

Los Vencedores en las guerras navales futuras 
contribuirán á la creación de preceptos imperati- 
vos sobre los temas omitidos por los codificadores 
de La Haya. La neutralidad marítima, mientras 
tanto, es un simple accesorio de la política, y ésta 
á su vez es una forma puramente convencional de 
los intereses económicos. El espíritu jurídico, ha- 
bituado á construir ideologías sistemáticas sobre 
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la base de las leyes escritas, habrá de lamentar la 
falta de un Código completo sobre la neutralidad. 
La historia, en cambio, repitiéndose siempre» 
narrará la evolución constante de sus normas le- 
gales, hasta el día en que una futura asamblea de 
juristas logre transformarlas en ley positiva es uni- 
versalmente obligatoria. 

93. La fuerza, creadora del Derecho, es también 
un elemento necesario para su conservación. En la 
vida internacional, los principios legales dependen 
exclusivamente de la capacidad militar de cada 
país para aprovecharlos en provecho propio, y 
para imponer su cumplimiento á los demás. No se 
concibe, en la sociedad de las gentes^ asi como en 
el orden interno de cada Estado, la ausencia de la 
coerción, que es parte integrante de la ley, y con- 
dición ineludible de su eficacia. 

La neutralidad, como hemos dicho, cuando fal- 
ta la fuerza necesaria para su defensa, se convierte 
en una mera disertación doctrinaria. Cada una de 
las relaciones legales que la constituyen exige el 
empleo de una energía proporcionada, ó por lo 
menos, la demostración de una potencia efectiva^ 
lista para hacer sentir su influencia en caso nece- 
sario. La preparación militar de todos los países 
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tiene un propósito que no es siempre guerrero ; 
responde, al contrario, á la necesidad de mante- 
nerlos alejados de la guerra. 

La vida pacifica internacional, y su régimen le- 
gal, expuesto en las Convenciones de La Haya y 
en las leyes consuetudinarias, son pues situaciones 
puramente condicionales. ''El valor práctico del 
Derecho de Gentes, ha dicho el sabio jurista Holt- 
zendorff, depende hasta nuestros días de una dis- 
tribución conveniente de fuerzas entre los Estados 
civilizados; y las perturbaciones á su ejercicio 
deben ser aniquiladas y apartadas por una aplica- 
ción de la fuerza, proporcionada á las circunstan- 
cias ". 
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